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RESUMEN  

 

La investigación tuvo como problema ¿Cuál es la calidad de las 

sentencias de primera y segunda instancia sobre impugnación de 

resolución administrativa, según los parámetros normativos, 

doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 05483-

2013-0-1601-JR-LA-01, del Distrito Judicial de La Libertad – Trujillo. 

2019? El objetivo fue determinar la calidad de las sentencias en estudio. 

Es de tipo, cuantitativo cualitativo, nivel exploratorio descriptivo, y 

diseño no experimental, retrospectivo y transversal. La unidad de análisis 

fue un expediente judicial seleccionado mediante muestreo por 

conveniencia, para recolectar los datos se utilizaron las técnicas de la 

observación y el análisis de contenido, y como instrumento una lista de 

cotejo validada mediante juicio de expertos. Los resultados revelaron 

que la calidad de la parte expositiva, considerativa y resolutiva, 

pertenecientes a: la sentencia de primera instancia fueron de rango: 

muy alta, muy alta y muy alta; y de la sentencia de segunda instancia: 

muy alta, muy alta y muy alta. Se concluyó, que la calidad de las 

sentencias de primera y de segunda instancia, fueron de rango muy alta y 

muy alta, respectivamente. 

 

 

Palabras clave: calidad, impugnación de resolución administrativa,  

motivación, sentencia. 
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ABSTRACT 

 

The problem of the investigation work, had as stated: What is the quality 

of the sentences of first and second instance on the challenge of the 

administrative resolution, according to the pertinent normative, doctrinal 

and jurisprudential parameters, in file No. 05483-2013 -0 -1601-JR-LA-

01, of the Judicial District of La Libertad - Trujillo 2019? The objective 

was to determine the quality of the sentences under study. It is of type, 

qualitative quantitative, descriptive exploratory level, and non-

experimental, retrospective and transversal design. The unit of analysis is 

a judicial file selected by convenience sampling, to collect the data used 

in the techniques of observation and content analysis, and as an 

instrument a list of devices validated by expert judgment. The results 

revealed that the quality of the exhibition part, considered and operative, 

pertaining to: the judgment of the first instance was of rank: very high, 

very high and very high; and of the second instance sentence: very high, 

very high and very high. It was concluded that the quality of the first and 

second instance sentences were very high and very high, respectively. 

 

 

Keywords: quality, challenge of the administrative resolution, 

motivation, and sentence. 
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I. INTRODUCCIÓN 

1.1.  Descripción de la realidad problemática 

La administración de justicia es una actividad fundamental en el orden jurídico social 

de cualquier país, probablemente por ello, existe también medios que revelan su 

accionar, por lo menos eso se percibe al examinar fuentes de alcance nacional:  

 

Por ejemplo Siles (2015) considera que la función  jurisdiccional se encuentra en 

crisis por la corrupción que afecta el  desempeño de los operadores de justicia y se 

manifiesta desde los órganos centrales de la administración, como sucedió en los 

años 90 durante el gobierno de Alberto Fujimori, hasta en labores cotidianas, como el 

favorecimiento de sentencias a cambio de dinero. Sugiere fortalecimiento de los 

órganos de control y de gobierno del Poder Judicial, crear la unidad de investigación 

patrimonial y financiera, empoderamiento de la Oficina de Control de la 

Magistratura (OCMA), transparencia en la designación de jueces, evaluar las 

medidas de lucha contra la corrupción propuestas en diversos estudios y promover la 

transparencia en la información al ciudadano. 

 

La demora en los procesos civiles, es un problema grave, que va desde el retraso en 

las notificaciones, la provisionalidad de los jueces, retraso en las audiencias y la 

intervención innecesaria de algunos abogados con el fin de dilatar el proceso, el juez 

tiene la facultad para sancionar, sin embargo, se inhibe de hacerlo debido a que 

evitan verse envueltos en problemas con los abogados, cuando sancionan, estás son 

revocadas por órganos superiores y en los Colegios de Abogados, dejan que los 

procesos prescriban (Gaceta Jurídica, 2015). 
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En lo que corresponde a resultados de encuestas se obtuvo lo siguiente:  

El  Instituto Nacional de Estadística e Informática (2019) aplicó la Encuesta 

Nacional de Hogares sobre Condiciones de Vida y Pobreza y específicamente del 

Módulo de opinión: Gobernabilidad, Democracia y Transparencia, en la cual una de 

las interrogantes sobre el nivel confianza en las instituciones del país, reveló que el 

Poder Judicial se encuentran en el ranking de las instituciones no confiables debido a 

que la tasa de respuestas negativas fue 7 veces mayor al porcentaje de las respuestas 

positivas.  

 

Por su parte, IPSOS aplicó una encuesta a 1,276 hombres y mujeres mayores de 18 

años con el fin de obtener el resultado de las instituciones que confían y desconfían, 

siendo una de ellas el Poder Judicial, donde el 64% de los entrevistados reveló que 

desconfían de ésta institución, las razones principales fueron, que en los últimos años 

no ha visto cambios, en esta institución, asimismo refieren que sigue inmersa en 

actos de corrupción y los procesos judiciales son largos (El Comercio, 2017). 

 

Pero también existen fuentes provenientes del mismo Poder Judicial, tales como:  

En el Boletín Estadístico Institucional N° 01-2019 Perú se observó el Gráfico I 

“Procesos principales ingresados y resueltos trámite Enero – Marzo/ 2018-

2019”, en el cual se indica que las dependencias jurisdiccionales habían aumentado 

en 93 (Juzgados especializados penales y de familia) y se lograron resolver 342,222 

procesos judiciales de 326,986 que ingresaron durante ese periodo, por lo tanto se 

considera que los resultados fueron favorables (Poder Judicial del Perú, 2019). 

 

También se encontró que, en este año 2019, el Poder Ejecutivo, oficializó la creación 

del Consejo para la Reforma del Sistema de Justicia, integrada por el Presidente de la 

República, el Presidente del Congreso de la Republica, el Fiscal de la Nación, el 

Presidente del Tribunal Constitucional, el Presidente la Junta Nacional de Justicia, el 
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Contralor General de la República y el Defensor del Pueblo, esto fue para impulsar, 

formular criterios, coordinar, y realizar el seguimiento de los resultados de las 

decisiones políticas y acciones adoptadas o por adaptarse en el ámbito de la reforma 

de justicia (Congreso de la República del Perú, 2019a) lo cual se encuentra en 

proceso, representando a su vez un avance de parte del gobierno central. 

 

Pero también, hay quienes tienen otra postura, entre ellos Romero y Cotos (2019) 

quienes afirman que las reformas del Poder Judicial, son lentas y deficientes, por 

haber una resistencia al cambio de parte de las instituciones, como las que hizo el 

Congreso (a la fecha disuelto) al pretender proteger a magistrados, esto fue el caso 

del ex Fiscal Chavarry y el vocal supremo Hinostroza. 

 

De otro lado, en lo que respecta al ámbito del Distrito Judicial de La Libertad 

también se conoce la existencia de una gran carga procesal civil y este asunto ha 

merecido la atención de sus autoridades, esto se representa por ejemplo con la 

expedición de la Resolución Administrativa N° 099-2007-CE-PJ de fecha 16 de 

mayo 2007 con el cual se aprobó El Plan Nacional de Descarga procesal civil 

(Idrogo, 2012).  

 

Asimismo, el 28 de abril del 2019, se inauguró en el Distrito de El Porvenir, el 

Centro Integrado de Servicios de Administración de Justicia (CISAJ), donde diversos 

órganos jurisdiccionales del Poder Judicial, atienden y su objetivo es agilizar y 

mejorar los procedimientos judiciales (Agencia Peruana de Noticias, 2019). A ello se 

suma, que el 31 de mayo del presente año, se inauguró el Módulo Civil Corporativo 

de Litigación Oral, con el fin, de acelerar los procesos civiles judiciales, beneficiando 

considerablemente a los litigantes, esto, en cumplimiento con la reforma procesal 

civil de los juzgados civiles, basados en el modelo de litigación oral (Justicia TV 

Poder Judicial del Perú, 2019).   
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Como se puede verificar, si bien hay fuentes que tienen como principal tema resaltar 

el lado negativo de los asuntos judiciales, pero también hay fuentes del propio Poder 

Judicial, orientado a mejorar la situación, resaltando entre ellos la gran necesidad de 

servicio judicial y como respuesta a ello se han creado mecanismos de mejora. 

 

Por su parte, en la Universidad donde se hizo el presente trabajo, existe una línea de 

investigación “La Administración de Justicia en el Perú” (Universidad Católica Los 

Ángeles de Chimbote, 2019) que tiene como propósito revisar casos reales tomando 

como principal centro de análisis las sentencias y los procesos, por estas razones en 

este trabajo se usó el expediente N° 05483-2013-0-1601-JR-LA-01, que trata de un 

proceso contencioso administrativo de cuya revisión se extrajo el siguiente 

enunciado: 

 

1.2. Problema de investigación 

¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre 

impugnación de resolución administrativa, según los parámetros normativos, 

doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 05483-2013-0-1601-

JR-LA-01, del Distrito Judicial de La Libertad – Trujillo. 2019? 

1.3. Objetivos de la investigación 

1.3.1. General: Determinar la calidad de las sentencias de primera y segunda 

instancia sobre impugnación de resolución administrativa según los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 05483-

2013-0-1601-JR-LA-01, del Distrito Judicial de La Libertad – Trujillo. 2019. 

 

1.3.2. Específicos 

1.3.2.1. Determinar la calidad de la sentencia de primera instancia, sobre 

impugnación de resolución administrativa, en función de la calidad de su parte 
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expositiva, considerativa y resolutiva, según los parámetros normativos, doctrinarios 

y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente seleccionado. 

 

 1.3.2.2. Determinar la calidad de la sentencia de segunda instancia, sobre 

impugnación de resolución administrativa, en función de la calidad de su parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, según los parámetros normativos, doctrinarios 

y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente seleccionado. 

1.4. Justificación de la investigación 

El presente estudio está justificado, porque su formulación tuvo como punto de 

partida los hallazgos que se ocupan de la actividad jurisdiccional destacando aspectos 

negativos, pero que en síntesis son opiniones, distinto fuera si dichos resultados 

pertenecieran a investigaciones, pero, no se han encontrado por lo menos hasta el 

momento en que se hace el cierre de la presente investigación, no obstante lo que sí 

se ha encontrado son múltiples encuestas de opinión cuyos resultados muestran la 

percepción negativa respecto de la labor jurisdiccional proveniente de las personas 

entrevistadas, que si bien puede ser cierto que exista desconfianza social, falta de 

credibilidad; pero se trata de resultados de datos obtenidos de personas, al respecto, 

desde la perspectiva de la presente investigación puede ser relevante, pero requiere 

ser comprobada desde otro punto de vista, es decir revisando y examinando casos 

documentados como lo es la presente investigación que para ello se usó un proceso 

contencioso administrativo. 

 

En cuanto a los resultados reveló que las sentencias examinadas se ubicaron en el 

nivel de muy alta, resolvieron una impugnación de resolución administrativa que se 

declaró fundada, a pesar que en el ámbito administrativo le fue denegado el derecho 

al “administrado”, y esto fue, porque en la justicia administrativa interpretó el 

artículo 53º del Decreto Legislativo 276 y artículo 124 del Decreto Supremo Nº 005-

90-PCM, de la siguiente manera: el pago de la bonificación diferencial solo le 
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corresponde al servidor designado, el administrado fue encargado, mientras que en el 

ámbito judicial, con la aplicación de los informes legales, el principio de primacía de 

la realidad y los artículos referidos, se interpretó: el administrado tuvo a cargo la 

responsabilidad directiva, siendo irrelevante la denominación utilizada al momento 

de desempeñar las labores directivas, además estas funciones tienen rasgos 

característicos propias de una designación, por lo que, corresponde el pago de la 

bonificación diferencial de manera proporcional. 

 

Con lo cual puede afirmarse, que el derecho del “administrado” le fue reconocido a 

nivel judicial, y si bien a nivel administrativo le fue denegado esto fue, porque en 

dicho contexto el error de quienes decidieron fue aplicar de manera literal la norma 

prevista en el artículo 53º del Decreto Legislativo 276 y artículo 124 del Decreto 

Supremo Nº 005-90-PCM. Debiendo realizar una interpretación sistemática. Esto 

demuestra que la labor jurisdiccional por lo menos en este asunto fue correcto, y no 

como se generaliza en las encuestas de opinión. 

La utilidad de los resultados del presente trabajo de investigación tiene como 

beneficiarios directos a los jueces, personal jurisdiccional, estudiantes, que inciden 

de manera directa o indirecta en el fortalecimiento de la administración de justicia.  
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II. REVISION DE LA LITERATURA 

2.1. ANTECEDENTES  

2.1.1. Investigaciones en línea 

- Gonzales (2018) presentó la investigación exploratoria-descriptiva titulada 

“Calidad de sentencias sobre acción contencioso administrativo expediente 

judicial Nº 0048-2011-0-2402-JR-LA-01 Distrito Judicial de Ucayali, 2018”.  La 

investigación se realizó utilizando como unidad de análisis el expediente judicial 

citado, seleccionado mediante muestreo por conveniencia. Los resultaron 

revelaron que, de acuerdo a los parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes establecidos en el estudio (los mismo que se 

aplicaron en el presente trabajo) la parte expositiva, considerativa y resolutiva, 

pertenecientes a la sentencia de primera instancia fueron de calidad: muy alta, 

alta y alta, mientras que, de la sentencia de segunda instancia: baja, mediana y 

alta. Se concluyó que, la calidad de las sentencia de primera y segunda instancia, 

fueron de rango muy alta y mediana, respectivamente. Las sentencias estuvieron 

relacionadas con lo siguiente: el demandante solicitó que se declare la nulidad de 

dos resoluciones directorales emitidas por el demandado, en consecuencia 

solicita el pago e inclusión en sus boletas de pago mensual de la bonificación 

especial mensual por preparación de clase y evaluación equivalente al 30% de su 

remuneración total mensual y el reconocimiento del pago de devengados desde el 

año 1991 hasta la fecha de cumplimiento. El demandado respondió a la demanda 

solicitando se declare improcedente, principalmente porque en las resoluciones 

directorales ya se le fue otorgado conforme a ley. Por lo tanto el juez una vez 

analizado el expediente administrativo, y en base a la normativa aplicable al caso 

Ley de profesorado Nº 24029, Decreto Supremo Nº 051-91-PCM entre otros, en 

primera instancia el juez declaró fundada la demanda, por ende nula las 

resoluciones directorales, y ordenó al demandado emitir nueva resolución 

reconociendo el derecho de la bonificación especial mensual asimismo el pago de 

devengados, más intereses legales sin costas ni costos, sin embargo, fue apelada y 
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en segunda instancia el colegiado confirmó en todos sus extremos la sentencia de 

primera instancia. 

 

- Vergaray (2018) presentó la investigación exploratoria-descriptiva titulada 

“Calidad de Sentencias de Primera y Segunda Instancia sobre Impugnación de 

Resolución Administrativa, (Pago de Bonificación Especial), en el Expediente Nº 

2012-93-ACA, del Distrito Judicial de Ancash-Marañón. 2018”. La investigación 

se realizó utilizando como unidad de análisis el expediente judicial citado 

seleccionado mediante muestreo por conveniencia. Los resultaron revelaron que, 

de acuerdo a los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales 

pertinentes establecidos en el estudio (los mismo que se aplicaron en el presente 

trabajo) la parte expositiva, considerativa y resolutiva, perteneciente a la 

sentencia de primera instancia fueron de calidad: muy alta, muy alta y  alta, 

mientras que, de la sentencia de segunda instancia: alta, muy alta y alta. Se 

concluyó que, la calidad de las sentencia de primera y segunda instancia, fueron 

de rango muy alta y muy alta, respectivamente. Las sentencias estuvieron 

relacionadas con lo siguiente: el demandante es solicitó al órgano jurisdiccional 

el reconocimiento del beneficio especial por preparación de clases y evaluación 

equivalente al treinta por ciento de su remuneración total mensual y se le otorgue 

los reintegros correspondientes, debido a que en sede administrativa su solicitud 

fue declarada infundada, el demandado, solicitó se declare infundada. El análisis 

del juez consistió en determinar cuál es la base del cálculo de la bonificación 

debido a que si le corresponde percibirla, por lo tanto declaró fundada la 

demanda y dispuso que el demandado emita una resolución administrativa 

otorgándole la bonificación correspondiente en base a la remuneración tota 

mensual, además, declaró nula la resolución administrativa que deniega su 

solicitud del demandante en instancia administrativa. La sentencia de segunda 

instancia confirmó el punto en el cual se declaró nula la resolución administrativa 

que declara fundada su solicitud, sin embargo, revocó el punto en el cual se debe 

calcular la bonificación respecto a la fecha desde cuándo debe percibir la 

mencionada bonificación, habiéndose estipulado desde el dos de abril de dos mil 
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dos hasta que se encuentre bajo los alcances de la derogada Ley 24029, 

reformándola hasta cuando se implementó el artículo 56 de la Ley  29944. 

 

- Sánchez (2019) presentó la investigación exploratoria-descriptiva titulada 

“Calidad de sentencias de primera y segunda instancia sobre impugnación de 

resolución administrativa – nulidad de resolución administrativa, del expediente 

judicial Nº 2015-0154 del Juzgado Mixto de la Provincia de Sihuas, 

perteneciente al Distrito Judicial del Ancash -2017”. La investigación se realizó 

utilizando como unidad de análisis el expediente judicial citado seleccionado 

mediante muestreo por conveniencia. Los resultaron revelaron que, de acuerdo a 

los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes 

establecidos en el estudio (los mismo que se aplicaron en el presente trabajo) la 

parte expositiva, considerativa y resolutiva, perteneciente a la sentencia de 

primera instancia fueron de calidad: muy alta, muy alta y muy alta, mientras que, 

de la sentencia de segunda instancia: muy alta, muy alta y mediana. Se concluyó 

que, la calidad de las sentencia de primera y segunda instancia, fueron de rango 

muy alta y muy alta, respectivamente. Las sentencias estuvieron relacionadas con 

lo siguiente: el demandante solicitó al órgano jurisdiccional declare nula las 

resoluciones directorales emitidas por el demandado, y como consecuencia emita 

nueva resolución ordenando el reajuste de la bonificación especial por 

preparación de clase y evaluación equivalente al 30% de la remuneración en 

forma permanente con sus respectivos devengados y el pago de intereses legales, 

debido a que el demando es profesor bajo el régimen laboral 29944, por lo que 

sustenta que las resoluciones emitidas por el demandando, no se ajustan a la 

normativa vigente favorable al trabajador. Ante ello el demandando argumentó su 

contestación, aduciendo que se aplicó correctamente la normativa, y por lo tanto, 

solicita se declare improcedente. El juzgador en la sentencia de primera instancia 

declaró fundada la demanda, por ende, nula los actos administrativos recaídos en 

las resoluciones directorales, sin embargo, el colegiado en la sentencia de 

segunda instancia revocó la sentencia de primera instancia en el extremo que 
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corresponde a la fecha desde la cual se debe calcular para el pago de 

bonificación, y confirma con respecto a lo demás. 

2.1.2. Investigaciones libres 

- Moreno (2007) presentó la tesis analítica – sintética, titulada “El control 

jurisdiccional de los actos de la administración pública: el contencioso 

administrativo", donde promueve la importancia de la Ley 27584 y sus 

modificaciones 277709 y 28531; asimismo la prueba en el proceso contencioso 

administrativo, al finalizar algunas de sus  conclusiones que formuló fueron: 1) el 

Contencioso Administrativo Peruano permite realizar un control judicial de las 

decisiones adoptadas en sede administrativa, y garantiza derechos e intereses. 

Paso de ser solo un control pues ahora puede restituir y satisfacer el derecho 

lesionado del administrado. 2) Con respecto a la prueba esta queda limitada al 

expediente administrativo que se generó en el procedimiento administrativo, esto 

es necesario modificar, debido a que el proceso contencioso administrativo es un 

proceso de plena jurisdicción. 

 

- Espinoza (2015) presentó la investigación descriptivo – dogmático, titulado 

“Motivación de las resoluciones judiciales de casación civil y laboral dentro del 

debido proceso”, sus fuentes y herramientas utilizadas en la investigación fueron 

las legales, doctrinales, así como la observación directa e indirecta, entrevistas y 

fichaje. Tuvo como aspiración abordar a la motivación de las decisiones 

judiciales como tema de actualidad jurídica, determinando los parámetros 

contenidos, características y comparación con otros sistemas, así como la función 

judicial, especialmente en las Salas de lo Civil y de los Laboral de Corte Suprema 

de Justicia de Ecuador, siendo una de sus conclusiones principales: a) La calidad 

de sentencias no únicamente responde al nivel de última instancia; sino que 

importa el razonamiento de los actos procesales que devienen en grado para la 

consecución de determinadas razones en las decisiones. 
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- Coronado (2017) presentó la tesis no experimental - transeccional, titulada “La 

actividad probatoria recogida en el proceso contencioso administrativo y su 

relación con la vulneración del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva", donde 

tuvo como objetivo establecer el grado de relación entre la restricción de la 

actividad probatoria recogida en el Proceso Contencioso Administrativo y la 

vulneración de la tutela jurisdiccional efectiva analizando resoluciones judiciales 

y encuestas a los operadores de justicia, obtuvo como resultado de la encuesta 

que 75% de jueces, fiscales y abogados especialistas en Derecho Contencioso 

Administrativo, están de acuerdo que la restricción de la prueba en este tipo de 

procedimiento es contradictorio al principio de la tutela jurisdiccional efectiva, al 

finalizar algunas de sus  conclusiones que formuló fueron: 1) la falta de actividad 

probatoria contradice al principio de tutela jurisdiccional efectiva, y esto genera 

una injusta sentencia. 2) El derecho a la prueba no debe ser restringido, más aun 

si ahora proceso contencioso administrativo no es solo para revisar el 

procedimiento administrativo sino otorgar una plena tutela al administrado. 

 

- Nostades (2018) presentó la tesina descriptivo – sistemático, titulada “Las 

dilaciones indebidas por falta de motivación o valoración inadecuada de las 

sentencias en los juicios mediáticos son responsabilidad de la administración de 

justicia", donde identificó la responsabilidad que asume el Estado, cuando por 

verse presionado por la sociedad expide sentencias sin fundamento no valorando 

adecuadamente las pruebas en el proceso, al finalizar algunas de sus  

conclusiones que formuló fueron: 1) El estado tiene la obligación de resolver 

proceso judiciales dentro de un plazo razonable. 2) En el sistema penal, no se 

cumple por alta de presupuesto, negligencia judicial, entre otros. 3) Los juicios 

mediáticos, afectan a todas las partes intervinientes entre ellas los magistrados, 

pues son presionados ello puede causar que emitan sentencias defectuosas, 

generando responsabilidad de la administración de justicia. 
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2.2. BASES TEORICAS 

2.2.1. Procesales  

2.2.1.1. Proceso contencioso administrativo 

2.2.1.1.1. Concepto 

Es el proceso  por el cual  el Poder Judicial, se encarga de controlar las actuaciones u 

omisiones de las entidades estatales, en el inicio solo era un proceso de revisión, pero 

a la medida que crecen los conflictos, no solo se busca que se declare nulo un acto 

administrativo sino que se solucione el conflicto, reconociendo o declarando 

derechos, es decir, una plena jurisdicción, defendiendo así los derechos 

fundamentales de los administrados (Pacori, 2019). 

 

La naturaleza jurídica del proceso contencioso administrativo, de acuerdo a la rama 

que se relaciona, busca resolver el conflicto generado en el proceso administrativo 

entre el administrado y la administración pública, el Estado impone derechos y 

deberes, por lo que los administrados, tienen forma de hacer valer sus derechos a 

través de los órganos jurisdiccionales. Esta vía puede ser utilizada una vez agotada la 

instancia administrativa, de esta manera los tribunales tienen la facultad de realizar 

una revisión del acto administrativo (Coronado, 2017). 

 

Por otro lado Monzón (2012), considera que el proceso contencioso ha pasado de ser 

un proceso revisor a convertirse en un proceso de tutela efectiva de los derechos e 

intereses de los administrados. Los elementos que ayudan a solucionar la 

controversia son: la pretensión, la congruencia, el análisis judicial y la participación 

de juez, pues el administrado busca que se tutele sus derechos e intereses, vulnerados 

por la administración pública. Ante ello los poderes estatales están encargados de 

proteger los derechos e intereses de los administrados, y la esencia radica en el 

respeto a la dignidad humana, al comprobarse que se ha vulnerado los derechos e 
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intereses de los administrados, no basta que se reconozca el derecho sino también se 

deba establecer formas para la ejecución del mismo, de ahí que en ocasiones, el juez 

decida involucrar pretensiones que no fueron solicitadas. 

 

Respecto al proceso referido, puede afirmarse que sirve como vía de protección al 

administrado, ya que las decisiones que se adopten a nivel administrativo no son 

definitivas, por lo que es útil dado que, los órganos jurisdiccionales lo utilizan para 

poder revisar las actuaciones administrativas e incluso otorgar derechos a los 

administrados, con el fin de tutelar sus intereses. 

2.2.1.1.2. Finalidad 

Regulado en el artículo 1 de la Ley N° 27584, donde establece que a la acción 

contenciosa administrativa se le denominará proceso contencioso administrativo, 

mediante el cual tiene como finalidad, el control jurídico por parte de las instancias 

jurisdiccionales, de toda actuación administrativa que cause estado, y además la 

tutela jurisdiccional de los derechos e intereses de los administrados (Congreso de la 

República, 2008a). 

 

Pacori (2019), considera que tiene como finalidad  la efectiva tutela de los derechos e 

intereses de los administrados, en tanto, son ciudadanos que se ven afectados por la 

actuación administrativa, por lo que viene, hacer la mejor vía para proteger y 

garantizar los derechos de los ciudadanos frente a las entidades del estado. 

2.2.1.1.3. Principios aplicables en las sentencias examinadas 

2.2.1.1.3.1. Principio de integración 

Se encuentra previsto en el artículo 2 numeral 1  de la Ley Nº 27584 cuyo alcance es: 

“los jueces no deben dejar de resolver un conflicto de intereses o la incertidumbre 

con relevancia jurídica por defecto o deficiencia de la ley. En tales casos deberán 

aplicar los principios del derecho administrativo” (Congreso de la República, 2008a). 
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Para Coronado (2017) es un mecanismo de reacción, que permite aplicar los 

principios generales del derecho administrativo cuando se exista lagunas jurídicas 

que puedan presentarse en un determinado caso, dado que las autoridades 

jurisdiccionales no puede dejar de operar en estos casos. 

 

Por este principio, el sistema de interpretación queda abierto para ser enriquecido 

por las fuentes del derecho, doctrina o la practica jurisdiccional, los jueces no 

pueden dejar de administrar justicia, ni por la propia deficiencia de la ley, deberá 

aplicar por integración los principios generales del derecho administrativo. 

2.2.1.1.3.2. Principio de igualdad procesal 

Se encuentra regulado en el numeral 2 del artículo 2 de la Ley N° 27584, y su 

alcance es: “las partes en el proceso contencioso administrativo deberán ser tratados 

con igualdad, independientemente de su condición de entidad pública o 

administrado” (Congreso de la República, 2008a). 

 

Es deber del Poder Judicial, garantizar la igualdad de las partes en el proceso, 

especialmente frente a los recursos humanos y materiales con los que cuenta la 

administración, lo cual genera ventaja frente al administrado (Pacori, 2019). 

 

A nivel jurisprudencial, el derecho a la igualdad está reconocido constitucionalmente 

porque es un principio rector para el Estado de derecho del país,  los poderes 

públicos deben respetarlo, y ampararlo. De ahí que toda desigualdad va contra de los 

derechos fundamentales y se constituye discriminación (Sentencia del Tribunal 

Constitucional, expediente Nº 02974-2010-PA/TC). 

 

Este principio representa una garantía para toda persona, teniendo derecho a ser 

tratado por igual se encuentra previsto en la Constitución siendo su principal 

referente. 
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2.2.1.1.3.3. Principio de favorecimiento del proceso 

Regulado en el numeral 3 del artículo 2 de la Ley Nº 27584: “el Juez no podrá 

rechazar preliminarmente la demanda en aquellos casos en los que por falta de 

precisión del marco legal exista incertidumbre respecto del agotamiento de la vía 

previa. Asimismo, en caso de que el Juez tenga cualquier otra duda razonable sobre 

la procedencia o no de la demanda, deberá preferir darle trámite a la misma” 

(Congreso de la República, 2008a). 

 

Por este principio el juez favorece la admisibilidad de la demanda  aun cuando tenga 

dudas sobre el agotamiento de la vía administrativa, debido a que está orientado a 

resolver un conflicto de intereses entre las entidades públicas y los particulares 

(Pacori, 2019). 

 

A juicio de Monzón (2012), el juez no puede rechazar la demanda, cuando existe 

duda sobre la falta de marco normativo o agotamiento de la vía administrativa,  la 

esencia radica en que, el administrado solicita al órgano jurisdiccional tutele su 

derecho, que ha sido lesionado en la vía administrativa, por lo que una formalidad 

procesal no puede ser obstáculo para acceder a la justicia. 

 

En las sentencias analizadas, el juez al momento de resolver tuvo en cuenta además 

de los antes mencionado el  principio de primacía de la realidad, debido a que el 

cargo desempeñado por el demandante fue en calidad de responsable de diversos 

centros de salud, configurándose todos los supuesto para recibir la bonificación 

solicitada (expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

 

Por este principio, en caso de discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que 

fluye de los documentos, debe darse preferencia a lo primero, esto quiere decir a lo 
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que sucede en los hechos, por lo que es un elemento implícito impuesto por la propia 

naturaleza tuitiva de la Constitución (Sentencia del Tribunal Constitucional, 

expediente Nº 1944-2002-AA-TC). 

2.2.1.2. La pretensión  

2.2.1.2.1. Concepto 

Para Saavedra (2017), es la manifestación que realiza una persona o varias, con el fin 

de exigir determinada obligación a un sujeto de derecho, se realiza al amparo del 

derecho objetivo y se materializa a través de la acción, contiene el objeto de litigio; 

que vendría hacer el bien o derecho; y la causa jurídica que coincide con los 

presupuestos fácticos, es por ello, que se exige en la demanda los fundamentos de 

hecho y derecho y tiene como fin la tutela de un interés particular. 

 

Flores (2017) considera que es una declaración de voluntad, donde se manifiesta los 

acontecimientos de hecho que suscitaron, se reclama ante un organismo superior a 

las partes, para que resuelva. 

 

Es el elemento imprescindible para el litigio, viene hacer el derecho que tiene un 

particular para acudir ante los tribunales de justicia, con el fin de reclamar cualquier 

bien frente a otro sujeto, pues resulta ser una declaración de voluntad exteriorizada 

para someter el interés ajeno al interés propio pero sin que el demandante someta al 

demandado, ya que dicho sometimiento emana de la sentencia o declaración de juez, 

por lo tanto, el autor considera que es un hecho o hechos que exterioriza el 

demandante a través de la demanda en donde describe y explica (González, 2014). 

 

Como plantea Rioja (2017) es la declaración de voluntad, meramente declarativa, 

realizada ante el juez y en contra del adversario, se exterioriza a través de la 

demanda, y viene hacer el petitorio. Nace como institución procesal que se 

constituye para hacer efectivo el reconocimiento de un derecho. 
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Se coligue, que es la manifestación realizada por  una persona solicitando al órgano 

jurisdiccional, la tutela de sus derechos, con esto inicia, y culmina el proceso, debido 

a que, el juez en el transcurso del mismo va a contrastar lo peticionado con los 

argumentos de hecho y derecho tanto del demandante como demandado, por ello es 

de suma importancia determinar de manera precisa las pretensiones. 

2.2.1.2.2. Clases 

Monroy (2017) considera las siguientes: 

2.2.1.2.2.1. Pretensión material 

Es el acto de exigir a otra persona el cumplimiento de una obligación, con relevancia 

jurídica, antes del inicio de un proceso judicial (forma extrajudicial), y de resultar 

satisfecho el sujeto, puede considerar no interponer la demanda.   

2.2.1.2.2.2. Pretensión procesal 

Por otro lado, cuando la pretensión material no fue satisfecha el titular de ésta ejerce 

su derecho de acción y la convierte en una pretensión procesal, manifestando el 

cumplimiento de una obligación utilizando para ello los órganos jurisdiccionales. 

2.2.1.2.3. Elementos 

Para Rioja (2017) los elementos de la pretensión son: 

2.2.1.2.3.1. Sujetos 

Son las partes intervinientes en el proceso, cada una tiene determinada característica, 

es así, que el demandante, es el sujeto quien exigen el cumplimiento de una 

determinada obligación, el demandado es aquel contra quien se dirige la exigencia de 

una obligación, el juez no es sujeto del proceso pues él no tiene alcance alguno en la 

pretensión pues solo se ven afectados el demandado y demandante.   
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2.2.1.2.3.2. Objeto 

Es el pedido o reclamo, que el demandante solicita la inicio de la demanda, es por 

ello, que el juez al  expedir la sentencia reconoce el pedido de una de las parte. 

2.2.1.2.3.3. La causa 

Son los fundamentos facticos y jurídicos que sustenta la pretensión, es decir consiste 

en adecuar los hechos a un marco normativo, por lo que, deberá estar jurídicamente 

protegido. 

 

Al respecto de los elementos diversos autores se han pronunciado al respecto: 

 

Saavedra (2017) considera lo siguiente: 

 

Elemento subjetivo:  

Los sujetos de la pretensión son exclusivamente el demandante y demandado, el juez 

intervienen en el proceso como administrador de justicia en representación del 

Estado, por ende no se considera sujeto de la pretensión. Con el acto postulatorio 

(demanda) se despierta la actividad jurisdiccional, donde el demandante da a conocer 

su derecho vulnerando, acudiendo al órgano jurisdiccional para el restablecimiento  

de su derecho, va dirigido al demandado, quien por el principio de contradicción 

dentro del plazo previsto deberá responder. 

 

Elemento objetivo: 

La pretensión debe contener la fundamentación jurídica, para ser idónea y generar 

efectos jurídicos, fundamentos de hecho, que cuenten como se generó el conflicto 

adjuntado los medios de prueban que puedan evaluarse en el proceso y el pedido, el 

objetivo es obtener una resolución con contenido favorable a la pretensión. De darse 

el caso de una errónea aplicación del fundamento jurídico el juez tienen la facultad 

de adecuar y aplicar la normativa pertinente. 
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Citando a González (2017), los sujetos recaen en el demandante y demandado, 

quienes actúan en el proceso de manera activa, el juez viene hacer la personificación 

del estado, porque de manera imparcial y en base a la normativa vigente decide sobre 

la pretensión en cuanto declara fundada o infundada la pretensión; el objeto, se 

identifica en tutelar jurídicamente lo que se desea lograr, es decir, la materia o 

asunto. 

La pretensión procesal viene hacer el elemento central  o núcleo de la demanda, en 

donde un sujeto manifiesta su voluntad con relevancia jurídica invocando el 

cumplimiento de una obligación, esto implica invocar en la demanda el derecho 

material, que regula el cumplimiento de la obligación (fundamentación jurídica) 

además debe sustentarse en determinados hechos que durante la actividad 

probatoria puedan acreditarse (fundamentos de hecho). 

 

2.2.1.2.4. Pretensiones que se plantean en el proceso contencioso administrativo 

Se encuentran  reguladas en el artículo 5 de la Ley N° 27584, y  son las 

impugnaciones a las actuaciones y omisiones de la administración pública: 1) 

Declaración de nulidad, total o parcial o ineficacia de actos administrativos, 2) El 

reconocimiento o restablecimiento del derecho o interés jurídicamente tutelado y la 

adopción de las medidas o actos necesarios para tales fines, 3) La declaración de 

contraria a derecho y el cese de una actuación material que no se sustente en el acto 

administrativo, 4) Se ordene a la administración pública la realización de una 

determinada actuación a la que se encuentre obligada por mandato de la ley o en 

virtud de acto administrativo firme,  5) La indemnización por el daño causado con 

alguna actuación impugnable, conforme al artículo 238 de la Ley Nº 27444, siempre 

y cuando se plantee acumulativamente a alguna de las pretensiones anteriores 

(Congreso de la República, 2008a). 

 

Pacori (2019) resume las pretensiones planteadas en el proceso contencioso 

administrativo de la siguiente manera: 
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1) La pretensión de nulidad: es la pretensión común denominada también 

anulación, por el cual, el administrado solicita al órgano jurisdiccional declare nulo 

un acto administrativo, al ser amparada su pretensión, el acto administrativo emitido 

carecerá de efectos jurídicos, desde el momento que fue expedido. 

2) La pretensión de plena jurisdicción: dentro de esta se encuentra la pretensión 

para reconocer o restablecer derecho e intereses legítimos de los administrados, así 

como, ordenar a la administración la actuación administrativa a la que se encuentra 

obligado por ley o por un acto administrativo firme, además, pedir indemnización 

por daños y perjuicios. 

2.2.1.2.5. La pretensión en las sentencias examinadas 

La pretensión del accionante fue, que se declare la nulidad del acto administrativo 

ficto, y se declare fundada la solicitud del pago de la bonificación diferencial en la 

suma S/ 493,349.00, más los intereses, costas  costos que proceso (expediente Nº 

05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

 

Por lo que, el acto impugnado se subsume en lo previsto en el numeral 1 del artículo 

5 de la Ley N° 27584, es decir: La declaración de nulidad, total o parcial o 

ineficacia de actos administrativos. 

 

La pretensión de nulidad del acto administrativo, en el más común que se plantea 

ante el órgano jurisdiccional, quien de amparar la pretensión tiene la posibilidad que 

declarar la nulidad parcial o total, por lo que, al momento de solicitar esta pretensión 

se deberá tener en cuenta los requisitos formales regulados en el artículo 424 del 

Código Procesal Civil, presupuestos procesales y condiciones de la acción que se va 

a plantear, es decir, el agotamiento de la vía administrativa siendo impugnables los 

actos administrativos que ponen fin al proceso y los que por su trámite produzcan 

indefensión (Flores, 2017). 
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Pacori (2019), considera que esta pretensión deja sin efecto un acto administrativo 

emitido por las entidades públicas, cuando contravenga la constitución, leyes o 

normas reglamentarias, tenga defecto u omisión en los requisitos de validez de un 

acto administrativo, los actos que resulten de aprobación automática y los que son 

constitutivos de infracción penal. 

 

2.2.1.3. Proceso especial 

2.2.1.3.1. Concepto  

Mediante esta vía se resuelven las pretensiones referidas a la declaración de nulidad 

al ser verificada la causal, es decir, corroborar el cumplimiento de los requisitos del 

acto administrativo, permite al juez tutelar el derecho reconociéndolo en sede 

judicial, esta vía da más valor al control jurídico de las actuaciones administrativas 

(Pacori, 2019). 

 

Es la segunda vía procedimental, usada con frecuencia por los jueces, existen más 

etapas procesales con mayores plazos a diferencia que el proceso urgente, en donde 

el juez declara la existencia de una relación jurídica procesal valida y sanea el 

proceso, asimismo fija audiencia de  pruebas de ser necesario y solicita dictamen 

fiscal (Pisconte, 2015). 

 

Es la vía idónea para la pretensión de nulidad o ineficacia de un acto administrativo 

y otros, los plazos son más largos frente al procedimiento urgente, es posible que se 

lleve a cabo audiencia de pruebas para actuar los medios probatorios. 

2.2.1.3.2. Regulación 

Se encontraba regulado en el artículo 25 de la Ley N° 27584, modificado mediante 

Ley Nº 30914 bajo la denominación de proceso ordinario, estipula lo siguiente que se 

tramitan conforme al presente procedimiento las pretensiones no previstas en el 
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artículo 24 de la presente ley, el cual, se refiere a las pretensiones tramitadas 

mediante un proceso urgente, estos son: 1) cese de cualquier actuación material que 

no sustenta en acto administrativo, 2) el cumplimiento por la administración de una 

determinada actuación a la que se encuentre obligada por mandato de la ley o en 

virtud de acto administrativo firme, 3) las relativas a material previsional.  (Congreso 

de la República, 2008a). 

2.2.1.3.3. Pretensiones que se tramitan en esta vía 

 Pacori (2019) considera las siguientes: 

1. Declaración de nulidad o ineficacia, total o parcial de actos administrativos. 

2. Reconocimiento o restablecimiento del derecho que se solicita y la adopción de 

medidas para conseguir el complimiento de las mismas. 

3. Indemnización por daños y perjuicios, siempre que vaya como pretensión 

acumulativa el resto de pretensiones 

2.2.1.3.4. Reglas  

De acuerdo con el numeral 25.1 del artículo 25 de Ley N° 27584 en concordancia 

con el numeral 28.1 del artículo 28 del TUO de la Ley N° 27584, decreto supremo 

N° 013-2008-JUS (actualmente decreto supremo N° 11-2019-JUS), establece que no 

procede reconvención, esta figura jurídica, se lleva a cabo cuando el demandando, en 

la contestación de la demanda, decide demandar, una vez transcurrido el plazo para 

contestar demanda, se expedirá el auto de saneamiento, donde se encuentra los 

puntos controvertidos, la relación jurídica procesal, así como se pronuncia sobre las 

excepciones propuestas, en este mismo auto de saneamiento, el juez evaluará la 

actuación de los medios probatorios, de ser necesario señalará día y hora para la 

audiencia de pruebas, asimismo el expediente es remitido al poder judicial para el 

dictamen fiscal, una vez recibido el juez estará expedito a dictar sentencia (Congreso 

de la República, 2008a). 
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Pacori (2019), refiere que la reconvención no procede debido a que no es posible 

empeorar la situación del demandante, a través de este acto procesal, esto en merito, 

a la demanda donde el sujeto solicita que se le reconozca un derecho, sin embargo, es 

posible la acumulación de procesos contenciosos administrativos, donde ambas 

partes procesales sean partes. 

 

Anacleto (2016) resume las reglas de la siguiente manera: 

• No procede reconvención 

• Una vez transcurrido el plazo de contestación de demanda, el juez, expide 

resolución, declarando: la existencia de una relación jurídica procesal valida, 

nulidad o defecto insubsanable de la relación, por lo que culminará el 

proceso, de poder subsanar esos defectos un plazo para hacerlo. 

• Subsanados, el juez expedirá resolución declararando saneado el proceso. 

• De haberse presentado tachas, serán resueltas en la resolución mencionada en 

el punto anterior 

• Asimismo, debe contener los puntos controvertidos, admisión o rechazo de 

los medio probatorios. 

• Cuando el juez lo requiera fijara la audiencia de pruebas, en la cual, de ser 

impugnada la apelación tendrá la calidad de ser sin efecto suspensivo y en 

calidad de diferida, es decir, una vez apelado el órgano superior es quien debe 

resolver como segunda instancia. 

• Una vez realizado la audiencia de pruebas el expediente es remitido al 

Ministerio Público, para que emita dictamen fiscal, una vez transcurrido el 

plazo previsto, con o sin dictamen fiscal, las partes pueden solicitar informe 

oral, y finalmente se expedirá sentencia. 

 

Deben ser llamadas etapas donde se ventila asuntos entre la administración y los 

administrados, no procede reconvención debido a que, la administración es la parte 

más fuerte de este proceso y cuenta con una serie de instrumentos que asumen la 

defensa, lo que se pretende es evitar un exceso contra la parte más débil 
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(administrado). En las primeras etapas se encuentran la demanda, excepciones y 

defensas previas. Por otro lado el juez expide el auto de declaración de la existencia 

de una relación jurídica procesal válida, de haberse interpuesto excepciones el juez 

debe resolver antes de emitir el auto de saneamiento, porque al declarar la excepción 

fundada el proceso llegara a su fin. Mediante el auto de saneamiento fija los puntos 

controvertidos y admite o rechaza los medios de prueba, cuando considere necesario 

la actuación de un medio probatorio fijará fecha y hora para la audiencia, el 

expediente es remitido al Ministerio Publico para que emita un dictamen, las partes 

de manera optativa donde exponen ante el juez sus alegatos finales y por último la 

expedición de la sentencia (Pisconte, 2015).  

2.2.1.3.5. Actos procesales formulados en el proceso  

2.2.1.3.5.1. Demanda 

2.2.1.3.5.1.1. Concepto 

Es el acto procesal de apertura del proceso judicial, una vez agotada la vía 

administrativa, la parte demandante, lo interpone en el plazo establecido en el 

artículo 17 de la Ley N° 27854, asimismo, éste acto debe contener los requisitos 

formales establecidos en el artículo 424 y 425 del Código Procesal Civil (López, 

2018).  

 

Constituye un acto procesal destinado a solicitar al órgano jurisdiccional la tutela de 

los derechos respecto a la pretensión planteada, debiéndose presentar de forma clara 

los presupuestos procesales: competencia de juez, capacidad de las partes y el 

cumplimiento de los requisitos de la demanda (Pacori, 2019). 

 

De igual manera Anacleto (2016), refiere que es un acto procesal por el cual los 

administrados, que se encuentran legitimados, con capacidad procesal una vez 

agotada la vía administrativa, acuden ante los tribunales de justicia, solicitando 

satisfagan su pretensión procesal a través de la sentencia. La demanda puede ser 
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modificada siempre y cuando, antes de la sentencia se produzcan nuevos hechos que 

tengan relación con el objeto del proceso. 

2.2.1.3.5.1.2. Plazo para interponer demanda 

De conformidad con el artículo 19 del Decreto Supremo 013-2008-JUS (derogado 

por el Decreto Supremo 011-2019-JUS), establece que el plazo para interponer la 

demanda será de 3 (tres) meses desde la notificación de las siguientes actuaciones 

impugnables: 1) los actos administrativos y cualquier otra declaración administrativa, 

2) la actuación material que no se sustenta en acto administrativo, 3) la actuación 

material de ejecución de actos administrativos que transgrede principios o normas del 

ordenamiento jurídico, 4) las actuaciones u omisiones de la administración pública 

respecto de la validez, eficacia, ejecución o interpretación de los contratos de la 

administración con excepción de los casos en que es obligatorio o se decida, 

conforme a ley, someter a conciliación o arbitraje la controversia y 5) las actuaciones 

administrativas sobre el personal dependiente al servicio de la administración pública 

(Congreso de la Republica, 2008b). 

 

Desde el punto de vista de Pisconte (2016) el administrado tiene expedito su derecho 

de acudir a la vía judicial por el plazo de 3 meses una vez que ha tomado 

conocimiento o ha sido notificado del acto administrativo, asimismo, la 

administración puede realizarlo cuando considere que el acto administrativo, es nulo, 

puede hacer de oficio o la nulidad judicial de oficio, en el caso de realizar la nulidad 

de oficio, el superior jerárquico tiene un año para resolver y en el caso de la nulidad 

judicial de oficio lo puede realizar a los 2 años siguientes a contar desde la fecha en 

que prescribió la facultad de declarar la nulidad en sede administrativa, además, 

cuando el administrado puede interponer la demanda, cuando la entidad ha omitido 

en pronunciarse la norma no estipula un plazo para poder iniciar o interponer la 

demanda. 
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2.2.1.3.5.1.3. Requisitos 

La demanda contencioso administrativo debe contener la designación del juzgado 

ante quien se interpone con el fin de verificar la competencia, la identificación del 

demandante, demandado, petitorio; indicando el acto o los actos administrativos cuya 

nulidad se solicita, en base a los hechos enumerados de forma clara y precisa, los 

fundamentos de derecho, por lo general son de puro derecho, de poder establecerse el 

monto del petitorio, la indicación de la vía procedimental, así como los medios 

probatorios y firma del demandante y abogado (Congreso de la República, 1993). 

 

En el proceso estudiado, el demandante una vez agotada la vía administrativa 

mediante el silencio administrativo negativo, recurre, al proceso judicial, 

interponiendo la demanda, teniendo como pretensión se declare la nulidad del acto 

administrativo ficto impugnado, revocándose todos sus extremos, en consecuencia se 

declare fundada la solicitud de la pago de la suma S/ 493,349.00 la misma que 

corresponde al monto dejado de percibir por concepto de bonificación permanente 

por haber ejercido el cardo de responsabilidad directiva más los intereses, costas  

costos que proceso (expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

2.2.1.3.5.2. Admisibilidad 

2.2.1.3.5.2.1. Concepto 

Es el primer acto procesal emitido por el juez, mediante el cual da trámite a la 

demanda, tiendo por ofrecidos los medios probatorios, tiene como característica 

promover el inicio del proceso, y es el resultado de la evaluación de la demanda, 

donde el juez tuvo en cuenta el cumplimiento de todos los requisitos que la ley exige 

(Rioja, 2017). 

 

De acuerdo con Hurtado (2014), es un acto de la actividad jurisdiccional, personal e 

indelegable, donde el juez evaluó de manera válida la relación jurídica procesal  

donde el juez comprobó que se cumplió en la demanda los presupuestos procesales, 
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estos son: competencia, requisito de la demanda y capacidad procesal, de la misma 

formas los presupuestos procesales de fondo: legitimidad e interés para obrar.  

 

En el proceso contencioso administrativo el juez al admitir la demanda verifica que 

reúna los presupuestos procesales de artículo 426 y 427 del Código Procesal Civil y 

la primera disposición del Decreto Supremo 013-2008-JUS donde establece que:  

“Las demandas contra actuaciones de las Autoridades Administrativas de Trabajo, 

son competencia de los jueces especializados en materia laboral, siguiendo las 

reglas del proceso contencioso administrativo contenidas en la presente Ley” 

(actualmente derogado por el Decreto Supremo N° 011-2019-JUS publicado el 

04/05/2019), asimismo, mediante este acto procesal ordena  a la entidad demandada, 

la remisión de los actuados en el procedimiento administrativo, y por lo tanto se 

traslada la misma para ser contestada, el efecto que genera la admisión va hacer lo 

que determine la vía procedimental (López, 2018) 

2.2.1.3.5.2.2 Requisitos 

La demanda es admitida cuando, el documento presentado acredita que la vía 

administrativa ha sido agotada, al tratarse de la nulidad de acto administrativo, recae 

sobre la resolución administrativa impugnada, cuando se agota por el silencio 

administrativo, el documento idóneo es el recurso de apelación que no fue 

respondido en el plazo legal (Pacori, 2019). 

 

De conformidad con el artículo 20 del Decreto Supremo N° 013-2008-JUS TUO de 

la Ley N° 27584 (actualmente Decreto Supremo N° 11-2019-JUS), sin perjuicio de 

lo dispuesto por las reglas de admisibilidad que establece el Codigo Procesal Civil, 

son requisitos especiales: el documento que acredite fehacientemente el agotamiento 

de vía administrativa, salvo excepciones, como lo que se plantea en un proceso de 

lesividad (Anacleto, 2016). 
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2.2.1.3.5.3. Remisión del expediente administrativo 

Se encuentra regulado en el artículo 23 de la Ley N° 27584, del cual se coligue que 

el juez debe ordenar a la entidad administrativa, remita el expediente administrativo, 

en copias debidamente certificadas, de rehusarse, se procederá a multar de manera 

compulsiva y progresiva (Congreso de la República, 2008a). 

 

La importancia radica, en la verificación del juez de la actuación administrativa con 

la finalidad de ejercer el control jurídico, por lo que, se verifica los actos y 

diligencias, la existencia de actuaciones contrarios y la generación del silencio 

administrativo (Pacori, 2019). 

 

En el proceso estudiado, el juez admite la demanda sobre impugnación de 

resolución administrativa, debido a que el demandante, presento como medio 

probatorio el recurso de apelación interpuesto contra la resolución administrativa, 

que declaró infundada la solicitud respecto al pago de la bonificación diferencial 

permanente por haber ejercido el cargo de responsabilidad directiva, además los 

oficios que declararon admisible  el recurso mencionado, sin embargo, no  hubo 

pronunciamiento alguno de la administración (expediente Nº 05483-2013-0-1601-

JR-LA-01). 

 

En otras palabras, el juez al declarar admisible la demanda, demuestra que ha  

verificado el cumplimiento de los requisitos formales y de fondo, utilizando su 

criterio de razonabilidad apoyándose de los principios, específicamente del 

principio de favorecimiento del proceso. 

2.2.1.3.5.4. Excepción de prescripción extintiva  

2.2.1.3.5.4.1. Concepto 

Es una medio de defensa que tiene el demandado, y lo emplea con el fin de excluir, 

dilatar o enervar la acción que realiza el demandante, las excepciones tienen a alargar 
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el proceso, y el y se refieren a la forma, pueden ser planteadas, por incompetencia, 

litispendencia, demanda defectuosa, falta de capacidad legal, falta de personalidad, 

falta de personería, caducidad, prescripción, cosa juzgada y transacción. En cuanto a 

la prescripción, la eficacia procesal se pierde por el transcurso del tiempo y está 

regulada por el derecho sustantivo (Ventocilla, 2018). 

 

Para Fajardo (2018), por la prescripción extintiva, una persona pierde su acción de 

exigir ante los tribunales, determinados derechos  pese a que la obligación subsiste, 

el fundamento radica en la seguridad jurídica, garantizando que situación llegue a su 

fin, y no verse involucrado en litigios indefinidos. 

 

Como puede inferirse la excepción de prescripción extintiva es un acto procesal de 

oposición que establece el demandado con el fin de destruir la pretensión procesal, 

esto en virtud de demostrar que el plazo establecido para demandar, ya ha vencido. 

2.2.1.3.5.4.2. Efectos 

A juicio de Hinostroza (2018) si el juez declara infundada la excepción, expedirá el 

al auto de saneamiento del proceso, declarando la existencia de una relación jurídica 

procesal valida, por otro lado, si declara fundada la excepción una vez consentida se 

anula todo lo actuado y concluido el proceso sin pronunciarse sobre el fondo. 

 

En el proceso, el demandado, formula excepción de prescripción extintiva, 

argumentando  que el demandante tuvo expedito su derecho para solicitar el 

beneficio, desde año de 1999, sucede pues, que fue el último año que tuvo como 

encargatura la responsabilidad directiva, por lo que a la fecha de la solicitud 

administrativa habían transcurrido doce años, opera la prescripción conforme se 

encuentra establecido en el artículo 2001 inciso 3 del código civil (expediente Nº 

05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 
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2.2.1.3.5.5. Contestación de demanda 

2.2.1.3.5.5.1. Concepto 

Es el acto que realiza el demandado, donde puede negar las pretensiones, incorporar 

hechos que sirva como defensa, asimismo, puede ofrecer nuevos medios probatorios, 

pues actualmente el proceso contencioso administrativo no solo se revisa la actuación 

administrativa, sino también se tutela jurisdiccionalmente los derechos de ambas 

partes, por lo que el demandado tiene diversas posibilidades de  defensa (López, 

2018). 

 

Mediante este acto procesal el demandado reconoce o niega los hechos de la 

demanda, alegando lo que convenga a su derecho, pidiendo que se rechace la 

pretensión deducida por el demandante, esta conducida a solicitar al absolución 

procesal y/o material (Hinostroza, 2018). 

2.2.1.3.5.5.2. Requisitos 

Teniendo en cuenta a Hinostroza (2018), esos son: 

Formales: debe contener la confesión negativa de cada uno de los hechos expuestos 

en la demanda, caso contrario, el juez puede considerar que se ha reconocido la 

verdad en uno de los hechos, pronunciarse por la autenticidad de los documentos 

presentados así como exponer los hechos que fundamentan su defensa y ofrecer los 

medios probatorios necesarios. 

 

Materiales: las firmas del demandante o apoderado legal de ser el caso y abogado. 

 

En el proceso el demandado absuelve la demanda, argumentando que la 

interpretación efectuada por el demandante respecto a los artículos que refrieren 

sobre el pago de bonificación diferencial permanente, es errónea, pues la norma de 

manera literal prescribe que le corresponde el pago de dicho beneficio al servidor 
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público designado en el cargo de responsabilidad directa, sin embargo, de las 

resoluciones administrativas, el demandante desempeño el cargo, en calidad de 

encargado, por ende no le corresponde ser amparada la pretensión (expediente Nº 

05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

2.2.1.3.5.6. Saneamiento procesal 

2.2.1.3.5.6.1. Concepto 

Es una institución orientada a determinar la pretensión en base a la normativa 

vigente, eliminado cualquier tipo de incertidumbre, entonces, a través de este acto se 

fija los cimientos para seguir un debido proceso y tener claro que controversia. Por 

ende, se fija la relación jurídica procesal (Saavedra, 2017). 

 

A juicio de López (2018) el juez en esta etapa realiza un análisis exhaustivo del 

proceso, el Decreto Supremo N°013-2008-JUS, señala que una vez contestado la 

demanda, el juez expide al auto de saneamiento donde declara la existencia de una 

relación jurídico procesa, o la nulidad y por ende la conclusión del proceso por 

invalidez precisando los efectos, o de ser subsanable el plazo en el cual puede 

hacerlo. 

 

De igual forma Anacleto (2016) por medio de este auto el juez declara que no existe 

defecto alguno que pueda invalidar el proceso, tal es así, que permite conocer de 

manera clara cuales son las pretensiones por las cuales el juez debe pronunciarse en 

la sentencia. 

2.2.1.3.5.6.2. Los puntos controvertidos  

Son fijados para que las pretensiones propuestas sean debidamente analizadas y se 

evidencie los fundamentos de hecho y de derecho en la sentencia, tiene como fin no 

transgredir el principio de congruencia y por lo tanto resolver conforme lo solicitan 

las partes, para ser fijados se debe tener previamente en cuenta la relación jurídica 
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sustantiva, el conflicto de intereses y la incertidumbre jurídica. Al cumplirse todo lo 

antes mencionados, la consecuencia lógica de la fijación de los puntos controvertidos 

es consecuencia de un estricto filtro (Saavedra, 2017). 

 

Es de suma importancia debido a que, el juez utilizando los actos procesales: 

demanda y contestación de demanda determina la controversia, con el fin de resolver 

cada una de ellas (Pisconte, 2015). 

 

Identificación de los puntos controvertidos en el caso concreto 

El juez de fija como puntos controvertidos: 

a) Determinar si procede declarar la nulidad de la resolución por denegatoria ficta 

que resuelve declarar infundada el recurso de apelación formulado contra la 

resolución Nº 624-OA-G-RALL-ESSALUD-2011, que declara infundada la solicitud 

sobre el pago de la bonificación diferencial por trabajo desempeñado en cargo de 

responsabilidad directiva, de conformidad con lo establecido en el artículo 53ª del 

Decreto Legislativo 276, concordante con el artículo 124 del Decreto Supremo Nº 

005-90-PCM al haber ejercido el cargo de responsabilidad directiva. b) Determinar si 

como consecuencia de ellos se debe ordenar a la entidad demandada expida nueva 

resolución administrativa, disponiendo el pago de la suma de S/ 493,349.00 nuevos 

soles el mismo que corresponde al monto total dejado de percibir por dicho concepto 

desde el momento que se adquirió el derecho a la bonificación solicitada hasta la 

actualidad, más los intereses de legales, costas y costos, que genera el proceso 

(expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

2.2.1.3.5.6.3. Admisión o rechazo de medios probatorios 

De igual forma mediante este acto procesal se evalúan los medios probatorios que 

ambas partes ofrecen para resolver el conflicto de intereses, necesarios para el 

proceso (Pisconte, 2015). 
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El juez declara la existencia de una relación jurídica procesal, las excepciones que 

se produjeran deberán ser resueltas, fija los puntos controvertidos, admisión o 

rechazo de medio de prueba, y remite los actuados al Ministerio Publico para 

emisión del dictamen. 

 

En el caso concreto; el saneamiento se efectuó al calificar el ultimo escrito de 

contestación de la demanda, en donde se determinó la existencia de una relación 

jurídica procesal válida entre la parte demandante y demanda, como la competencia 

del juez, asimismo, se atendió la excepción de prescripción extintiva,  respecto al 

cual se declaró infundada por las siguientes razones: el demandante se encuentra con 

vínculo laboral vigente con la entidad demanda es por ello que no corresponde 

aplicar la prescripción regulada en el artículo 2001 del Código Civil. Además 

determinó los puntos controvertidos, los  que serán tratados más adelante. Respecto a 

las pruebas como son documentales se tuvo por actuadas, se prescindió de la 

audiencia de pruebas, y dispuso la remisión al Ministerio para el dictamen fiscal  

(expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

2.2.1.3.5.7. Intervención del Ministerio Público  

2.2.1.3.5.7.1. Concepto 

El artículo 16 del TUO de la Ley 27584, Ley del Proceso Contencioso 

Administrativo estipula lo siguiente: el Ministerio Publico interviene de la siguiente 

manera: 1. Como dictaminador, antes de la expedición de la resolución final y en 

casación. En este caso, vencido el plazo de 15 días para emitir dictamen, devolverá el 

expediente con o sin el dictamen, bajo responsabilidad funcional. 2. Como parte, 

cuando se trate de intereses difusos, de conformidad con las leyes de la materia. 

Cuando el Ministerio Publico intervenga como dictaminador, el órgano jurisdiccional 

le notificará obligatoriamente con la resolución que pone fin a la instancia o con la 

que resuelva la casación, según sea el caso (Congreso de la República, 2008b). 
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El Ministerio Publico es un sujeto que interviene en el proceso contencioso 

administrativo, ya sea como parte o como dictaminador, la ley establece que antes de 

emitir sentencia el juez debe contar con la opinión por parte de esta entidad estatal 

(Macedo, 2018). 

2.2.1.3.5.7.2. Atribuciones del Ministerio Público 

Por su parte Anacleto (2016) sostiene que el Ministerio Público interviene como 

dictaminador, antes de que el órgano jurisdiccional emita resolución final, como 

parte, cuando se trata de intereses difusos. Por lo que, es relevante afirmar que 

cuando interviene como dictaminador el juzgado notificara de manera obligatoria 

emita pronunciamiento.  

2.2.1.3.5.7.3. Dictamen fiscal 

Pisconte (2015) considera que, el fiscal debe pronunciarse sobre dos aspectos: 1) el 

debido proceso, respetando los plazos, derechos de las partes, obra la relación 

jurídica. 2) en la parte resolutiva se pronuncia sobre el fondo, opinando sobre la 

procedencia o no de la demanda.  

 

En el proceso, el Ministerio Público, emitió dos pronunciamientos mediante 

Dictamen Nº 667-2014 y Dictamen Nº 731-2015, en ambos documentos opina que se 

declare fundada la pretensión debido a que por el principio de primacía de la realidad 

es irrelevante la denominación que se consignó para ejercer el cargo de 

responsabilidad directiva por lo tanto le corresponde el pago de la bonificación 

solicitada, por ende se declare nula la resolución administrativa ficta y se emita 

nuevo pronunciamiento, sin embargo, con respecto a la solicita del pago se S/ 

493,349.00 nuevo soles, se declare improcedente debido a que el monto será 

calculado al momento de ejecutar la demanda (expediente Nº 05483-2013-0-1601-

JR-LA-01). 
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2.2.1.4. La prueba 

2.2.1.4.1. Concepto 

La prueba en el lenguaje común se usa como comprobación de la verdad de una 

proposición, sin embargo, la verificación de la proposición es el procedimiento 

empleado por ende, la prueba no solo son los hechos sino las afirmaciones las cuales 

no se conocen pero se comprueban. El conocimiento de un hecho por parte del juez 

no se puede tener pero percibe mediante los sentidos, para ello, las partes se afianza 

de diversos medio para lograrlos, documentales, testimoniales, etc (Carnelutti 2018). 

 

Cárdenas (2018) conceptualiza a las pruebas en dos sentidos: amplio y estricto. El 

primero refiere a que son medios útiles que permiten conocer cómo se desarrollaron 

los hechos o circunstancias, de esta manera el juez conoce la realidad. En sentido 

estricto de estos se extraen los hechos, con el fin de resolver el conflicto presentado. 

Asimismo, hace referencia que se debe diferenciar entre prueba, fuente de prueba y 

objeto. La prueba es el procedimiento que sirve para acreditar las acciones que se 

afirman, el medio de prueba viene hacer el instrumento que permite probar el hecho 

y el objeto son los acontecimientos. 

 

A través de la prueba una persona ejerce su derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, 

puede defender, rebatir, acreditar su pretensión. Las partes procesales deberán 

acreditar todo lo que expresen en el proceso, contradecir los argumentos formulados 

por la parte contraria, ofrecer oportunamente los medios probatorios. Es por lo tanto, 

el derecho a la prueba en todo procedimiento inherente a la persona por tratarse de un 

derecho fundamental (Coronado, 2017). 

 

El Tribunal Constitucional se ha pronunciado al respecto considerando a la prueba 

como un derecho fundamental que protege la constitución, y está contenido de 

manera implícita en el derecho al debido proceso, por lo que, las partes procesales 

tienen como garantía presentar los medios probatorios necesarios para defender sus 
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argumentos y demostrar  la veracidad de los mismos, sin embargo, tiene sus 

restricciones debido a que no puedes ir en contra de otros derechos fundamentales, es 

por ello, que las pruebas presentadas tienen que estar dentro de los límites de la 

constitución y las leyes (Sentencia del Tribunal Constitucional, expediente Nº 4831-

2005-PCH/TC). 

2.2.1.4.2. Carga de la prueba 

Le corresponde a quien afirma los hechos, probar que su pretensión debe ser 

amparada, o quien los contradice alegar, asimismo, de ser insuficiente el juez en 

decisión motivada e inimpugnable puede ordenar la actuación de medios probatorios 

adicionales (Pacori, 2019). 

Es el conjunto de reglas en el juicio que le señala al magistrado de manera cómo 

resolver en aquellos casos que omiten o hay pruebas insuficientes, por lo que, 

implica reglas de conducta de las partes quienes son los interesados en probar los 

hechos. En el proceso contencioso administrativo, se aplica de manera supletoria el 

artículo 196 del Código Procesal Civil, y este dispone, quien afirma los hechos debe 

probarlo (Pisconte, 2015). 

2.2.1.4.3. Sistema de valoración probatoria 

Cárdenas (2018) desarrolla los siguientes: 

2.2.1.4.3.1. Sistema de tarifa legal de las pruebas o de prueba tasada 

Aquí desarrolla la prueba plena utilizada hace años, por la cual, por si sola 

demostraba que la veracidad de los hechos, por ende, el juez debería declara fundada 

la pretensión y otras que requería utilizar determinados instrumentos como son la 

prueba testimonial. 
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2.2.1.4.3.2. Sistema de la libre apreciación por el juez 

Actualmente inconstitucional debido a que el juez solo basaba su decisión en las 

pruebas que a su criterio consideraba apropiadas. Actualmente las decisiones que 

toma deben estar debidamente fundamentadas en base a los medios probatorios 

presentados por las partes. 

2.2.1.4.3.3. Sistema de la sana critica 

Denominada también como la prueba racional, debido a que el juez exterioriza una 

decisión basada en los medios probatorios presentados por las partes, es decir realiza 

una valorización de cada una de ellas, que a través de las reglas de la lógica y las 

máximas de la experiencia, emite un pronunciamiento, poniendo fin al proceso. 

2.2.1.4.4. La actividad probatoria  en el proceso contencioso administrativo 

Los administrados ofrecen pruebas de puro derecho, siendo suficiente el expediente 

administrativo, tampoco está limitado el derecho, siempre y cuando estas hayan sido 

actuadas en sede administrativa, es por ello, que el expediente es el medio de prueba 

esencial (Pacori, 2019). 

 

Lo medios de prueba son considerados lo actuado dentro del procedimiento 

administrativo, esta regla general remite a los actuados por el administrado 

demandante y las actuaciones de la entidad, los recursos impugnatorios, resolución 

expedida por la administración y la solicitud, todos esos tramiten forma parte del 

expediente administrativo, esto permite que la pretensión sea restringida, pues el 

demandante no puede alegar hechos que no fueron vistos o discutidos en la vía 

administrativa, sin embargo, puede hacerlo cuando son nuevos hechos que hayan 

sido conocidos con posterioridad al proceso (Pisconte, 2015). 

 

De igual manera Monzón (2012), considera que la actividad probatoria se restringe a 

los hechos recogidos en el procedimiento administrativo, de tratarse de incorporar 
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nuevas pruebas están deben tener como base hechos ocurridos durante el proceso 

administrativo, en consecuencia, por el principio de congruencia, no serán admitidos, 

nuevas pruebas con pretensiones no solicitadas en sede administrativa. 

 

2.2.1.4.5. Las pruebas en las sentencias examinadas 

2.2.1.4.5.1. Documentos 

Es todo escrito u objeto que sirve para acreditar un hecho, pueden ser los escritos 

públicos o privados que contengan o representen una actividad humana o el resultado 

de sus acciones. Estamos ante documentos privados cuando no tienen característica 

de ser públicos, es decir, no fue otorgado por funcionario público, tampoco escritura 

pública y no fue otorgado por leyes especiales, tendrá el mismo valor de públicos 

aquellas copias que se encuentran certificadas por fedatario de la institución que 

conserve la matriz (Cárdenas, 2018). 

Es susceptible de ser percibida por lo sentidos y sirve para ilustrar  comprobar un 

hecho alegado, de ahí que, es el objeto hecho de cualquier material  

2.2.1.4.5.1.1. Documentos actuados en el proceso 

Por parte del demandante: a) Copia de la boleta de pago. c) Resolución de 

Dirección Ejecutiva N°916-DE-IPSS-93, de fecha 24 de setiembre de 1993. d) 

Resolución de Gerencia General N°1825-GG-IPSS-96, de fecha 20 de diciembre de 

1996. e) Resolución de Gerencia General N° 512-GG-IPSS-97, de fecha 02 de mayo 

de 1997.  f) Resolución de Gerencia General N° 281-GG-IPSS-98, de fecha 16 de 

marzo de 1998. g) Resolución de Gerencia General N° 591-GG-ESSALUD-99, de 

fecha 11 de junio de 1999, en todas estas se resuelve encargar al demandante ejercer 

el cargo de responsabilidad directiva en diversos centros de salud, desde el año 1992 

hasta 1999, renovándose cada periodo presupuestal, además, solicitud de 

bonificación diferencial, con el cual el administrado solicitó el  pago de la 

bonificación diferencial, por haber ejercido el cargo de responsabilidad directiva, la 
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Resolución N° 624-OA-G-RALL-ESSALUD-2011, de fecha 10 de agosto de 2011, 

resolución administrativa que declara infundada la solicitud, recurso de apelación 

administrativo y Oficio Nº 10158-2012-SERVIR/TC, que admite el mencionado 

recurso (expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

 

Por parte del demandante: presento el expediente administrativo Nº 16879-2911-

SERVIR/TC, donde se encuentra todas las actuaciones administrativas (expediente 

Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

2.2.1.5. Sentencia 

2.2.1.5.1. Concepto 

Es aquel acto procesal más importante por excelencia, pues el juez emite un juicio,  

dando conformidad o inconformidad de la pretensión. Los órganos jurisdiccionales 

tienen esta potestad (Ventocilla, 2018). 

 

A juicio de Rioja (2017), es el acto más trascendental, por el cual se declara un 

derecho mediante la aplicación de una determinada norma resolviendo así un 

conflicto de intereses, en ella se resuelven las pretensiones planteadas, en la demanda 

y contestación, es por ello, que refleja todo lo que las partes pudieron aportar, de ahí 

la necesidad de conocer de manera doctrinaria y jurisprudencial determinada materia, 

pues se constituye en material indispensable para el juez al momento de desarrollar 

su resolución final. 

 

Pone fin al proceso es por ello que se encuentre dentro de las resoluciones 

ordenatorias, deben contener un pronunciamiento preciso y motivado solucionando 

el conflicto, el juez cumple con resolver las pretensiones planteadas por las partes y 

garantiza que el titular reciba su derecho conforme a ley por lo que el magistrado 

mediante un proceso critico basado en medios probatorios, con limitación en la 

constitución y las leyes aplicables resuelve (Ledesma, 2015). 
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Para Vásquez (2014), es concluyente y decisivo pues resuelve un conflicto de 

intereses los límites que tiene que encuentra en las pretensiones planteadas y 

despliega sus efectos a través de la cosa juzgada, pues imposibilita, que se oponga o 

contradiga la decisión jurisdiccional. 

 

Es un decisión fundamentada que pone fin al proceso basada en argumentos que 

permiten justificar la decisión del órgano jurisdiccional, por ende, se debe conocer 

los hechos materia de conflicto y calificarlos de acuerdo a la normativa aplicable. El 

contenido mínimo de éstas son la materia, el antecedente procesales, la motivación 

sobre hechos y sobre derecho (León, 2008). 

 

Es un acto procesal, que se dicta en un proceso judicial, con el fin de resolver un 

conflicto de intereses, es de especial relevancia, pues no solo implica resolver bajo 

una operación lógica, sino que el juez debe y tiene que valorar las pruebas apoyadas 

en las máximas de la experiencia llegando hacer una garantía para las partes que 

intervienen. Los efectos, que transmite, va a depender de la condición que tenga, 

cuando hablamos de cosa juzgada la condición que tiene es definitivo no puede ser 

alterada por ninguna autoridad, ni revisado posteriormente y es aplicable de manera 

obligatoria a quien se encuentra involucrado en el proceso. 

2.2.1.5.2. Requisitos 

Para Ventocilla (2018) los siguientes requisitos son:  

- Lugar, tiempo, identificación de las partes procesal, el objeto y naturaleza del 

asunto. 

- Hechos de la demanda, y contestación, reconvención y excepciones de manera 

resumida y las partes más relevantes  

- Los fundamentos de  hechos que están sujetos a prueba y han sido valorados para 

emitir el fallo 
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- Los fundamentos de derecho, donde el juez expone doctrina y fundamentos que se 

aplican al caso, esto ayuda al razonamiento y entendimiento de todas las partes 

procesales 

- En la resolución está obligado a citar las leyes aplicables: aquí el juez debe tener en 

cuenta el principio de congruencia es decir la sentencia tiene que estar referida a las 

partes en el juicio, recaer sobre el objeto reclamado, pronunciarse sobre a causa 

invocada, el derecho que tienen los litigantes, separar las cuestiones procesales, y en 

caso especial de condena el pago de frutos, intereses, daños y perjuicios. 

 

Al respecto Rioja (2017) agrega que la sentencia tiene dos requisitos, formales y 

materiales, entre los formales se tiene:  

1. La indicación del lugar y fecha en la que se expide. 

2. El número de resolución que le corresponde en el expediente judicial. 

3. Los puntos que serán resueltos, así como la fundamentación de hecho y derecho 

aplicables al caso. 

4. La expresión clara de los puntos controvertidos, de no subsumir al caso concreto 

determinada normal es juez a su criterio aplicara la norma respectiva. 

5. El plazo de cumplimiento. 

6. Condena de costas y costos, multas, exoneración de apago. 

7. Suscrición de juez y auxiliar 

 

En cuanto a los materiales indica lo siguiente: 

1) Principio de congruencia: Por este principio la sentencia debe ser coherente con 

las pretensiones formuladas, pruebas, manifestaciones etc. De lo contrario las partes 

están legitimadas a plantear los medio impugnatorios previstos en el proceso. 

2) Exhaustividad: Por este principio el magistrado el juez debe pronunciarse sobre 

todas las pretensiones, rechazándolas, declarándolas infundadas, inadmisibles o 

improcedentes  

 3) Motivación: para que exista, tiene que el juzgador pronunciarse de manera lógica 

y razonada, valorando los medios probatorios, asimismo, la motivación  comprende 
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una motivación de hecho y derecho. La expedición de la sentencia debidamente 

motivada constituye un debido proceso. 

2.2.1.5.3. Clases 

Para Rioja (2017) son las siguientes: 

2.2.1.5.3.1. Declarativas 

En este tipo de sentencia el pronunciamiento del juez no genera un cambio social, 

debido a que este preexistió a la sentencia, tan solo declara la situación jurídica. 

Ejemplo: la declaración de propiedad por prescripción, nulidad, falsedad, 

reconocimiento de la paternidad.  

 

Rivero (2019) define como objeto la pura declaración de la existencia de un derecho 

y no vas allá pues busca superar el estado de incertidumbre, se declara la existencia, 

inexistencia, alcance o modalidad de un derecho a partir de una situación invocada 

por las partes, siendo imprescindible que la tutela acredite la existencia de una 

controversia. La sentencia meramente declarativa tiene eficacia retroactiva y no 

requiere de ejecución forzada en tanto la tutela se satisface con su mero 

pronunciamiento, sin embargo, de ser necesaria requiere la realización de actos de 

cumplimiento complementarios  que hagan viable la tutela concedida,  por lo que 

produce eficacia de cosa juzgada tanto de naturaleza negativa como positivaPor la 

naturaleza propia se esta sentencia se señala que para ser expedida debe cumplir con 

los siguientes requisitos: a) El objeto de declaración solo puede ser un derecho, 

relación, o situación jurídica concreta y actual, susceptible de ser resuelto a través de 

un proceso, es decir el objeto sea concreto pues no puede recaer en situaciones 

hipotéticas o futuras sino una controversia actual, está encaminado a generar efectos 

jurídicos, en los casos contra la administración es común pues se busque declarar un 

determinado atributo aplicable o no al administrado. b) Exista la incertidumbre 

jurídica, o falta de certeza sobre determinada situación, pues de esta manera con la 

sentencia declarativa se declara con certeza la existencia de una determinada 



43 

 

situación jurídica, sin violar o lesionar derechos basta que exista incertidumbre o 

falta de certeza sobre los mismo. La incertidumbre es el presupuesto clave y debe ser 

objetiva y actual, derivar de acciones y omisiones en contra del demandado y es una 

clara amenaza a la vulneración de un derecho del demandante, siendo indispensable 

el pronunciamiento jurisdiccional. c) La existencia de una necesidad que requiera del 

pronunciamiento judicial, es lo más difícil de determinar, pues el interés debe ser 

legítimo jurídicamente que justifique la necesidad de protección, y sin la declaración 

judicial de la certeza del daño el actor se encuentre desprotegido, por lo que se 

deberá acreditar.  d) la inexistencia de otros medios que actúen como caracteres 

subsidiario o que en otra vía se la más adecuada, debido a que, de existir otra vía el 

juez debe declarar inadmisible o improcedente puesto que tiene carácter de 

subsidiario la acción que busca que se declare la existencia de un derecho.  

 

La sentencia declarativa tiene efecto retroactivo hasta el momento en el que se ha 

producido la violación del derecho motivo de pretensión, limita a declarar la 

existencia de formalidades legales y procesales, busca el reconocimiento de un 

derecho a partir de una situación de hecho, es decir el contenido abstracto de una 

ley se convierte en una decisión. 

 

En el caso concreto las sentencias expedidas son de tipo declarativas, pues se 

resuelve primera instancia declara fundada en parte la demandada, en consecuencia 

se declara nula la resolución administrativa ficta que deniega la solicitud del 

demandante “administrado” disponiendo que se emita nueva resolución 

administrativa, por lo tanto, los efectos que generó quedan nulos, desde la fecha que 

se emitió (expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

2.2.1.5.3.2. Constitutiva 

A través de esta sentencia se modifica, crea o extingue una relación jurídica, sus 

efectos son de actuación inmediata, antes de la expedición de ésta el estado jurídico 



44 

 

no existía, por ende su sola emisión rige hacia el futuro genera un cambio, y ello trae 

como consecuencia que a esta nueva relación jurídica se aplique normas distintas. 

2.2.1.5.3.3. De condena  

La parte resolutiva, contienen una condena que puede ser: dar, hacer o no hacer. La 

sentencia sirve de título ejecutivo, debido a que tiene que ejecutarse obligando al 

demandado, a realizar determinada prestación. Declara un derecho y a la vez la vía 

para el cumplimiento del fallo. 

 

Por otro lado, Anacleto (2016) establece la clasificación de la siguiente manera:  

 

Por el fin que persigue: puede ser, sentencias declarativas; cuando se limita a 

constatar, fijar o expresar una situación jurídica; constitutiva;  cuando el demandante 

se limita a solicitar se declaré nulo un acto administrativo, respecto a las de condena 

cuando las pretensiones refieren a indemnizar el daño causado 

 

El contenido: aquellas que entran al fondo sea estimatoria o desestimatoria y las que 

no entran al fondo, cuando declaran inadmisible por la falta de un requisito procesal. 

 

Los efectos procesales: pueden ser firmes o no firmes, ambos casos guarda relación 

con los medios impugnatorias que pueden formularse.  

2.2.1.5.4. Estructura 

Desde la perspectiva de Rioja (2017) la sentencia presenta la parte expositiva, 

considerativa y resolutiva, al respecto amplio de la siguiente forma:  

2.2.1.5.4.1. Expositiva 

Esta parte se encuentra la individualización de las partes debidamente identificados, 

las pretensiones del demandante y del demandado, principales actos del proceso, 

puntos controvertidos, saneamiento, audiencia de pruebas de existir en el caso.  
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Aquí el juez describe aspectos relevantes que servirán de sustento para aplicar la 

normativa que se desarrollara en la parte considerativa. 

2.2.1.5.4.2. Considerativa 

Se encuentra la motivación que está conformada por los fundamentos de hecho y 

derecho, asimismo. Las normas, artículos, jurisprudencia aplicable al caso debe ser 

pertinente adecuándose a los hechos.  

2.2.1.5.4.3. Resolutiva 

 Se encuentra la sintonización de los argumentos expuestos en la parte considerativa, 

considera que es la parte más importante del proceso, pues evidencia el resultado del 

proceso cognitivo del juez, tienen como límite las normas aplicables, la constitución, 

jurisprudencia vinculante, etc. 

 

En relación a la estructura también se encontró la opinión de diversos autores: 

 

Lara (citado por Atienza, 2013)  afirma que: 

“(…) el enfoque argumentativo del derecho busca esencialmente mejorar la 

práctica argumentativa de los operadores jurídicos, la pregunta que debemos 

hacernos es la siguiente: ¿Qué tipo de estructura de las sentencias sugiere este 

enfoque? (…) una estructura que permita al lector entender cómo fue que se 

acometió el problema, como se plantearon las tesis principales de la 

resolución y que razones se dieron para ello (…) para intentar concretizar este 

enunciado abstracto, me permito proponer los siguientes principios: a) 

Principio de precisión de los hechos  (…)b) Principio de delimitación  (…) c) 

Principio de economía de las sentencias  (…) d) Principio de coherencia 

interna (…) e) Principio de claridad (…)”. 

 

En la parte considerativa destaca la aplicación del principio de motivación, como 

deber constitucionalmente protegido para resolver conflicto de intereses mediante el 
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ejercicio procesal coherente, lógico y racional del juez, con los medios probatorios, 

sustentados por las partes (Monroy, 2017). 

2.2.1.5.5. La motivación en la sentencia 

2.2.1.5.5.1. Para la doctrina 

Las motivación en decisiones judiciales son producto de la aplicación de la 

normativa a los hechos ocurridos, su relación tiene que ser coherente, y explicar con 

claridad y exactitud la decisión, caso contrario, se vulnerar,  el principio y derecho de 

la función jurisdiccional, que consiste en motivar las decisiones judiciales excepto 

decreto de mero trámite (Encinas, 2018). 

 

Por su parte Grandez (2017) explica que el artículo 5 de la Constitución Política del 

Perú, establece que la motivación es un principio y derecho de la función 

jurisdiccional, la debida motivación en resoluciones judiciales que procedan de 

instancias, excepto los decretos con mención expresa de ley y los fundamentos de 

hecho. El juez motiva las resoluciones judiciales evita decisiones arbitrarias, 

garantiza la dignidad de las personas como el respeto de sus derechos fundamentales.  

 

A juicio de Hurtado (2014) la motivación es un elemento de mayor realce en el 

debido proceso, es por ello que debe contener fundamentos de hecho y de derecho, 

aplicada de manera correcta cumpliendo con las reglas de la lógica, es decir, 

argumentos universales que sean válidos para el caso concreto y otros, eficientes y 

suficientes. 

 

Es garantía para hacer efectivo los derechos fundamentales y una prevención contra 

las decisiones arbitrarias. Por lo que se requiere que se desarrolle niveles de 

exigencia en la calidad de las sentencias siguiendo pautas objetivas o de 

razonabilidad para impartir justicia. (Capelleti, 2010, p. 103) 
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La motivación es la justificación racional que hace el juez de los medios probatorios, 

la doctrina, jurisprudencia con el fin de justificar su decisión,  la falta de ésta 

implica arbitrariedad, por lo tanto responsabilidad, es la manifestación de la 

seguridad jurídica al momento de ser publicitada, la población que ejercerá control, 

sobre los argumentos facticos aplicados al caso en concordancia con los 

fundamentos de derecho utilizados y evidencia el sometimiento de los órganos 

jurisdiccionales a las leyes. 

2.2.1.5.5.2. Para la jurisprudencia 

La exigencia de motivación de las resoluciones judiciales, este es uno de los 

contenidos esenciales del derecho al debido proceso es el derecho de obtener de los 

órganos judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las 

pretensiones oportunamente deducidas por las partes en cualquier clase de procesos, 

lo que es acorde con el inciso 5 del artículo 139 de la Constitución. La necesidad de 

que las resoluciones judiciales sean motivadas es un principio que informa el 

ejercicio de la función jurisdiccional y, al mismo tiempo, un derecho constitucional 

de los justiciables. Mediante ella, por un lado, se garantiza que la administración de 

justicia se lleve a cabo de conformidad con la Constitución y las leyes (artículos 45° 

y 138° de la Constitución) y, por otro, que los justiciables puedan ejercer de manera 

efectiva su derecho de defensa (Sentencia del Tribunal Constitucional, expediente Nº 

0896-2009-PHC/TC). 

2.2.1.5.5.3. Motivación de los hechos 

En el caso, el demandante solicita la nulidad de la resolución administrativa ficta, 

debido a que el procedimiento administrativo culminó mediante el silencio 

administrativo, busca que se le otorgue la beneficio de recibir bonificación 

diferencial permanente, la motivación de los hechos fue en base a lo siguiente: El 

demandante es servidor público nombrado activo desde 1987; después de varios años 

1992 hasta 1999, se desempeñó, como responsable de diversos centros de salud, en 

calidad de director, esto en mérito a diversas resoluciones administrativas que le 
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encargaron desempeñar dicha función. Por lo que el juez desarrolla estos supuestos 

facticos de manera resumida: el demandante tiene la condición de servidor público, 

designado para desempeñar cargos de responsabilidad directiva, y lo ejerció por las 

de cinco años o más de tres de manera proporcional la referida bonificación 

(expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

2.2.1.5.5.4. Motivación de derecho 

En el proceso el juez utilizó la siguiente base normativa para fundamentar conforme 

el derecho:  

Primero, el artículo 148 de la Constitución y el artículo 1 del TUO del Proceso 

Contencioso Administrativo, para ejercer el control jurídico de las actuaciones 

administrativas, y hacer efectiva la tutela jurisdiccional del demandante. Segundo, el 

artículo 5 del Decreto Supremo Nº 013-2008-JUS respecto a la pretensión de la 

demanda pues se encuentra amparado en la normativa solicitar la nulidad de la 

resolución administrativa ficta. Tercero, el juez acoge el artículo 53 del Decreto 

Legislativo Nº 276 y el artículo 124 del Decreto Supremo Nº 005-90 PCM, con 

respecto al pago de bonificación diferencial, el cual tiene como objeto compensar a 

un servidor de carrera por el desempeño de un cargo que imple responsabilidad 

directiva asimismo sustenta en que esta bonificación corresponde de manera 

permanente cuando ejerció el cargo por más de 5 años y de manera proporcional 

cuando cuenten con más de tres año, por lo que, realiza una interpretación 

sistemática con los informes de servir y otorga de manera proporcional. Cuarto, 

aplico el principio de la realidad para aclarar que el cargo directivo cumplió con 

todas las características de una designación, porque sería aplicable la norma ante 

mencionada. Finalmente el artículo 50 del Decreto Supremo 013-2008-JUS, respecto 

al pago de costas y costos debido a que la naturaleza de este proceso no es 

concerniente dichos pagos (expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 
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2.2.1.5.6. Principio de congruencia  

2.2.1.5.6.1. Concepto 

Es la adecuación entre las peticiones de las partes y la resolución, está orientado a 

delimitar las facultas resolutorias de los órganos jurisdiccionales, esto implica que el 

juez se limite a resolver lo peticionado, existiendo coherencia en lo resuelto (Gaceta 

Jurídica, 2011) 

2.2.1.5.6.2. Elementos 

 Gaceta Jurídica (2011), los elementos que determinan la congruencia son: 

• Las pretensiones: el pronunciamiento de una o todas cuando se ha producido 

acumulación, de aquellas introductorias, verificar que no fueron introducidas 

pretensiones extemporáneas. 

• Es la parte dispositiva o fallo donde se encuentra la máxima expresión del 

fallo y por otro lado, la dimensión de la motivación justificando su decisión, 

si el juez se aparta incurrirá en un vicio de incongruencia  

 

Constituye una garantía, pues delimita la controversia y evita sentencias retorcidas, 

asimismo puede flexibilizarse pues la participación del juez es más activa en 

comparación con otros procesos, en consecuencia puede  pronunciarse más allá de lo 

solicitado cuando considere necesario con el fin de tutelar los derechos e intereses de 

los administrados, teniendo como límite "la delimitación de la controversia efectuada 

por el juez y sometido a contradictorio". Sin embargo, éste principio se ve 

desvirtuado cuando los jueces aplican e interpretan el derecho, primero porque ven la 

ley de manera rígida la cual debe aplicarse porque fue emitida por  el órgano 

competente  mediante el procedimiento regular y segundo por la denominada "teoría 

de la creación jurisprudencial del Derecho", donde el juez en vez de aplicar la leyes, 

comienza a crearlas bajo esta denominación. Es común verificar en los procesos 

contenciosos administrativos los actos administrativos, dictados en un procedimiento 

administrativo son revisados y declarados nulos, en el caso de la impugnación de una 
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resolución administrativo, asimismo reconozcan determinados derechos, además de 

ser el caso el juez puede dictar medidas necesarios para proveer la tutela 

jurisdiccional, es ahí donde, el principio de congruencia aflora, para que las medidas 

necesarias que tome el juez, no afecten derechos de terceros (Monzón, 2012). 

2.2.1.5.7. Máximas de la experiencia 

Son enunciados generales que han pasado de ser hechos probatorios a hechos 

considerados probados, sirven como instrumentos para formular hipótesis, brindan al 

juez diversos criterios de carácter cognoscitivo para poder llegar a una conclusión de 

verdad o falsedad, sin embargo, no hay confirmación científica o emperica solo es 

una pretendida experiencia de carácter general no tiene estatus lógico (Atienza, 

2013). 

2.2.1.5.8. Patologías de la motivación 

El Tribunal Constitucional, plantea que la debida motivación se limita en los 

siguientes aspectos: 1) Inexistencia de motivación o motivación aparente: no existe 

justificación para tomar determinada decisión. Sus argumentos no guardan estrecha 

relación con los hechos expuestos y solo es un mero trámite. 2) Falta de motivación 

interna del razonamiento: los argumentos expuestos carecen de coherencia, y se 

evidencia que la decisión tomada ha sido sujeta a presunciones inválidas. 3) 

Deficiencias en la motivación externa: cuando la idea o afirmación que se da por 

cierta no ha sido analizada con los fundamentos facticos, por lo tanto la decisión es 

deficiente. 4) La motivación insuficiente: se evidencia cuando, se exponen razones 

mínimas para decidir, es decir no cumple con detallar cada una ellas con su 

fundamento de hecho y derecho. 5) La motivación sustancialmente incongruente: 

cuando las pretensiones no han sido contestadas o son alteradas genera indefensión. 

6) Motivaciones cualificadas: las decisiones de rechazo de demanda, y además que 

afecte a un derecho fundamental requieren una justificación especial (Sentencia del 

Tribunal Constitucional, expediente Nº 3943-2006-PA/TC). 

. 
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2.2.1.5.9. Criterios aplicables para la elaboración de una sentencia  

En la opinión de León (2008) una sentencia debe evidenciar lo siguiente:  

2.2.1.5.9.1. Orden 

Las resoluciones judiciales son productos de un proceso donde el juzgador analizo el 

problema y llego a conclusiones puntuales, estas deben ser transmitidas a los 

involucrados, de manera que su estructura demuestre de manera clara lo que se 

pretende resolver, es por ello que, el orden es esencial para argumentar y decidir. 

2.2.1.5.9.2. Claridad 

Evitar el uso de expresiones técnicas o lenguas extranjeras difíciles de entender, pues 

los efectos son para las partes que usan un lenguaje coloquial. El fin es que el 

receptor del mensaje comprenda y pueda explicarlo más adelante 

2.2.1.5.9.3. Fortaleza 

Las resoluciones judiciales deben ser muestra del respeto a la constitución, y las 

normas jurídicas aplicadas al caso, donde el juez desarrolla la motivación en base a 

los argumentos facticos y de derecho, de manera clara, pues razones confusas 

generan arbitrariedad. 

2.2.1.5.9.4. Suficiencia 

Las razones argumentadas son suficientes para tomar la decisión, sin embargo, la 

mayoría de decisiones son insuficientes porque se repiten argumentos innecesarios.  

2.2.1.5.9.5. Coherencia 

La no contradicción entre argumentos planteados en las resoluciones judiciales, en 

sede nacional no es un problema serio pues de la revisión de varias resoluciones 

judiciales, muestran coherencia. 
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2.2.1.5.9.6. Diagramación 

Por este criterio se supone que las resoluciones judiciales deben tener el suficiente 

espacio entre líneas para ser leído con facilidad, el respeto por los signos de 

puntuación, sin embargo, en sede nacional es un problema que aflige, pues muchas 

son confusas y poco amigables. 

2.2.1.5.10. Criterios que determinan una buena calidad en las decisiones 

judiciales 

El Consejo Nacional de la Magistratura (2014), establece que las decisiones 

judiciales, deben cumplir con los requisitos establecidos por ley sin embargo no es 

suficiente que estas decisiones se encuentren ordenadas se requiere que se motiven 

según los parámetros estipulados en las leyes, para ello se debe tomar en cuenta los 

siguientes criterios generales: 

2.2.1.5.10.1. Evaluación de la comprensión jurídica del problema 

Las decisiones de los órganos jurisdiccionales, deben exponerse de manera breve y 

clara debiendo cumplir con realizar una motivación suficiente, es decir analizar lo 

más relevante como la pretensión, hechos controvertidos o alegaciones jurídicas de 

las partes, evitar redundar y frases innecesarias, asimismo, evitar cometer errores 

gramaticales y de puntuación, y tener cuidado con la construcción de oraciones, pues 

se encontró caso que se redactan párrafos innecesarios y sin sentido, por lo que en el 

aspecto formal deben tener coherencia cada enunciado. La comprensión jurídica 

entonces comprende en evidenciarse los aspectos formales antes mencionados en un 

lenguaje coloquial e identificar el problema, el cual se pretende resolver pues va a 

depender de la magnitud de este para argumentar jurídicamente. En cuando a los 

pronunciamientos de un recurso impugnatorio, se deben respetar la fijación de los 

agravios con el fin de responder cada uno de ellos. 
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2.2.1.5.10.2. Evaluación de la coherencia lógica y solidez de la argumentación 

Los principios lógicos deben ser respetados en toda resolución, dictamen o 

disposición que emita los órganos jurisdiccionales, donde se evidencia coherencia 

lógica de las premisas fácticas y normativas aplicables al caso. La síntesis que realiza 

el juez del problema deberá reflejar los fundamentos de hecho que fueron causa para 

identificar la norma aplicable, por ende, se debe respetar el razonamiento deductivo, 

inductivo y de abducción. Es importante reflejar que el problema será resuelto 

respetando el debido proceso y la tutela judicial efectiva, los argumentos sólidos que 

se expidan en la sentencia deben cumplir con el principio de completitud, ser 

suficiente, sin extenderse en argumentación farragosa o redundante. 

2.2.1.5.10.3. Evaluación de la congruencia procesal 

Cuando se verifica que hubo una pronunciación de todas las pretensiones o 

imputaciones, realizas por las partes, en la resolución del conflicto, pues las 

pretensiones materiales se transforman en procesales. 

2.2.1.5.10.4. Evaluación de la fundamentación jurídica y manejo de la 

jurisprudencia 

Se debe evitar referirse a citas doctrinarias y jurisprudencias innecesarias pues no 

pueden guardar relación con el problema planteado, la doctrina y jurisprudencia no 

debe reemplazar los argumentos propios del magistrado, lo sustancial es evaluar, 

interpretar y aplicar la disposición legal pertinente  

2.2.1.5.11. La sentencia en la Ley N° 27584  

2.2.1.5.11.1. Regulación 

Se encuentra regulado en el artículo 41 del TUO de la Ley 27584, Decreto Supremo 

N° 013-2008-JUS JUS (actualmente decreto supremo N° 11-2019-JUS), en la norma 

referida se encontró lo siguiente: En la sentencia que resuelva la impugnación de una 
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resolución administrativa puede encontrarse: 1) Nulidad, total o parcial o ineficacia 

del acto administrativo impugnado, de acuerdo a lo demandado. 2) El 

restablecimiento o reconocimiento de una situación jurídica individualizada y la 

adopción de cuantas medidas sean necesarias para el restablecimiento o 

reconocimiento de la situación jurídica lesionada, aun cuando no haya sido 

pretendidas en la demanda. 3) La cesación de la actuación material que no se sustente 

en acto administrativo y la adopción de cuanta medida sea necesaria para obtener la 

efectividad de la sentencia, sin perjuicio de poner en conocimiento del Ministerio 

Publico el incumplimiento para el inicio del proceso penal correspondiente y la 

determinación de los daños y perjuicios que resulten de dicho incumplimiento. 4) El 

plazo en el que la administración debe cumplir con realizar una determinada 

actuación a ala que está obligada, sin perjuicio de poner en conocimiento del 

Ministerio Publico el incumplimiento para el inicio del proceso penal 

correspondiente y la determinación de los daños y perjuicios que resulten de dicho 

incumplimiento. 5) El monto de la indemnización por los daños y perjuicios 

ocasionado (Congreso de la República, 2008b). 

2.2.1.5.11.2. Concepto 

Pacori (2019) es el acto procesal por el cual el órgano jurisdiccional, resuelve 

conflictos de intereses entre los administrados y el Estado, es por ello que el juez no 

puede resolver inhibiéndose debido a que existen etapas donde se supera las 

condiciones de acción y presupuestos procesales.  

 

Anacleto (2016), refiere que a través de ésta se reconoce la validez o declara la 

nulidad del acto administrativo, sin embargo, en otros casos se puede encontrar 

condena para la autoridad demandada y satisface la tutela jurisdiccional efectiva. 

 

Pisconte (2015), la sentencia en el proceso contencioso administrativo, en un inicio 

solo declaraba valido, nulo e ineficacia un acto administrativo sin pronunciarse por el 
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fondo, sin embargo, esto fue cambiando, hoy en día, los órganos jurisdiccionales se 

pronuncian sobre el fondo otorgando el derecho al administrado. 

2.2.1.6. Los medios impugnatorios  

2.2.1.6.1. Concepto 

Cárdenas (2018) refiere que son mecanismos procesales que permiten objetar, rebatir 

o contradecir, actos procesales que emiten el órgano jurisdiccional, es realizado por 

cualquiera de las partes o los terceros legitimados, están orientados a revisar con el 

fin de corregir vicios o actos, y los pueden interponer los que se sientes perjudicados.  

 

Hinojosa (2015), opina que son actos procesales de parte que se realiza frente a una 

resolución impugnable, la parte que lo presente pide que se aplique la ley a su favor, 

cuestionan la legalidad de la resolución emitida persiguiendo se revoque, y se 

produzca la firmeza de resoluciones. Busca reparar los vicios padecidos, la nulidad o 

inexistencia de la sentencia y para que procedan deben tener los siguientes 

caracteres: 1) actuación de parte. 2) impugnación de resoluciones. 3) resoluciones 

procedentes de órganos judiciales. 4) resoluciones procesales. 5) falta de firmeza de 

las resoluciones impugnadas. 6) la impugnación de la resolución como objeto del 

recurso. 7) el perjuicio del recurrente. 8) carácter no autónomo del recurso. 

 

Son medios que permiten contradecir la decisión del juez, cuando es contrario a los 

intereses de las partes, se fundamenta en el error y agravio de la decisión es así que 

llegan a ser medios procesales que evalúan la juricidad de la decisión. 

2.2.1.6.2. Clases 

En el proceso contencioso administrativo, proceden como un instrumentos donde las 

partes del proceso pueden solicitar al superior jerárquico incluso el misma instancia, 

reexamine o revise todo el proceso, con el fin que revoque la decisión (Macedo, 

2018). 
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De conformidad con el artículo 32 de la Ley 27584, concordante con el artículo 35 

del TUO de la Ley 27584, Decreto Supremo Nº 013-2008-JUS, los medios 

impugnatorios en el proceso contencioso administrativo son: recurso de reposición, 

apelación, casación y recurso de queja. Sobre el recurso de apelación procederá ante 

sentencias, con excepción de las expedidas en revisión y los autos, exceptos los 

establecidos por ley (Congreso de la República, 2008a). 

2.2.1.6.3. Medio impugnatorio formulado en el proceso  

2.2.1.6.3.1. Recurso de apelación 

2.2.1.6.3.1.1. Concepto 

A través de este proceso se materializa el principio de doble instancia, debido que 

hace viable la revisión de una resolución emitida por un juez, por un órgano superior, 

quien debe evaluar, examinar, la resolución impugnada pronunciándose así por todos 

los puntos que las partes han considerado merecen ser analizadas por esa instancia, 

es por ello, que el recurso tiene como exigencia la indicación del error de hecho o de 

los agravios (Cárdenas, 2018). 

 

El  objeto es que el superior jerárquico examine la resolución que produce agravio a 

una de las partes, con el fin que se anule, revoque total o parcialmente, tiene de 

manera intrínseca el de nulidad, solo en los casos que lo vicios estén referidos a la 

formalidad de la resolución impugnada, puede ser concedida con efecto suspendido y 

con calidad de diferida (Gaceta Jurídica, 2011). 

2.2.1.6.3.1.2. Efectos 

Para Cárdenas (2018), se conceden con dos efectos: 
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2.2.1.6.3.1.2.1. Con efecto suspensivo 

Se suspende la ejecución de la sentencia, hasta que órgano superior resuelva el 

recurso, es por ello que una vez concedido este recurso será elevado a sala para que 

resuelva. 

2.2.1.6.3.1.2.2. Sin efecto suspensivo 

La eficacia de la resolución que ha sido impugnada se mantiene por lo tanto si al 

resolver se emitió con un mandato ejecutable, este se realiza. 

 

En el proceso se interpuso el recurso de apelación, contra la sentencia emitida en 

primera instancia, efectuado por la parte demandada, los argumentos vertidos en la 

fundamentación fue la aplicación errónea del artículo 53 del Decreto Legislativo 276 

y art. 12 del Decreto Supremo 005-90-PCM; respecto a que el demandante se le 

encargo desempeñar el cargo de director mediante encargatura, por lo que no le 

corresponde el beneficio, debido a que la norma expresa que se le otorga aquellos 

designados en el cargo, fue concedido con efecto suspensivo y elevado a sala 

(expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 
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2.2.2. SUSTANTIVAS  

2.2.2.1 Acto administrativo 

2.2.2.1.1. Concepto 

Es el resultado de un procedimiento regulado por la Ley, emitido por la 

administración de manera unilateral y que afecta derechos, deberes e intereses de 

particulares, se encuentran reguladas dentro del marco del derecho públicos, lo 

integran las resoluciones y disposiciones verbales o escritas, ordenes, decretos, 

instrucciones (Guzmán, 2013) 

 

Morón (2011) considera que  es el resultado de un proceso de exteriorización de la 

voluntad de las entidades que tienen la condición de hacerlo, poderes del estado, e 

incluso entidades no estatales como son las empresas privadas que realizan servicios 

o funciones públicas, está destinado a producir efectos jurídicos externos, es decir, la 

entidad crea, reconoce, modifica, transforma y cancela, intereses, obligaciones y 

derechos de los administrados, quienes actúan como sujetos pasivos. 

 

Se puede señalar que el acto administrativo genera efectos jurídicos, puede crear, 

modificar, o extinguir derechos sea a favor o en contra de los administrados. Debe 

ser dictado por una autoridad administrativa competente revestido de facultades 

expresamente declaradas, asimismo, todo acto administrativo, es posible de ser 

controlado por una autoridad jurisdiccional en lo contenciosos administrativo. 

2.2.2.1.2. Elementos 

2.2.2.1.2.1. Requisitos esenciales de validez 

Son aquello esenciales, que de faltar o estar viciados provocan la invalidez del acto, 

retrotrayendo toda la situación anterior a la emisión del acto (Guzmán, 2016). 
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De acuerdo con Morón (2011) el acto administrativo es válido cuando ha sido 

dictado por el órgano competente cumpliendo con los requisitos de validez, surte 

efectos cuando ha sido notificado por lo tanto tiene la presunción de valido. 

Según el artículo 3 de la Ley 27444: 

2.2.2.1.2.1.1. Competencia 

Es la atribución otorgada a la administración pública para realizar sus fines de interés 

público, teniendo potestad a través de disposiciones jurídicas, asume diversos 

criterios: 1) por la materia, esto se enfoca en la división del trabajo, donde por 

determinados rubros se designa a determinado órgano administrativo conocer el caso. 

2) por alcance territorial, es el espacio físico donde se proyecta la competencia de 

administración como poder público. 3) por razón de grado, que depende de la 

posición del órgano en línea jerarquizada. 4) por tiempo, es decir, el alcance temporal 

para ejercer sus atribuciones conferidas por ley. 5) por cuantía, la capacidad de la 

administración de tratar determinados casos por parámetros económicos previamente 

estipulados (Huamán, 2019). 

 

Desde la posición de Guzmán (2016), la competencia, son las facultades que tienen 

los órganos administrativos para conocer un determinado caso: a) Por el territorio: es 

el ámbito espacial de la aplicación de la normativa vigente. Se vincula a las 

divisiones administrativas del territorio del estado. b) Por la materia: actividades o 

tareas que de manera legítima pueden realizar los órganos encargados. Por el 

principio de especialidad solo pueden actuar los órganos cumpliendo sus fines 

designados. c) Por el grado: existe un órgano supremo ante el cual se subordinan 

otros órganos de rango inferior. d) Por el tiempo: el ámbito temporal en el cual es 

legítimo el ejercicio de la función administrativa. 

 

Para Vera (2013) la competencia son atribuciones que tiene una autoridad 

administrativa de manera originaria cuando la ley lo faculta o derivada, por 
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delegación, avocación o sustitución. Por lo que es la aptitud para actuar en razón de 

lugar, materia, grado, cuantía y/o tiempo. 

2.2.2.1.2.1.2. Objeto o contenido  

Se centra en la identificación de aquello, que se va a decidir, vinculándose con los 

hechos existentes, es decir, que al ser emitido el acto administrativo, por existir un 

hecho, este va a desplegar todos sus efectos generando eficacia y ejecutoriedad 

administrativa. El objeto tiene que estar contenido en el orden jurídico, es así, como 

la administración evalúa lo que requiere el administrado mediante análisis que 

implique la relación con el aspecto jurídico de manera que evita en el futuro 

pronunciarse sobre inconsistencias y pueda ser declaro invalido (Huamán, 2019). 

 

Tal como expresa Danos (2010), el objeto es lo que se decide respecto a una 

determinada materia, se presume válido, pues está sujeto al principio de validez de 

los actos administrativos. Ahora bien, el contenido del acto administrativo, produce 

efectos jurídicos, los cuales pueden ser constitución, regulación, extinción, etc.  

 

En la opinión de Guzmán (2013) es el pronunciamiento de la autoridad 

administrativo, recae sobre objetos que son física y jurídicamente posibles, tal es así 

que, exista y no sea ilícito al ordenamiento jurídico. Asimismo, lo que resuelva debe 

estar amparado por el principio de congruencia. 

2.2.2.1.2.1.3. Finalidad pública 

La decisión por parte de administración está orientada a ser de interés público, en 

donde, se puede evaluar la actuación realizada, siendo el fin determinado o típico 

ajustado al ordenamiento jurídico, por lo que, no se basa en decisiones personales de 

la administración sino que se encuentran fijados en la obra legislativa y constituye 

una herramienta que habilita el cumplimiento del interés personal (Huamán, 2019).  

La administración pública al dictar un acto administrativo, debe estar sujeto a normas 

de derecho público por lo que tiene efectos jurídicos al ser emitido por el órgano 
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competente bajo un procedimiento establecido en la normativa vigente, es decir, la 

finalidad debe ser coherente con el interés público pues importa en la medida que 

permite fiscalizar  los actos administrativos dictados (Morón, 2015) 

2.2.2.1.2.1.4. Motivación  

Se concentra en requerir que la administración se justifique mediante razonas las 

decisiones que le llevaron a emitir un determinado acto administrativo, obedece a dos 

razones fundamentales, la primera permite deslindar la discrecionalidad de la 

arbitrariedad y segunda genera garantía en la defensa  de los administrados. La 

motivación debe ser expresa mediante una relación concreta y especifica de los 

hechos probados en el caso, y la exposición de los fundamentos jurídicos (Huamán, 

2019). 

 

La motivación contiene los fundamentos de hecho y derecho que sustenta la decisión 

administrativa, resulta ser uno de los compones principales pues se controla la 

función de la administración y permite que los administrados conozcan los 

fundamentos y presupuestos que dieron lugar a la resolución  a efectos de ejecutar el 

acto o interponer recursos administrativos (Guzmán, 2016).  

 

Como expresa León  (2015) uno de los principios del procedimiento administrativo 

es el principio al debido proceso, este último está estrechamente relacionado al 

derecho que tiene el administrado en recibir un acto administrativo debidamente 

motivado, la inobservancia de esto acarrea la nulidad y por ende arbitrariedad. 

Resalta que, los actos administrativos que tengan repercusiones negativas en el 

administrado, la autoridad competente debe expresar en su pronunciamiento un 

análisis meticuloso y reflexivo teniendo en  cuentas las razones de hecho y derecho. 

Es necesario precisar que se considera una falta administrativa que la autoridad y 

personal al servicio de las entidades, sin importar el régimen laboral o contractual, en 

un procedimiento administrativo a su cargo resuelva un determinado caso, sin 



62 

 

motivación suficiente, será sancionado administrativamente (amonestación, 

suspensión, cese o destitución). 

 

El Tribunal Constitucional opina que el derecho a la motivación de las resoluciones 

administrativas es de especial relevancia causa certeza, garantía para todo 

administrado que se emitió un pronunciamiento donde el juez aplico el razonamiento 

jurídico explícito entre los hechos y las leyes (Sentencia del Tribunal Constitucional, 

expediente N° 0091-2005-PA/TC). 

 

2.2.2.1.2.1.5. Procedimiento regular 

Son los pasos que se realizan previos a la emisión del acto administrativo conocido 

como procedimiento administrativo, sometidos al principio de legalidad y el debido 

proceso, es decir emitido de conformidad con el ordenamiento jurídico en base a la 

constitución asimismo, aplicar la norma específica en sede administrativa (Guzmán, 

2016). 

2.2.2.1.2.2. Elementos no esenciales 

Para Guzman (2016) su ausencia no afecta la validez del acto, siendo posible la 

conservación, entre estos encontramos lo siguiente: 

2.2.2.1.2.2.1. La causa  

Son los antecedentes o circunstancias que se dieron  antes de emitirse el acto, y son 

considerados por la administración al momento de motivar la resolución. 

2.2.2.1.2.2.2. La forma 

Se refiere al momento en el cual el administrado toma conocimiento, cumple una 

función de garantía, al ser escrito, fechado y firmado por la autoridad emisora, 
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excepcionalmente, cabe la admisión del acto de manera verbal, cuando se trata de 

actividad limitatoria. 

2.2.2.1.2.2.3. Modalidad 

Los actos administrativos admiten modalidad, de condición, modo y término, 

siempre y cuando sean compatibles con el ordenamiento legal. Por eso, los efectos 

jurídicos se sujetan a la ocurrencia de un evento determinado, futuro e incierto, el 

modo implica la obligatoriedad en el cumplimiento por parte del administrado, y el 

plazo sujeta a un hecho futuro pero cierto. 

2.2.2.1.3. Características  

Fernández (2016) considera los siguientes: 

2.2.2.1.3.1. La presunción de legalidad 

También denominado presunción de validez o pretensión de legitimidad, porque fue 

emitido conforme al derecho y es así que sus efectos son legítimos y obligan al 

administrado 

2.2.2.1.3.2. Ejecutoriedad 

Es obligatorio o exigible dando la facultad a la administración de ejecutar 

coactivamente cuando sea necesario esto genera eficacia en los actos.  

2.2.2.1.3.3. Estabilidad 

Es irrevocable por haber sido expedido por el órgano competente, haberse notificado 

al administrado. Mientras no sea revocado por el órgano jurisdiccional. 
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2.2.2.1.3.4. Impugnabilidad  

Es objeto de impugnación cuando el interesado se siente inconforme con la decisión 

emitida por la administración, sin embargo, esto no le quita su estabilidad porque fue 

emitido con los requisitos de validez. 

2.2.2.1.4. Legalidad, firmeza y ejecutoria 

Los actos administrativos se presumen válidos y por ende obligatorio, salvo que 

hayan sido declarados nulos en la vía contenciosa administrativa, debido a que 

fueron emitidos de acuerdo con la normativa vigente, bajo el procedimiento 

administrativo y fue dictada por parte de la institución competente. Cuando se 

interpone algún recurso administrativo, este al momento de ser resuelto y en el plazo 

correspondiente sin acudir a la vía judicial, queda firme y puede ejecutarse.  

2.2.2.1.5. Clases  

Morón (2014) considera la siguiente clasificación 

2.2.2.1.5.1. Según los destinatarios 

 Se subdivide en actos generales y actos individuales los primeros van dirigidos a una 

pluralidad de sujetos  de derecho que se han formado debido a las circunstancias 

similares que genera el acto, mientras que los actos individuales tiene el carácter de 

particular y los sujetos a quien va dirigida se encuentran debidamente identificados.  

2.2.2.1.5.2. Según su contenido 

Cuando el acto pone fin al proceso administrativo, es un acto definitivo, en cambio 

los actos de trámite tienen el carácter de preparatorio o instrumental al procedimiento 

administrativo. Asimismo son impugnables los actos definitivos que ponen fin a la 

instancia en cambio los actos de tramite no son susceptibles de ser impugnados. 
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2.2.2.1.5.3. Según la forma de exteriorización de la declaración 

Se encuentran los actos expresos, tácitos e implícitos, el criterio diferenciador es la 

forma o como como se documenta y se da a conocer por lo general estas deben ser 

expresas y formales para ser reconocible y aceptable por terceros por lo que su 

principal forma de documentación de los actos administrativos es de carácter escrito. 

2.2.2.1.5.4. Según su impugnabilidad 

Son los actos impugnables, consentidos y firmes. El acto no es firme cuando puede 

ser sujeto de impugnación a través de recursos administrativos, por lo que, puede ser 

cuestionado además por vía judicial, por el contrario, el acto firme es inimpugnable.  

2.2.2.1.5.5. Según su contenido de situaciones jurídicas 

Se encuentran en esta clasificación los constitutivos y meramente declarativos. El 

primero refiere que crean, modifican o extinguen relaciones jurídicas invocando la 

situación anterior, y las declarativas verifican o constata la fuerza de una certeza 

jurídica de un hecho o derecho. 

2.2.2.1.5.6. Según su funcionalidad en el procedimiento administrativo 

Puede ser actos de incoación, instrucción, ordenación, intimación, resolución y 

ejecución. Por los actos de incoación, se refiere a abrir el procedimiento con el objeto 

de tutela el interés público procede a instancia de parte, por otro lado los actos de 

instrucción que va dirigida por la autoridad a acopiar elementos necesarios para 

decidir el derecho aplicable al caso. Los actos de ordenación son conjuntos de 

decisiones en el procedimiento se desarrolla de acuerdo a ley. Con respecto a los 

actos de intimación son aquellos que restringen la libertad del administrado. Los 

actos resolutorios también denominados definitivos se identifican con el término de 

la resolución y los de ejecución con los que la autoridad emite con la finalidad que en 

la práctica se realicen. 
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2.2.2.1.5.7. Según su forma de producción  

Pueden ser individuales o en masa, la legislación ha previsto que las autoridades 

puedan utilizar formulas tecnológicas que permite resolver los casos similares bajo la 

misma forma, por medio de esta forma no se lesionan las garantías de los 

administrados, como el debido proceso. 

2.2.2.1.5.8. Según el órgano que emanan 

Pueden ser unipersonal o colegiado, cuando se trata del primero es denominado 

resolución o decisión administrativa mientras que de tratarse del segundo adopta el 

nombre de acuerdo. 

2.2.2.1.5.9. Según el número de órganos intervinientes 

Se encuentran los actos simples y complejos. El primero refiere a la emisión del acto 

por una sola instancia y los complejos son aquello que proviene del concurso de dos 

o más órganos administrativos. 

2.2.2.1.5.10. Originarios y confirmatorios 

Los originarios son formales porque fueron emitidos por la autoridad competente, y 

son confirmatorios cuando la administración reitera el contenido de un acto 

administrativo anterior. Es útil para establecer la impugnabilidad de estos actos 

confirmatorios. 

 

2.2.2.1.6. Silencio administrativo negativo  

2.2.2.1.6.1. Concepto 

Se produce cuando la administración incumple con emitir una resolución y tiene las 

siguientes características: opera por mera decisión particular, es una ficción de 

efectos procesales, no genera un acto administrativo, aun cuando opere el silencio 
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negativo, la administración mantiene la obligación de resolver, bajo responsabilidad, 

hasta que se le notifique que el asunto ha sido sometido a conocimiento de una 

autoridad jurisdiccional o el administrado haya hecho uso de los recursos 

administrativos respectivos (Vera, 2013).  

2.2.2.1.6.2. Efectos 

Habilita al administrado la interposición de recursos administrativos o de acciones 

judiciales que corresponda si la autoridad administrativa no se ha pronuncia do en el 

plazo establecido por lo tanto la administración mantiene la obligación de resolver 

bajo responsabilidad (Guzmán, 2016). 

2.2.2.1.6.3. Resolución ficta denegatoria 

Anacleto (2016), refiere que esta figura se considera cuando transcurre el término 

previsto en la ley para que la administración resuelva alguna instancia o petición  

promovida por cuestiones reales o concretas sin que la autoridad emita resolución.  

 

Por otro lado Guzmán (2016), afirma que la resolución ficta se configura de manera 

automática, cuando la administración, no responde ante un recurso administrativo, es 

un acto presunto, por ejemplo, opera cuando el recurso de apelación no es resuelto en 

los tribunales de contrataciones del Estado. 

 

En el proceso examinado, la terminación del procedimiento administrativo, fue a 

través del silencio administrativo negativo, debido a que el administrado 

(demandante) interpone recurso de apelación a la Resolución N° 624-OA-G-RALL-

ESSALUD-2011, de fecha 10 de agosto de 2011, que declara infundada su solicitud, 

debiendo elevarse los actuados al Tribunal del Servicio Civil, sin embargo, mediante 

la Ley 29951 se determina que el Tribunal del Servicio Civil, no es competente para 

conocer y resolver los recursos de apelación en materia de pago de retribuciones, por 

lo que los recurrente pueden optar por acogerse al silencio administrativo negativo y 
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recurrir al poder judicial, mediante una acción contencioso administrativo 

(expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01). 

2.2.2.1.7. Acto administrativo relacionado al caso en estudio 

En el presente caso el “administrado” solicita que la autoridad administrativa le 

otorgue una bonificación diferencial por haber ejercido el cargo de director en 

diversos centros de salud, en mérito a distintas resoluciones administrativa. Por lo 

que su desempeño en el cargo de director fue por un tiempo de 4 años (Exp. Nº 

05483-2013-0-1601-JR-LA-01), esta solicitud fue declarada infundada, ante ello el 

administrado apelo, sin embargo, pese haber sido admitido su recurso de apelación 

no fue resulto debido a que, el Tribunal Servil, no se pronunció al respecto, por lo 

que el administrado, se acoge al silencio administrativo y acude a la vía 

jurisdiccional. 

2.2.2.1.8. Decreto Legislativo N° 276, Ley de Bases de la Carrera Administrativa 

 El Decreto Legislativo N° 276, contiene los derechos de los servidores públicos que 

prestan servicios a la administración pública y se encuentra el mérito y tiempo para 

ingresar a la carrera pública, asimismo, ascender. Por lo tanto el régimen público 

tiene como base este decreto legislativo. Según el título preliminar de la ley de bases 

se considera carrera pública al conjunto de principios, normas y proceso que regulan 

los derechos y deberes que corresponden al servidor público, el cual es un ciudadano 

que labora para la Administración pública, mediante contrato o de manera 

permanente, de acuerdo a ley, realizando un trabajo digno que le permita desarrollar 

su personalidad y es funcionario público quien es elegido o designado como 

autoridad competente (Congreso de la República, 1984).  

2.2.2.1.8.1. Bonificación 

Prevista en el artículo 53 del Decreto Legislativo N° 276, el cual señala: que la 

bonificación diferencial sirva para compensar al servidor de carrera por el 

desempeño como director; este artículo es concordante con el artículo 124 del 
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Decreto Supremo N° 005-90-PCM (Reglamento de la Carrera Administrativa),  

donde se estipula que el servidor que haya ejercicio el cargo de director por más de 

5 años percibirá de modo permanente la bonificación correspondientes al finalizar 

la designación (Congreso de la República, 1984).  
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2.3. MARCO CONCEPTUAL 

Calidad. Conjunto de propiedades y características de un producto o servicio, que 

confiere su aptitud para satisfacer las necesidades dadas. (Instituto Alemán para la 

Normalización, DIN 55 350-11, 1979. Citado en: SO 9001 calidad. Sistemas de 

Gestión de Calidad según ISO 9000, 2013)  

Sentencia de calidad de rango muy alta 

Calificación asignada a la sentencia analizada, intensificando sus propiedades y el 

valor obtenido, por su tendencia a aproximarse al que corresponde a una sentencia 

ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014). 

 

Sentencia de calidad de rango alta 

Calificación asignada a la sentencia analizada, sin intensificar sus propiedades y el 

valor obtenido, no obstante, su aproximación, al que corresponde a una sentencia 

ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014). 

 

Sentencia de calidad de rango mediana 

 Calificación asignada a la sentencia analizada con propiedades intermedias, cuyo 

valor se ubica entre un mínimo y un máximo pre establecido para una sentencia ideal 

o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014). 

 

Sentencia de calidad de rango baja 

Calificación asignada a la sentencia analizada, sin intensificar sus propiedades y el 

valor obtenido, no obstante, su tendencia a alejarse, del que corresponde a una 

sentencia ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014). 

 

Sentencia de calidad de rango muy baja 

 Calificación asignada a la sentencia analizada, intensificando sus propiedades y el 

valor obtenido, por su tendencia a alejarse, del que corresponde a una sentencia ideal 

o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014).  
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III. HIPOTESIS 

3.1. Hipótesis general 

De conformidad con los procedimientos y parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales, previstos en la presente investigación, la calidad de las sentencias 

de primera y segunda instancia sobre impugnación de resolución administrativa, en 

el expediente N° 05483-2013-0-1601-JR-LA-01, del Distrito Judicial de La Libertad 

– Trujillo, ambos son de rango muy alta, respectivamente. 

 

3.1. Hipótesis general 

3.2.1. De conformidad con los procedimientos y parámetros normativos, doctrinarios 

y jurisprudenciales, previstos en la presente investigación, la calidad de la sentencia 

de primera instancia sobre impugnación de resolución administrativa, en el 

expediente seleccionado, en función de la calidad de su parte expositiva, 

considerativa y resolutiva, es de rango muy alta. 

 

3.2.2. De conformidad con los procedimientos y parámetros normativos, doctrinarios 

y jurisprudenciales, previstos en la presente investigación, la calidad de la sentencia 

segunda instancia sobre impugnación de resolución administrativa, en el expediente 

seleccionado, en función de la calidad de su parte expositiva, considerativa y 

resolutiva, es de rango muy alta. 
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IV. METODOLOGÍA 

4.1. Tipo y nivel de la investigación 

4.1.1.  Tipo de investigación. La investigación es de tipo cuantitativa – cualitativa 

(Mixta).  

Cuantitativa. La investigación se inició con el planteamiento del problema de 

investigación, delimitado y concreto; se ocupa de aspectos específicos externos del 

objeto de estudio y el marco teórico que orientó la investigación fue elaborado sobre 

la base de la revisión de la literatura (Hernández, Fernández & Baptista, 2010).  

El perfil cuantitativo, del estudio, se evidencia en el uso intenso de la revisión de la 

literatura; que facilitó la formulación del problema de investigación; los objetivos de 

la investigación; la operacionalización de la variable; la construcción del instrumento 

de recolección de datos; el procedimiento de recolección de datos y el análisis de los 

resultados.  

Cualitativa. La investigación se fundamentó en una perspectiva interpretativa está 

centrada en el entendimiento del significado de las acciones, sobre todo de lo 

humano (Hernández, Fernández & Baptista, 2010).  

El perfil cualitativo, del estudio, se evidenció en la recolección de datos; porque, la 

identificación de los indicadores de la variable existentes en el objeto de estudio 

(sentencia); fue viable aplicando a su vez, el análisis, además dicho objeto es un 

fenómeno, producto del accionar humano, quien opera al interior del proceso judicial 

en representación del Estado (Juez unipersonal o colegiado) quien(es) decide(n) 

sobre un conflicto de intereses de índole privado o público.  

Por lo tanto, la extracción de datos implicó interpretar las sentencias a efectos de 

alcanzar los resultados. Dicho logro, se evidenció en la realización de acciones 

sistemáticas: a) sumergirse en el contexto perteneciente a la sentencia (el proceso); 

para asegurar su revisión sistemática y exhaustiva, con el propósito de comprender su 

origen b) volver a sumergirse; en cada uno de los componentes del propio objeto de 
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estudio (sentencia); ingresando a cada uno de sus compartimentos, recorrerlos 

palmariamente para identificar los datos (indicadores de la variable).  

El perfil mixto, del estudio, se evidenció en la simultaneidad del recojo y análisis de 

los datos; porque necesariamente fueron simultáneas, y no, uno después del otro; a 

ésta experiencia se sumó el uso intenso de las bases teóricas (procesales y 

sustantivas); a efectos de asegurar la interpretación y comprensión del contenido de 

las sentencias. 

4.1.2.  Nivel de investigación 

El nivel de la investigación es exploratorio y descriptivo. 

Exploratoria. Se trata de un estudio que se aproximó y exploró contextos poco 

estudiados; dado que la revisión de la literatura reveló pocos estudios respecto del 

fenómeno propuesto; por lo tanto, la intención fue indagar nuevas perspectivas. 

(Hernández, Fernández & Baptista, 2010).   

El nivel exploratorio del estudio, se evidenció en varios aspectos de la investigación: 

en la búsqueda de antecedentes; estudios con metodología similares; líneas de 

investigación; siendo las más próximas los que se derivaron de la misma línea. 

Descriptiva. Se trata de un estudio que describe propiedades o características del 

objeto de estudio; en otros términos, la meta del investigador(a) consistió en describir 

el fenómeno; basada en la detección de características específicas. Además, la 

recolección de la información sobre la variable y sus componentes, se realizó de 

manera independiente y conjunta, para luego someterlos al análisis. (Hernández, 

Fernández & Baptista, 2010)  

En la investigación descriptiva, Mejía (2004) sostiene, que el fenómeno es sometido 

a un examen intenso, utilizando exhaustiva y permanentemente las bases teóricas 

para facilitar la identificación de las características existentes en él, para luego estar 

en condiciones de definir su perfil y arribar a la determinación de la variable.  
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El nivel descriptivo, del estudio, se evidenció en las siguientes etapas del trabajo: 1) 

en la selección de la unidad de análisis (expediente judicial); (Ver 4.3. de la 

metodología); y 2) en la recolección y análisis de los datos, establecidos en el 

instrumento; porque, está direccionado al hallazgo de características o propiedades 

existentes en el contenido de la sentencia, cuyos referentes son las exigencias para la 

elaboración de las sentencias, siendo las fuentes de naturaleza doctrinaria, normativa 

o jurisprudencial.  

 4.2. Diseño de la investigación 

No experimental. El estudio del fenómeno es conforme se manifestó en su contexto 

natural; en consecuencia, los datos reflejan la evolución natural de los eventos, ajeno 

a la voluntad del investigador (Hernández, Fernández & Baptista, 2010).  

Retrospectiva. La planificación y recolección de datos comprende un fenómeno 

ocurrido en el pasado (Hernández, Fernández & Baptista, 2010).  

Transversal. La recolección de datos para determinar la variable, proviene de un 

fenómeno cuya versión corresponde a un momento específico del desarrollo del 

tiempo (Supo, 2012; Hernández, Fernández & Baptista, 2010).  

En el presente estudio, no hubo manipulación de la variable; las técnicas de la 

observación y análisis de contenido se aplicaron al fenómeno (sentencia) en su 

estado normal; conforme se manifestó en la realidad. La única situación, protegida 

fue la identidad de los sujetos mencionados en el texto de la sentencia a quienes se 

les asignó un código de identificación para reservar y proteger la identidad (Ver 

punto 4.8 de la metodología). Asimismo, el perfil retrospectivo, se evidenció en las 

sentencias; porque, pertenecen a un contexto pasado. Finalmente, el aspecto 

transversal, se evidenció en la recolección de datos; porque, los datos son extraídos 

de una única versión del objeto de estudio, por su propia naturaleza se manifiesta 

solo por única vez en el transcurso del tiempo. 
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4.3. Unidad de análisis 

Conceptualmente, la unidad de análisis: “Son los elementos en los que recae la 

obtención de información y que deben de ser definidos con propiedad, es decir 

precisar, a quien o a quienes se va a aplicar la muestra para efectos de obtener la 

información”. (Centty, 2006, p.69). 

La selección puede ser aplicando los procedimientos probabilísticos y los no 

probabilísticos. En el presente estudio se utilizó el procedimiento no probabilístico; 

es decir, “(…) no utilizan la ley del azar ni el cálculo de probabilidades (…). El 

muestreo no probabilístico asume varias formas: el muestreo por juicio o criterio del 

investigador, el muestreo por cuota y muestreo accidental (Arista, 1984; citado por 

Ñaupas, Mejía, Novoa, y Villagómez, 2013; p. 211).  

En este trabajo, la elección se realizó mediante muestreo no probabilístico; es decir a 

criterio del investigador (acorde a la línea de investigación). Que, según Casal y 

Mateu (2003) se denomina muestreo no probabilístico, llamado técnica por 

conveniencia; porque, es el mismo investigador quien establece las condiciones para 

seleccionar la unidad de análisis. 

En el presente estudio, la unidad de análisis está representada por un expediente 

judicial N° 05483-2013-0-1601-JR-LA-01, que trata sobre impugnación de 

resolución administrativa. 

La evidencia empírica del objeto de estudio;  son las sentencias que se insertan como 

anexo 1; su contenido no fue alterado en esencia, los únicos datos sustituidos son los 

que identifican a los sujetos mencionados en el texto de las sentencias, se les asignó 

un código para proteger su identidad y respetar el principio de reserva y protección a 

la intimidad (sean personas naturales y jurídicas mencionadas en el texto) los códigos 

son: A, B, C, etc., se aplican por cuestiones éticas y respeto a la dignidad. 

4.4. Definición y operacionalización de la variable e indicadores 

Respecto a la variable, en opinión de Centty (2006, p. 64): 
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“Las variables son características, atributos que permiten distinguir un 

hecho o fenómeno de otro (Persona, objeto, población, en general de un 

Objeto de Investigación o análisis), con la finalidad de poder ser analizados 

y cuantificados, las variables son un Recurso Metodológico, que el 

investigador utiliza para separar o aislar los partes del todo y tener la 

comodidad para poder manejarlas e implementarlas de manera adecuada”. 

En el presente trabajo la variable fue: la calidad de las sentencias de primera y 

segunda instancia. La calidad, según la Sociedad Americana para el Control de 

Calidad (A.S.Q.C.) es un conjunto características de un producto, servicio o proceso 

que le confieren su aptitud para satisfacer las necesidades del usuario o cliente 

(Universidad Nacional Abierta y a Distancia, s.f). 

En términos judiciales, una sentencia de calidad es aquella que evidencia poseer un 

conjunto de características o indicadores establecidos en fuentes que desarrollan su 

contenido. En el presente estudio, las fuentes de los cuales se extrajeron los criterios 

(llamados, también: indicadores o parámetros) están el instrumento de recolección de 

datos que se denomina: lista de cotejo, fueron extraídos de fuentes de tipo normativo, 

doctrinario y jurisprudencial. 

Respecto a los indicadores de la variable, Centty (2006, p. 66) expone: 

Son unidades empíricas de análisis más elementales por cuanto se deducen 

de las variables y ayudan a que estas empiecen a ser demostradas primero 

empíricamente y después como reflexión teórica; los indicadores facilitan la 

recolección de información, pero también demuestran la objetividad y 

veracidad de la información obtenida, de tal manera significan el eslabón 

principal entre las hipótesis, sus variables y su demostración. 

Por su parte, Ñaupas, Mejía, Novoa y Villagómez, (2013) refieren: “los indicadores 

son manifestaciones visibles u observables del fenómeno” (p. 162). 

En el presente trabajo, los indicadores son aspectos reconocibles en el contenido de 

las sentencias; específicamente exigencias o condiciones establecidas en la ley y la 

Constitución; los cuales son aspectos puntuales en los cuales las fuentes de tipo 
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normativo, doctrinario y jurisprudencial, consultados; coincidieron o tienen una 

estrecha aproximación.  

Asimismo; el número de indicadores para cada una de las sub dimensiones de la 

variable solo fueron cinco, esto fue, para facilitar el manejo de la metodología 

diseñada para el presente estudio; además, dicha condición contribuyó a delimitar en 

cinco niveles o rangos la calidad prevista, estos fueron: muy alta, alta, mediana, baja 

y muy baja (ver anexo 4). 

En términos conceptuales la calidad de rango muy alta, es equivalente a calidad total; 

es decir, cuando se cumplan todos los indicadores establecidos. Este nivel de calidad 

total, se constituye en un referente para delimitar los otros niveles. La definición de 

cada una de ellas, se encuentra establecida en el marco conceptual (Muñoz, 2014). 

 La definición  y operacionalización de la variable se encuentra en el anexo 2. 

4.5. Técnicas e instrumento de recolección de datos 

Para el recojo de datos se aplicarán las técnicas de la observación: punto de partida 

del conocimiento, contemplación detenida y sistemática, y el análisis de contenido: 

punto de partida de la lectura, y para que ésta sea científica debe ser total y completa; 

no basta con captar el sentido superficial o manifiesto de un texto; sino, llegar a su 

contenido profundo y latente (Ñaupas, Mejía, Novoa y Villagómez; 2013).  

Ambas técnicas se aplican en diferentes etapas de la elaboración del estudio: en la 

detección y descripción de la realidad problemática; en la detección del problema de 

investigación; en el reconocimiento del perfil del proceso existente en los 

expedientes judiciales; en la interpretación del contenido de las sentencias; en la 

recolección de datos al interior de las sentencias, en el análisis de los resultados, 

respectivamente.  

Respecto al instrumento de recolección de datos: se trata de un medio en el cual se 

registran los hallazgos de los indicadores de la variable en estudio. En este trabajo se 

llama: lista de cotejo; se trata de un instrumento estructurado que registra la ausencia 
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o presencia de un determinado rasgo, conducta o secuencia de acciones. La lista de 

cotejo se caracteriza por ser dicotómica, es decir, que acepta solo dos alternativas: si, 

no; lo logra, o no lo logra, presente o ausente; entre otros (SENCE – Ministerio del 

Trabajo y Previsión Social, 2do y 4to párrafo). 

En la presente investigación se utiliza un instrumento denominado lista de cotejo 

(anexo 3), éste se elaboró en base a la revisión de la literatura; fue validado mediante 

juicio de expertos (Valderrama, s.f) dicha actividad consiste en la revisión del 

contenido y forma (del instrumento) efectuada por profesionales expertos en un 

determinado tema. El instrumento presenta los indicadores de la variable; es decir, 

los criterios o ítems a recolectar en el texto de las sentencias; se trata de un conjunto 

de parámetros de calidad, preestablecidos en la línea de investigación, para ser 

aplicados a nivel pre grado.  

4.6. Procedimiento de recolección de datos y plan de análisis de datos 

Es un diseño establecido para la línea de investigación se inicia con la presentación 

de pautas para recoger los datos, se orienta por la estructura de la sentencia y los 

objetivos específicos trazados para la investigación; su aplicación implica utilizar las 

técnicas de la observación y el análisis de contenido y el instrumento llamado lista de 

cotejo, usando a su vez, las bases teóricas para asegurar el asertividad en la 

identificación de los datos buscados en el texto de las sentencias. 

Asimismo, corresponde destacar que las actividades de recolección y análisis fueron 

simultáneas que se ejecutaron por etapas o fases, conforme sostienen Lenise Do 

Prado; Quelopana Del Valle; Compean Ortiz, y Reséndiz González (2008). (La 

separación de las dos actividades solo obedece a la necesidad de especificidad). 

4.6.1. De la recolección de datos 

La descripción de los procedimientos de recolección, organización, calificación de 

datos y determinación de la variable que se encuentra en el anexo 4, denominado: 
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Procedimiento de recolección, organización, calificación de los datos y 

determinación de la variable. 

4.6.2. Del plan de análisis de datos 

4.6.2.1. La primera etapa. Será actividad abierta y exploratoria, que consistió en 

una aproximación gradual y reflexiva al fenómeno, orientada por los objetivos de la 

investigación; donde cada momento de revisión y comprensión fue una conquista; es 

decir, un logro basado en la observación y el análisis. En esta fase se concretó, el 

contacto inicial con la recolección de datos. 

4.6.2.2. Segunda etapa. Será una actividad, pero más sistémica que la anterior, 

técnicamente en términos de recolección de datos, igualmente, orientada por los 

objetivos y la revisión permanente de la literatura, que facilitó la identificación e 

interpretación de los datos.  

4.6.2.3. La tercera etapa. Igual que las anteriores, será una actividad; de naturaleza 

más consistente, fue un análisis sistemático, de carácter observacional, analítica, de 

nivel profundo orientada por los objetivos, donde hubo articulación entre los datos y 

la revisión de la literatura.  

Estas actividades se evidencian desde el instante en que el investigador(a) aplica la 

observación y el análisis en el objeto de estudio; es decir las sentencias, que resulta 

ser un fenómeno acontecido en un momento exacto del decurso del tiempo, lo cual 

quedó documentado en el expediente judicial; como es natural a la primera revisión 

la intención no es precisamente recoger datos; sino, reconocer, explorar su contenido, 

apoyado en las bases teóricas que conforman la  revisión de la literatura.  

Acto seguido, el(a) investigador(a) empoderado(a) de mayor dominio de las bases 

teóricas, manejará la técnica de la observación y el análisis de contenido; orientado 

por los objetivos específicos iniciará el recojo de datos, extrayéndolos del texto de la 

sentencia al instrumento de recolección de datos; es decir, la lista de cotejo, lo cual 

revisará en varias ocasiones. Esta actividad, concluirá con una actividad de mayor 

exigencia observacional, sistémica y analítica, tomando como referente la revisión de 
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la literatura, cuyo dominio es fundamental para proceder a aplicar el instrumento 

(anexo 3) y la descripción especificada en el anexo 4. 

Finalmente, los resultados serán el producto del ordenamiento de los datos, en base al 

hallazgo de los indicadores o parámetros de calidad en el texto de las sentencias en 

estudio, conforme a la descripción realizada en el anexo 4.  

 

4.7. Matriz de consistencia lógica 

En opinión de Ñaupas, Mejía, Novoa, y Villagómez, (2013): “La matriz de 

consistencia es un cuadro de resumen presentado en forma horizontal con cinco 

columnas en la que figura de manera panorámica los cinco elementos básicos del 

proyecto de investigación: problemas, objetivos, hipótesis, variables e indicadores, y 

la metodología” (p. 402). 

Por su parte, Campos (2010) expone: “Se presenta la matriz de consistencia lógica, 

en una forma sintética, con sus elementos básicos, de modo que facilite la 

comprensión de la coherencia interna que debe existir entre preguntas, objetivos e 

hipótesis de investigación” (p. 3). 

En el presente trabajo la matriz de consistencia es básica, presenta: el problema de 

investigación, el objetivo de investigación y la hipótesis; general y específicos, 

respectivamente.  

En términos generales, la matriz de consistencia sirve para asegurar el orden, y 

asegurar la cientificidad del estudio, que se evidencia en la logicidad de la 

investigación.  
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A continuación la matriz de consistencia de la presenta investigación. 

TÍTULO DE LA INVESTIGACIÓN 

CALIDAD DE SENTENCIAS DE PRIMERA Y SEGUNDA INSTANCIA SOBRE 

IMPUGNACION DE RESOLUCION ADMINISTRATIVA, EXPEDIENTE N° 05483-2013-0-

1601-JR-LA 01, DISTRITO JUDICIAL DE LA LIBERTAD - TRUJILLO. 2019 

G/

E 
PROBLEMA GENERAL OBJETIVO GENERAL HIPOTESIS GENERAL 

G
E

N
E

R
A

L
 

¿Cuál es la calidad de las 
sentencias de primera y 
segunda instancia sobre 

impugnación de resolución 
administrativa, según los 
parámetros normativos, 

doctrinarios, y 
jurisprudenciales pertinentes, 
en el expediente N° 05483-
2013-0-1601-JR-LA-01, del 
Distrito Judicial La Libertad; 

Trujillo 2019? 

Determinar la calidad de las 
sentencias de primera y 
segunda instancia sobre 

impugnación de resolución 
administrativa, según los 
parámetros normativos, 

doctrinarios, y 
jurisprudenciales pertinentes,  
en el expediente N° 05483-
2013-0-1601-JR-LA-01, del 

Distrito Judicial de La Libertad 
- Trujillo 2019. 

De conformidad con los procedimientos y 
parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales, previstos en la presente 
investigación las sentencias de primera y 
segunda instancia, sobre impugnación de 

resolución administrativa, según los 

parámetros normativos, doctrinarios, y 
jurisprudenciales pertinentes,  en el 

expediente N° 05483-2013-0-1601-JR-LA-
01, del Distrito Judicial de La Libertad - 

Trujillo, son de rango  muy alta,  
respectivamente. 

E
S

P
E

C
IF

IC
O

S
 

¿Cuál es la calidad de la 
sentencia de primera instancia 

sobre impugnación de 
resolución administrativa, en 
función de la calidad de su 

parte expositiva, 
considerativa y resolutiva, 

según los parámetros 
normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, 
en el expediente 
seleccionado? 

1. Determinar la calidad de las 
sentencias de primera instancia 

sobre impugnación de 
resolución administrativa, en 
función de la calidad de su 

parte expositiva, considerativa 
y resolutiva, según los 

parámetros normativos, 
doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, 
en el expediente seleccionado 

1. De conformidad con los procedimientos 
y parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales, previstos en la presente 
investigación la calidad de la sentencia de 
primera instancia sobre impugnación de 
resolución administrativa del expediente 
seleccionado, en función de la calidad de 

su parte expositiva, considerativa y 
resolutiva, es de rango muy alta. 

¿Cuál es la calidad de la 
sentencia de segunda 

instancia sobre impugnación 
de resolución administrativa, 
en función de la calidad de su 

parte expositiva, 
considerativa y resolutiva, 

según los parámetros 

normativos, doctrinarios y 
jurisprudenciales pertinentes, 

en el expediente 
seleccionado? 

2. Determinar la calidad de las 
sentencias de segunda 

instancia sobre impugnación 
de resolución administrativa, 
en función de la calidad de su 
parte expositiva, considerativa 

y resolutiva, según los 
parámetros normativos, 

doctrinarios y 
jurisprudenciales pertinentes, 
en el expediente seleccionado 

2. De conformidad con los procedimientos 
y parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales, previstos en la presente 
investigación la calidad de la sentencia de 
segunda instancia sobre impugnación de 
resolución administrativa del expediente 
seleccionado, en función de la calidad de 

su parte expositiva, considerativa y 

resolutiva, es de rango muy alta. 
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4.8. Principios éticos 

La realización del análisis crítico del objeto de estudio, está sujeta lineamientos 

éticos básicos de: objetividad, honestidad, respeto de los derechos de terceros, y 

relaciones de igualdad (Universidad de Celaya, 2011). Se asumió, compromisos 

éticos antes, durante y después del proceso de investigación; a efectos de cumplir el 

principio de reserva, el respeto a la dignidad humana y el derecho a la intimidad 

(Abad y Morales, 2005).  

En el presente estudio, los principios éticos a respetar se evidencian en el documento 

denominado: Declaración de compromiso ético, en el cual el investigador asume la 

obligación de no difundir hechos e identidades existentes en la unidad de análisis, 

éste se inserta como anexo 6. Asimismo, en todo el trabajo de investigación no se 

revela los datos de identidad de las personas naturales y jurídicas que fueron 

protagonistas en el proceso judicial. 
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V. RESULTADOS 

5.1. Resultados 

Cuadro 1. Calidad de la sentencia de primera instancia. Primer Juzgado Especializado de Trabajo – Trujillo 
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Motivación del 

derecho 
 
 
 
 

[1 -  4] Muy 

baja 

 
 

Parte 

resolutiva 

 
 

Aplicación del 

Principio de 

congruencia 

 

1 2 3 4 5 
 

 

 

10 

 
[9  -  

10] 

 
Muy alta 

    x 

[7  -  

8] 

Alta 

Descripción de la 

decisión 
    

 
x [5  -  

6] 
Mediana 

[3  -  

4] 

Baja 

[1 -  2] Muy 
baja 

 

Fuente: Anexo 5.1, 5.2 y 5.3, de la presente investigación. 

El cuadro 1, evidencia que la calidad de la sentencia de primera instancia es de rango muy alta; porque su parte expositiva, considerativa 

y resolutiva fueron de calidad: muy alta, muy alta y muy alta, respectivamente 
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Cuadro 2. Calidad de la sentencia de segunda instancia. Cuarta Sala Laboral – Trujillo 
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 de los hechos  

 Motivación del 

derecho 

    x [5 -8] Baja 

[1 -  4] Muy 

baja 

 

 

Parte  

resolutiv

a 

 

 

Aplicación del 

Principio de 

congruencia 

1 2 3 4 5   

    

10 

  

 [9  -  10]  
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x 

[7  -  8] Alta 

Descripción de la 

decisión 

    

x 

[5  -  6] Mediana 

[3  -  4] Baja 

[1 -  2] Muy 

baja 

 

Fuente: Anexo 5.4, 5.5 y 5.6. De la presente investigación. 

El cuadro 2 evidencia que la calidad de la sentencia se segunda instancia es de muy alta, porque, la parte expositiva, considerativa y 

resolutiva fueron de rango de calidad: muy alta, muy alta y muy alta, respectivamente 
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5.2. Análisis de los resultados 

En esta investigación, después de realizar una serie de procedimientos con el fin de 

determinar la calidad de cada las sentencias de primera y segunda instancia sobre 

impugnación de resolución administrativa, en el expediente N° 05483-2013-0-1601-

JR-LA-01, emitidas por los órganos jurisdiccionales del Distrito Judicial de La 

Libertad, y de aplicar los criterios establecidos en este estudio; se obtuvo como 

resultado que la sentencia primera sentencia (cuadro 1) y segunda sentencia (cuadro 

2) es muy alta, y es plasmado de la siguiente manera: 

 

La sentencia de primera instancia; es de rango muy alta, con un valor de 39, siendo la 

determinación desde 33 a 40; éste resultado proviene de las sub dimensiones de la 

parte expositiva, considerativa y resolutiva. 

 

En la parte expositiva, se obtuvo un resultado de calificación muy alta porque 

cumple con registrar los requisitos para la identificación de las partes, individualiza 

su respectivo número de  expediente y resolución, así mismo, el lugar y fecha de 

expedición de la resolución, describe  las pretensiones planteadas por el demandante, 

además, los argumentos principales formulados por el demandado, es decir, cumplió 

con lo establecido en la doctrina por  Rioja (2017), en  la parte expositiva se 

encuentra la individualización de las partes debidamente identificados, las 

pretensiones del demandante y del demandado, principales actos del proceso,  

saneamiento, audiencia de pruebas de existir en el caso, sin embargo, el juez omitió 

con explicar los puntos controvertidos, si bien es cierto, los desarrolla, estos no 

fueron sintetizados de manera concreta y enumerada. 

 

En la parte considerativa, cumplió con aplicar  principio de motivación, de derecho y 

hecho, aplicable al proceso, esto de acuerdo a lo establecido en la doctrina por Rioja 

(2017), en esta parte se encuentra la motivación que está conformada por los 

fundamentos de hecho y derecho, asimismo, las normas, artículos, jurisprudencia 

aplicable adecuándose a los hechos.   
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El juez tuvo en cuenta la normativa aplicable al caso, adopta criterios establecido por 

el área de asesoría legal del SERVIR, respecto a la motivación de los hechos, se 

evidencia que fueron probados, mediante el expediente administrativo, se encuentra 

las resoluciones administrativos, donde se le encarga al demandante el cargo de 

director de diversos centros de salud. Asimismo se evidencia, la aplicación del 

principio de primacía de la realidad, de manera supletoria, que exige el cocimiento de 

la verdad real y que los hechos deben primar sobre las apariencias, debido a que el 

demandado, argumenta que el trabajo desempeñado por el demandante es en calidad 

de encargado, y en la norma aplicable para otorgarle la bonificación solicitada, 

estipula que le corresponde al servidor público que se desempeñó en calidad de 

designado, por ende, el juez desarrolla el principio antes mencionado, para otorgar la 

bonificación al demandante, pues es irrelevante la denominación utilizada, habiendo 

comprobando que el cargo desempeñado cumple con los supuesto establecidos por la 

norma, esto, en mérito al análisis de las resoluciones administrativas que le otorgaron 

la autorización de ejercer el cargo de responsabilidad directiva. 

 

 

Y finalmente en la parte resolutiva, la decisión comprende, el pronunciamiento sobre 

las dos pretensiones que ha solicitado el demandante, la nulidad de la resolución 

administrativa ficta, y el pago de costas y costos, esto es el resultado de la aplicación 

del principio de congruencia con ello, se cumple lo establecido por Rioja (2017), la 

sentencia debe ser coherente con las pretensiones formuladas, pruebas, y 

manifestaciones. 

 

La sentencia de segunda instancia también alcanzo el rango de  muy alta; esto fue 

porque las tres partes: expositiva, considerativa y resolutiva tuvieron como resultado 

el nivel de muy alta, ésta es de una sentencia de revisión, que técnicamente corrobora 

la decisión adoptada. 

 

En la parte expositiva, esta registra individualización de la sentencia, el asunto, la 

identificación de las partes, también se muestra las posiciones de las partes, en 

cuanto corresponde, se advierte el motivo de impugnación de la sentencia de primera 
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instancia, sin embargo, no se verifica al identificación de los tres jueces que 

conforman el órgano colegiado, sin embargo, cumplió con los demás parámetros, es 

por ello, que se obtuvo como rango muy alta, porque explica de manera breve y 

concisa lo que decidirá.   

 

En la parte considerativa destaca la aplicación del principio de motivación, como 

deber constitucionalmente protegido para resolver conflicto de intereses mediante el 

ejercicio procesal coherente, lógico y racional del juez, con los medios probatorios, 

sustentados por las partes (Monroy, 2017), por lo que, se cumplió con pronunciarse 

por cada argumento expuesto por el apelante, analizando la normativa aplicable.  

 

De la misma forma, en la parte resolutiva por el cumplimiento del principio de 

congruencia y la descripción de la decisión el rango es  muy alto. El juez resuelve 

todas las pretensiones, del demandante y demandado. Entre ellos, el recurso de 

apelación formulado por el demandado a la resolución que declara infundada la 

excepción de prescripción extintiva, esto demuestra que el juez bajo el amparo del 

principio de congruencia se pronuncia por cada una de las pretensiones (Monroy, 

2017). 
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VI. CONCLUSIONES 

Se llegó a la conclusión que la calidad de las sentencias de primera instancia y 

segunda instancia sobre impugnación de resolución administrativa, recaído en el 

expediente N° 05483-2013-0-1601-JR-LA-01, Distrito Judicial de La Libertad, fue  

de rango muy alta y muy alta, respectivamente, conforme a los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales de acuerdo al objetivo  planteado 

(Cuadro 1 y 2). 

 

Respecto a la sentencia de primera instancia, de conformidad con el Cuadro 1 el 

valor que obtuvo fue de rango muy alta en la escala de 39 de 33-40, esto demostró 

que no se cumplió con uno de los parámetros de la parte expositiva, respecto a que 

no se encontró de manera detalla los puntos controvertidos, sin embargo, si fueron 

desarrollados (Cuadro 1). 

 

Se determinó que, las partes de la sentencia: expositiva, considerativa y 

resolutiva, fueron de rango muy alto, muy alto y muy alto, respectivamente 

(Cuadro 1) 

 

En la parte expositiva el juez comprobó que en el procedimiento 

administrativo hubo una interpretación errónea de la normativa, debido a que, 

la administración utilizó la denominación de la encargatura, para evadir el 

pago de la bonificación al administrado, vulnerando así el principio de la 

primaria de la realidad, esto se demuestra porque el órgano jurisdiccional 

resuelve declarando fundada. Las sentencias estudiadas, muestran con 

claridad la postura de las partes, y la resolución de cada pretensión planteada. 

Habiendo una correcta motivación basada en los medio probatorios, el 

expediente administrativo. 

 

En la parte considerativa fue de calidad alta, se derivó de las sub dimensión 

de la motivación de los hechos y el derecho, ambas de calidad muy alta, en 

esta parte, se comprobó que el juez realizó un razonamiento jurídico dentro de 

los límites formales de los medios probatorios, desarrolló un discurso 
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predictible a la decisión, desarrollando cada enunciado de manera clara, evitó 

el uso de expresiones técnicas o lenguas extranjeras difíciles y mostró respeto 

a la constitución, y las normas jurídicas aplicadas al caso los argumentos son 

suficientes para tomar la decisión. 

 

En la parte resolutiva, fue de rango muy alta, en ella se demostró la 

aplicación del principio de congruencia y descripción de la decisión, debido a 

que, el juez se pronunció por cada pretensión planteada. 

 

Respecto a la sentencia de segunda instancia, de conformidad con el Cuadro 2 el 

valor que obtuvo fue de rango muy alta en la escala de 39 de 33-40, esto demostró 

que no se cumplió con uno de los parámetros de la parte expositiva, respecto a que 

no se encontró identifica a los miembros del colegiado. 

 

Se determinó que, las partes de la sentencia: expositiva, considerativa y 

resolutiva, fueron de rango muy alto, muy alto y muy alto, respectivamente 

(Cuadro 2) 

 

En la parte expositiva se identifica la introducción y postura de las partes, 

así como los argumentos utilizados al momento de interponer el recurso de 

apelación. Describe de manera detallada cada uno de los argumentos 

expuestos. 

 

En la parte considerativa fue de calidad alta, se derivó de las sub dimensión 

de la motivación de los hechos y el derecho, ambas de calidad muy alta. En 

las sentencias analizadas se comprobó que el colegiado, desarrolla de manera 

detallada a la excepción de prescripción extintiva y la resolución apelada. 

 

En la parte resolutiva, fue de rango muy alta, en ella se demostró la 

aplicación del principio de congruencia y descripción de la decisión, debido a 

que, el juez se pronunció por cada pretensión planteada. Se comprobó que el 



92 

 

juez confirma tanto la resolución que declara infundada la excepción como la 

sentencia de prima instancia en todos los extremos. 
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ANEXOS 

Anexo 1 Evidencia empírica del objeto de estudio: sentencia de primera y 

segunda instancia del expediente N° 05483-2013-0-1601-JR-LA-01. 

CORTE SUPERIO DE JUSTICIA DE LA LIBERTAD 

PRIMER JUZGADO ESPECIALIZADO DE TRABAJO 

SENTENCIA Nº  347  - 2015 

 

EXPEDIENTE N º : 05483-2013-0-1601-JR-LA-01 

DEMANDANTE : A 

DEMANDADO  : B 

MATERIA  : PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

JUEZ   : E 

SECRETARIA  : F  

 

RESOLUCIÓN NÚMERO: SEIS 

Trujillo, ocho de mayo del año dos mil quince.- 

 

VISTOS los actuados en estado para sentenciar, la señora Jueza del Primer Juzgado Laboral, expide la 

siguiente sentencia: 

 

PARTE EXPOSITIVA.- 

A folios 60 a 73 consta la demanda incoada por  A contra  B, quien peticiona: a) Se declare la nulidad 

de la Resolución Administrativa Ficta, que deniega su recurso de apelación interpuesto contra la 

Resolución N° 624-OA-G-RALL-ESSALUD-2011, de fecha 10 de agosto de 2011, que declara 

infundada su solicitud de pago de la bonificación diferencial permanente por desempeño de cargo 
directivo estipulado en el artículo 53 del Decreto Legislativo 276, concordante con el artículo 124 del 

D.S. 005-90-PCM; b) en consecuencia, se ordene a la demandada que cumpla con el pago de la 

bonificación diferencial en la suma de S/493,349.00, que corresponde al monto dejado de percibir 

desde que adquirió el derecho a la bonificación solicitada hasta la actualidad, más intereses legales, 

costas y costas; con lo demás que fundamenta y medios probatorios que ofrece.  

Admitida la demanda en vía del procedimiento especial con resolución número uno que corre a folios 

74, se corre traslado a la demandada B con conocimiento del C, se ordena a la demandada cumpla con 

remitir al juzgado el expediente administrativo o copias certificadas del mismo, relacionado a la 

actuación impugnada.  

Mediante escrito de folios 104 a 107, el representante legal de B formula excepción de prescripción 

extintiva, y mediante escrito de folios 201 a 205, contesta la demanda solicitando sea declarada 
infundada argumentando básicamente que la denominación del cargo per se no significa que éste sea 

de responsabilidad directiva, sino más bien tiene que diferenciarse por la naturaleza del mismo y si 

cumple las características propias de un cargo que implique responsabilidad directiva; que si bien 

afirma haber desempeñado el cargo de director de hospital, soslaya indicar la norma legal que 

determine a dicha función como un cargo de responsabilidad directiva, sin embargo el accionante se 

desempeñó en calidad de encargado, más no en la calidad de designado, por lo que no corresponde el 

beneficio solicitado. Asimismo mediante escrito de folios 212 a 214 se apersona C, contestando la 

demanda y solicita se declare infundada, alegando que la pretensión del actor no tiene sustento legal; 

con lo demás fundamentos que expone en su defensa.  

Mediante resolución número dos de folios 218  a 220 se tiene por absuelta la demanda por parte de C, 

asimismo se declara infundada la Excepción de Prescripción; se declara saneado el proceso y por ende 
la existencia de una relación jurídico procesal válida, fijados los puntos controvertidos, admitidos los 

medios probatorios ofrecidos por las partes, se prescinde de la audiencia de pruebas; remitiéndose 

asimismo, los actuados al Ministerio Público, a fin de que emita su dictamen correspondiente.  
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El Dictamen Fiscal Nº 667-2014 de folios 231 a 234, emitido por la Primera  Fiscalía Provincial Civil 

de Trujillo, el señor Fiscal es de opinión de que se declare fundada la demanda, interpuesta por el 

demandante contra B y siendo el estado del proceso el de emitir sentencia, se pasa a expedir la que 

corresponde. 

 

 

 

 

PARTE CONSIDERATIVA: 

 

PRIMERO.- El proceso contencioso administrativo tiene como finalidad ejercer el control jurídico de 

las actuaciones de la administración pública sujetas al derecho administrativo y hacer efectiva la tutela 

de los derechos e intereses de los administrados; es decir, su objeto no se limita [como antes] a 

declarar la nulidad de la actuación administrativa cuestionada por el administrado, sino [ahora] 

principalmente a otorgar plena tutela a los justiciables en cuanto a la satisfacción de sus derechos e 

intereses, esto de acuerdo a lo previsto en el artículo 148 de la Constitución y artículo 1º del TUO del 

Proceso Contencioso Administrativo, aprobado por el D.S. Nº 013-2008-JUS.  

 

SEGUNDO.- En el caso materia de análisis, al amparo del catálogo de pretensiones reconocidas en el 

artículo 5º del citado D.S. Nº 013-2008-JUS, la parte demandante, en su demanda, pretende se declare 

la nulidad de la Resolución Administrativa Ficta, que resuelve declarar infundada el recurso de 
apelación formulado contra la Resolución N° 624-OA-G-RALL-ESSALUD-2011, que declara 

infundada su solicitud sobre pago de la Bonificación Diferencial por el  trabajo desempeñado en cargo 

de responsabilidad directiva, de conformidad con lo establecido en el artículo 53° del Decreto 

Legislativo 276, concordante con el artículo 124° del D. S. N° 005-90-PCM al haber ejercido por más 

de cinco años el cargo de Director en diversos establecimientos asistenciales de la Red Asistencial de 

La Libertad, y en consecuencia solicita  se disponga el pago de la suma de S/.493,349.00 nuevos 

soles, el mismo que corresponde al monto total dejado de percibir por el concepto de bonificación 

diferencial, más intereses legales, costos y costas, tal y conforme se ha fijado como puntos 

controvertidos en autos.  

 

Dicha decisión impugnada configura en el proceso la actuación administrativa objeto de control 
jurídico, por lo que la mención en la presente sentencia a esta última [actuación administrativa] debe 

entenderse respecto de la primera [decisión impugnada]1.                                                    

 

TERCERO.- Al respecto tenemos que el artículo 53° del Decreto Legislativo 276, señala que: “la 

bonificación diferencial tiene por objeto: a) Compensar a un servidor de carrera por el desempeño de 

un cargo que implique responsabilidad directiva; y, b) Compensar condiciones de trabajo 

excepcionales respecto del servicio común (…)”.  

 

CUARTO.- Asimismo, el artículo 124° del Decreto Supremo N° 005-90-PCM prescribe “El servidor 

de carrera designado para desempeñar cargos de responsabilidad directiva, con más de cinco años en 

el ejercicio de dichos cargos, percibirá de modo permanente la bonificación diferencial a que se 

refiere el inciso a) del Art. 53 de la Ley al finalizar la designación. Adquieren derecho a la percepción 
permanente de una proporción de la referida bonificación diferencial quienes al término de la 

designación cuenten con más de tres (3) años en el ejercicio de cargos de responsabilidad directiva. 

La norma específica señalará los montos y la proporcionalidad de la percepción remunerativa a que 

se refiere el presente artículo”  

 

                                                

1 Es decir, la actuación administrativa impugnable según nuestra normatividad puede estar 

contenida en resolución administrativa expresa o ficta, en aplicación de la técnica del 

silencio administrativo, incluso ser de primera o segunda instancia administrativa, según 

sea el caso. 
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QUINTO.- De las normas mencionadas, advertimos que el supuesto fáctico para percibir la 

bonificación diferencial que se reclama, son los siguientes: 

a) tener la condición de servidor público;  

b) haber sido designado para desempañar cargos de responsabilidad directiva; y  

c) haber ejercido por más de cinco años o quienes cuenten con más de tres años adquieren una 

proporción de la referida bonificación.  

 

SEXTO.- En el caso concreto de las boletas de pago que obran de fojas 03 a 04, se aprecia que el 

demandante tiene la condición de servidor nombrado activo,  Profesional I, del Hospital “Luis 

Albrecht” de B-La Libertad desde el 08 de mayo de 1987; tiempo después, el demandante se 
desempeñó como Director de Policlínico de Pacasmayo desde el 23 de noviembre de 1992 hasta el 20 

de diciembre de 1996, por Resolución de Dirección Ejecutiva N°916-DE-IPSS-93, de fecha 24 de 

setiembre de 1993 que obra a fojas 05 y se da por concluida tales funciones mediante Resolución de 

Gerencia General N°1825-GG-IPSS-96, de fecha 20 de diciembre de 1996 que obra a fojas 06, 

verificándose un total de 04 años y 27 días de labores en el cargo directivo; posteriormente por 

Resolución de Gerencia General N° 512-GG-IPSS-97, de fecha 02 de mayo de 1997 y Resolución de 

Gerencia General N° 281-GG-IPSS-98, de fecha 16 de marzo de 1998 obrante de fojas 07 a 

08,respectivamente, se aprecia que el demandante se desempeñó como Director del Centro Médico La 

Esperanza de Nivel Ejecutivo-4 a partir del 01 de mayo 1997 y por Resolución de Gerencia General 

N° 591-GG-ESSALUD-99, de fecha 11 de junio de 1999 que obra a fojas 09, se da por concluido a 

partir del 14 de junio el encargo como Director del Centro Médico de la Esperanza, computando un 
período de 02 años, 01 mes y 10 días de labores 

 

SETIMO.-El demandante tanto en su demanda como en sus solicitudes administrativas ha hecho 

conocer que la demandada a utilizado como sustento principal en sus resoluciones administrativas 

expedidas, la denominación de “Encargar” por la de “Designar”, con el fin de evadir la 

responsabilidad de reconocer la bonificación que se reclama, conforme a la normas antes alegadas; en 

tal sentido debe señalarse conforme al considerando precedente, que se advierte que el actor prestó 

servicios ininterrumpidos por un período de 04 años y 27 días, en un primer momento y de 02 años y 

un mes, en un segundo período, lo que significa que el actor no prestó servicios en cargo directivo, en 

forma consecutiva; si bien no se encuentra expresamente determinado que los períodos de desempeño 

de responsabilidades directivas, sean en forma continua, esta Juzgadora comparte el criterio expuesto 
en los informes emitidos por el área de asesoría legal de SERVIR, como son Informe Legal 61-2009-

ANS/OAJ, del 15 de junio de 2009 e Informe Legal N° 080-2009-ANS/OAJ, de fecha 1° de Julio de 

2009, en donde tras una interpretación sistemática de las disposiciones de carácter administrativo se 

concluye, que para el otorgamiento de la bonificación diferencial en forma permanente, es que se haya 

ejercido el cargo en forma continua, pues lo contrario significaría desconocer la necesidad de 

evaluaciones y procesos de selección dentro de un régimen de carrera, para el ascenso en cada grupo 

ocupacional, en donde  prevalece el mérito y la capacidad. 

  

OCTAVO.- En tal sentido corresponde al demandante gozar, de la remuneración diferencial, en forma 

proporcional al tiempo de servicios ininterrumpidos en cargo directivo, que prestó; siendo irrelevante 

la denominación utilizada, dado que el demandante desempeñó labores directivas por un tiempo 

considerable, es más con características propias de una designación; por lo tanto es de aplicabilidad en 
el presente caso el Principio de Primacía de la Realidad, ya que el cargo fue desempeñado de acuerdo 

con su naturaleza y no a la denominación. Asimismo en concordancia con el artículo 82 del Decreto 

Supremo N°005-90-PCM, prescribe que: “El encargo es temporal, excepcional y fundamentado. Sólo 

procede en ausencia del titular para el desempeño de funciones de responsabilidad directiva 

compatibles con niveles de carrera superiores al del servidor. En ningún caso debe exceder el período 

presupuestal”, el referido supuesto acoge al demandante ya que éste se desempeñó en el cargo de 

responsabilidad, por más de cuatro años consecutivos, excediendo varios períodos presupuestales 

conforme a las resoluciones administrativas antes mencionadas que obran a fojas 03 a 09; en tal 

sentido el demandante solicita el pago de la bonificación diferencial permanente por la bonificación 

diferencial  del trabajo desempeñado en cargo de responsabilidad directiva. 

 
NOVENO.-  en ese sentido, si tenemos en cuenta que el 100% es por 05 años, aplicando una regla de 

tres simple por los 04 años de permanencia en cargo de responsabilidad directiva que ha computado el 

demandante, el porcentaje representa el 80 % de dicha bonificación de manera proporcional, tal es así 
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que al  encontrarnos en el supuesto contemplado en la parte in fine del artículo 124° del D.S. N° 005-

90-PCM que prescribe: “(…) Adquieren derecho a la percepción permanente de una proporción de la 

referida bonificación diferencial quienes al término de la designación cuenten con más de tres (3) 

años en el ejercicio de cargos de responsabilidad directiva.”, por ende corresponde amparar la 

demanda, excepto en el extremo que solicita el pago de S/.493,349.00, la misma que será determinada 

en ejecución de sentencia. 

 

DECIMO.- Consecuentemente, se concluye que la Resolución Administrativa Ficta, que deniega su 

recurso de apelación interpuesto contra la Resolución N° 624-OA-G-RALL-ESSALUD-2011, de 

fecha 10 de agosto de 2011, incurren en la causal de nulidad prevista en el artículo 10° inciso 1) de la 
Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General; al haberse expedido en sentido 

contrario a lo dispuesto por el artículo 53° inc. a) del Decreto Legislativo N° 276 y del artículo 124° 

del Decreto Supremo 005-90-PCM; siendo menester declarar la nulidad de las Resolución 

Administrativa antes mencionada y ordenar que la demandada emita resolución administrativa 

otorgando al accionante la bonificación diferencial por haber ejercido cargo de responsabilidad 

directiva.  

 

DECIMO PRIMERO.- Respecto al pago de los intereses legales, debe tenerse en consideración que 

el artículo 48 del Decreto Supremo número 013-2008-JUS, dispone el pago de intereses legales por 

parte de la entidad demandada, y habiéndose dispuesto el pago de la bonificación diferencial desde 

que se adquirió el derecho esto es el 20 de diciembre de 1996, (término de la designación), desde el 
incumplimiento con el pago de la bonificación que se ordena, corresponde ordenarse el pago de los 

intereses legales teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 1242° y siguientes del Código Civil, 

conforme ha quedado sentado en la sentencia del Tribunal Constitucional, Expediente número 0065-

2002-AA/TC, hasta el pago total de devengados que se generen, teniendo en cuenta además las 

disposiciones del Decreto Ley 25920, al tratarse de adeudos de naturaleza laboral. 

 

DECIMO SEGUNDO.- En lo concerniente a la pretensión de pago de costas y costos procesales 

debe indicarse que el artículo 50 del Decreto Supremo 013-2008-JUS establece que las partes del 

proceso administrativo no pueden ser condenadas al reembolso de estos gastos, por lo que esta 

pretensión resulta improcedente. 

 
PARTE RESOLUTIVA 

 

 Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en artículo 138° y 141° de la 

Constitución Política del Estado, artículo 51° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y artículo 41° del 

Decreto Supremo N° 013-2008-JUS, impartiendo justicia a nombre de la Nación. 

 

Declarando FUNDADA en parte la demanda interpuesta por  A, en consecuencia se declara la Nulidad 

de la Resolución Administrativa Ficta, que deniega la solicitud del actor, ORDENO que la 

demandada, emita nueva Resolución Administrativa, disponiendo otorgar al demandante el pago de la 

bonificación diferencial por haber ejercido cargo de responsabilidad directiva, más el pago de los 

devengados e intereses legales que se determinaran en ejecución de sentencia, mandato que deberá 

cumplir la demandada en el término de QUINCE DÍAS y sin perjuicio de imponerse los apremios 
establecidos en la Ley Contenciosa Administrativa y el Código Procesal Constitucional, en aplicación 

supletoria. IMPROCEDENTE el extremo que solicita el pago de S/493,349.00 nuevos soles y el pago 

de costas y costos del proceso. Consentida o ejecutoriada que sea la presente  ARCHÍVESE los de la 

materia en el modo y forma de Ley. –Notifíquese  
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SEGUNDA INSTANCIA – CUARTA SALA LABORAL - TRUJILLO 

 

 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA LIBERTAD 

CUARTA SALA LABORAL 

ACCIÓN CONTENCIOSO ADMINSITRATIVA 

__________________________________________________________________ 

EXPEDIENTE       :     05483-2013-0-1601-JR-LA-01 

DEMANDANTE   :     A 

DEMANDADO     :     B 

MATERIA            :     PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

RESOLUCIÓN Nº DOCE 

Trujillo,  catorce de abril     

Del año dos mil dieciséis.- 

 

VISTOS.- En Audiencia Pública, los actuados por la Cuarta Sala Laboral de la Corte Superior de 

Justicia de La Libertad, y con lo expuesto en el Dictamen Superior Fiscal que obra en autos, se  

expide la siguiente SENTENCIA DE VISTA:  

 

RESOLUCIÓN IMPUGNADA: 

Recurso de apelación sin efecto suspensivo y con la calidad de diferida,  interpuesto contra el auto 

contenido en la resolución número tres de fecha veinte de enero del año dos mil catorce, obrante a 

folios 218-220, expedida por la señora Juez del Primer Juzgado Laboral Permanente de Trujillo, en el 

extremo que resuelve declarar Infundada la excepción de prescripción propuesta por la demandada B 

1.1. Por escrito impugnatorio de fojas 224-226, D, representante legal de B, La Libertad, apela el auto 

precitado, argumentando: 

a) La demandada interpuso recurso de apelación, en virtud a que la demanda ha sido interpuesta 

después de 10 años de estar expedido su derecho, relacionado con las bonificaciones por ejercer 

cargos con responsabilidad laboral. 

b) el A quo declara infundada la excepción argumentando, bajo el sustento jurídico esgrimido de que 

su representada ha sido el Artículo 2001 inciso 3 del Código Civil, norma que no se subsume a los 

hechos que motivan la excepción. 

c) No se ha tenido en cuenta lo expuesto por el Artículo VII del Código Civil, respecto a que el juez 

debe aplicar la norma que corresponde, no obstante la norma que se haya invocado sea incorrecta. 

d) Se interpuso la excepción indicando el Artículo 2001 inciso 3 del Código Civil, el cual fue 

invocado erróneamente, lo que no exime reconocer que el demandante pretende que le reconozcan un 

beneficio de hace más de diez años, por tanto la acción ha prescrito en virtud del Artículo 2001 inciso 

1° del Código Civil, solicitando la aplicación del Artículo VII del Título Preliminar del Código Civil.  

 

Asimismo, viene en apelación la sentencia, dispuesta por resolución número seis, de fecha 08 de mayo 

del 2015, obrante de folios 238-243 que resolvió declarar fundada en parte la demanda. 

   

1.2. Por escrito impugnatorio de folios 247-253, D  representante legal de B,  apela la sentencia 

precitada, argumentando:  

a) Su representada argumentó como defensa que, el demandante desempeño el cargo de director del 

Policlínico de Pacasmayo y del Centro Médico de la Esperanza como encargado y no como 

designado, no ejerciendo funciones de responsabilidad directiva, por el contrario el ejerció el cargo 

como funcionario, no subsumiéndose los hechos a la hipótesis normativa prevista en el Artículo 53 del 

Decreto Legislativo  276 y Artículo 27 y 124 del Decreto Supremo 005-90 PCM. 
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b) El A quo, en su considerando quinto sustenta el supuesto fáctico para percibir la bonificación 

diferencial; sin embargo en este extremo, el señor Juez, prescinde de indicar que esta bonificación no 

es aplicable para funcionarios públicos como lo precisa la última parte del Artículo 53 del Decreto 

Legislativo N° 276; en consecuencia, teniendo el demandante la condición de funcionario en calidad 

de Director del Policlínico de Pacasmayo y del Centro Médico de la Esperanza, el juzgador ha 

interpretado erróneamente el Artículo 53 del Decreto Legislativo 276. 

c) El A-quo, en el considerando sexto, describe las resoluciones mediante las cuales se le encargo las 

funciones de director al demandante, aseverando que dicho cargo fue de directivo, sin indicar los 

argumentos fácticos ni jurídicos que sustente su decisión de calificar el cargo que ejerció el 

demandante en uno de responsabilidad directiva, trasgrediendo principios constitucionales así como el 

Artículo 27 del Decreto Supremo 005-90-PCM. 

d) No se ha tenido en cuenta que es la naturaleza misma de la función, la que determina que un cargo 

sea considerado de dirección o de confianza así debe tenerse en cuenta que el cargo de dirección y 

cargo de confianza tiene particularidades que lo diferencian de los “trabajadores comunes”; y que para 

el caso del demandante nunca tuvo poder de decisión ni tenía poder de representación de B, por ende 

su cargo no fue de responsabilidad directiva. 

e) El A-quo en su considerando octavo afirma que el demandante ejerció funciones de responsabilidad 

directiva; pero no desarrolla ni sustenta fáctica ni jurídicamente su aserto que el cargo de director de 

Centro Médico de La Esperanza y Pacasmayo que desempeño el demandante es un cargo de 

responsabilidad directiva, trasgrediendo lo dispuesto en el Artículo 139 inciso 3 y 5 de la Constitución 

Artículo, 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y Artículo 122 inciso 3 del Código Procesal Civil, 

pues debe tenerse en cuenta que para que el ejercicio de un cargo de responsabilidad directivo implica 

que la persona tenga LA REPRESENTACIÓN DE LA ENTIDAD, el cual el demandante nunca tuvo. 

f) El A quo, no obstante lo dispuesto por el Artículo 53 del Decreto Legislativo 276 y Artículo 124 del  

Decreto Supremo 005-90-PCM declara fundada la demanda; que no se ha cumplido con el requisito 

de haber ejercido cargo que implique responsabilidad directiva.   

 

II. FUNDAMENTOS DEL COLEGIADO: 

 

PRIMERO.- El artículo 148 de la Constitución Política del Perú establece el derecho de los 

administrados a recurrir al Poder Judicial para impugnar las resoluciones administrativas que causen 

estado, mediante la acción contenciosa administrativa (actualmente proceso contencioso 

administrativo). Esta tiene por finalidad que se revisen las decisiones administrativas que versen sobre 

derechos subjetivos, constituyendo así una garantía de constitucionalidad y legalidad de los 

administrados frente a la actuación de la Administración Pública, de conformidad con lo prescrito en 

el artículo 1 del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27584, aprobado por el Decreto Supremo Nº 013-

2008-JUS.  

 

En este sentido, el actual proceso contencioso administrativo está configurado como un proceso de 

plena jurisdicción o, como lo califica la doctrina más moderna del Derecho Administrativo, “de 

carácter subjetivo”, de tal manera que el Juzgador no se circunscribe a efectuar un simple control 

objetivo de la legalidad de los actos administrativos, sino que asume un rol protagónico en la tutela y 

consecuente satisfacción de los derechos e intereses de los demandantes perjudicados por una 

actuación administrativa. 

 

SEGUNDO.- Debe señalarse que la actividad recursiva en nuestro sistema procesal tiene, como uno 

de sus principios fundamentales el de limitación del recurso impugnativo, sobre el cual reposa el 

principio de congruencia, lo que significa que el órgano revisor al resolver la impugnación debe 

pronunciarse solamente sobre aquellas pretensiones o agravios invocados por el impugnante en el 

referido recurso extraordinario. En este sentido, corresponde al Colegiado conocer y decidir aquellas 
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cuestiones que ha limitado la impugnación del recurrente; por tanto, no tiene más facultades de 

revisión que aquellas objeto del recurso; no pudiendo entrar en el examen de las cuestiones 

consentidas por las partes o que no hayan sido cuestionadas porque éstas han quedado ejecutoriadas, 

salvo que el vicio sea de tanta trascendencia que vulnere el orden público y las buenas costumbres o 

exista una manifiesta vulneración de derechos fundamentales cuyo cumplimiento no fue advertido y 

menos cuestionado por el recurrente. 

 

TERCERO.- Mediante escrito obrante de folios 60  a 73, don A interpone demanda sobre Proceso 

Contencioso Administrativo solicitando la nulidad de la Resolución Ficta generada por falta de 

pronunciamiento oportuno, acogiéndose así al silencio administrativo negativo, considerando agotada 

la vía administrativa de conformidad con lo dispuesto por el literal b) del artículo 218.2 de la Ley 

27444; así mismo solicita la nulidad de la Resolución N° 624-OA-G-RALL-ESSALUD-2011, 

mediante la cual se declara infundada su petición sobre Pago de la Bonificación Diferencial 

Permanente por Trabajo Desempeñado en cargo de Responsabilidad Directiva. Frente a estas 

nulidades solicita se disponga el pago de la suma de S/. 493,349.00 (cuatrocientos noventa y tres mil 

trescientos cuarenta y 00/100 nuevos soles), por la no percepción de la bonificación diferencial por 

cargo, más los intereses, costas y costos 

 

RESPECTO A LA RESOLUCIÓN QUE RESUELVE LA EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN 

EXTINTIVA: 

CUARTO.- Por resolución número tres obrante a folios 218 a 220, se declara infundada la excepción 

de prescripción propuesta por la demandada; frente a lo resuelto, la excepción no se subsume en el 

inciso tercero, ni en el inciso primero del artículo 2001 del Código Civil, primero porque respecto al 

inciso tercero éste está relacionado con el pago de remuneraciones por vínculo no laboral y respecto al 

inciso primero dispone que, la acción personal, la acción real, la que nace de una ejecutoria y la 

nulidad del acto jurídico, prescriben a los 10 años. En tal virtud, la base legal aplicable al caso sub 

examine es el artículo único de la Ley N° 27321 que señala “Las acciones por derechos derivados de 

la relación laboral prescriben a los 4 (cuatro) años, contados desde el día siguiente en que se 

extingue la relación laboral”.  

Es decir que, para que prescriba el derecho a interponer acciones por derechos que deriven de la 

relación laboral deberán transcurrir 4 años desde que se extingue el vínculo laboral, situación que en 

este caso no ocurre, en la medida que el demandante aún mantiene vínculo laboral con la demanda en 

condición de nombrado. Así las cosas el auto recurrido debe ser confirmado. 

 

RESPECTO DE LA SENTENCIA APELADA: 

QUINTO.- Previo a analizar el fondo del asunto puesto en consideración, éste Colegiado, procede a 

verificar si es que el demandante ha agotado la vía administrativa, de conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 20  del Texto Único Ordenado de la Ley de Procedimientos Administrativos, por ser 

una exigencia normativa. Así de la revisión de autos, a folios 23 y siguientes, se advierte que el 

demandante solicita a B  el pago de la bonificación diferencial por trabajo desempeñado en cargo de 

responsabilidad directiva; petición que fue declara infundada por Resolución No. 624-OA-G-RALL-

ESSALUD- 2011, conforme es de verse de folios 26. Frente a esta resolución, el actor interpone 

recurso de apelación, por ante la Oficina de Administración de ESSALUD Red Asistencial La 

Libertad, conforme es de verse  de folios 27 y siguientes, quien a su vez deriva dicha solicitud 

mediante Carta N° 3033-G-RALL-ESSALUD-2011, al Tribunal del Servicio Civil, originando el 

Expediente N° 16879-2011-SERVIR/TSC; sin embrago, el actor, no encontrando respuesta por parte 

del Tribunal de Servicio Civil, se acoge al silencio administrativo negativo, por falta de 

pronunciamiento del Tribunal de Servicio Civil, dando así por agotada la vía administrativa. Siendo 

que a criterio de este Colegiado y de conformidad con el literal a) del Artículo 6 de la Directiva que 

establece el procedimiento que desarrolla la Centésima Tercera Disposición Complementaria Final de 
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la Ley N° 29951, Ley del Presupuesto del Sector Público para el año fiscal 2013, que deroga la 

competencia del Tribunal del Servicio Civil en materia de pago de retribuciones (aprobada por 

Resolución N° 072-2013-SERVIR-PE), resultaba imposible que el Tribunal de Servicio Civil emita 

pronunciamiento sobre la pretensión del actor; por lo que, el acogimiento al silencio administrativo 

negativo resulta procedente, debiendo tenerse por agotada la vía administrativa, conforme lo ha 

precisado el actor. 

    

SEXTO.- Ahora bien, considerando que el punto neurálgico del caso es determinar si el demandante 

tiene derecho a percibir la bonificación diferencial prevista en el artículo 53 del Decreto Legislativo 

N° 276, Ley de Bases de la Carrera Administrativa, resulta del caso precisar que este dispositivo, 

señala: “La bonificación diferencial tiene por objeto: a) Compensar a un servidor de carrera por el 

desempeño de un cargo que implique responsabilidad directiva” (resaltado nuestro)  

 

Artículo que en concordancia con el artículo124 del Decreto Supremo del Decreto Supremo N° 005-

90-PCM, dispuso: “El servidor de carrera designado para desempeñar cargos de responsabilidad 

directiva, con más de cinco años en el ejercicio  de dichos cargos, percibirá de modo permanente la 

bonificación diferencial a que refiere el inciso a) del Art.53 de la Ley al finalizar la designación. 

Adquieren derecho a la percepción permanente de una proporción de la referida bonificación 

diferencial quienes al término de la designación cuenten con más de tres (3) años en el ejercicio de 

cargos de responsabilidad directiva. La norma específica señalara los montos y la proporcionalidad  

de la percepción remunerativa a que se refiere el presente artículo” (resaltado nuestro) 

 

SETIMO.- De las normas anteriormente descritas, se precisa que para acceder a la bonificación 

diferencial, se debe cumplir con los siguientes requisitos: 

Ser un servidor de carrera  

Que haya sido designado para desempeñar un cargo de responsabilidad directiva. 

Permanencia por más de 05 años en el ejercicio del cargo, para su percepción total; o por lo menos 03 

años, para su percepción proporcional. 

 

OCTAVO.- Ahora bien, de la revisión de autos, se verifica que, el actor tiene la condición de 

nombrado según consta de sus boletas de pago de folios 3 a 14. Y, en lo que respecta a la designación, 

conforme es de verse de la Resolución de Dirección Ejecutiva N° 916-DE-IPSS-93 de fecha 

24/09/1993 y Resolución de Gerencia General N° 1825-GG-IPSS-96 de fecha 20/12/1996 que se le 

encargó a partir del 23 de Noviembre de 1993, el cargo de Director del Policlínico Pacasmayo de 

Nivel Ejecutivo-4; asimismo con Resoluciones de Gerencia General N° 512-GG-IPSS-97 de fecha 

02/05/ 1997; N° 281-GG-IPSS-98 de fecha 16/03/1998 y N° 591-GG-IPSS-99 de fecha 11/06/199, se 

le encargó el cargo de Director del Centro Médico “La Esperanza” de Nivel Ejecutivo-4; si bien es 

cierto que, en estas resoluciones aparece como encargado, también es verdad que debe aplicarse, al 

caso, el principio de primacía de la realidad ya que independientemente de la denominación que se le 

dio a su designación en el cargo, el actor vino desempeñando todas las funciones propias a la 

naturaleza de la designación como Director del Centro Médico. 

Asimismo, debe precisarse que el actor, desempeño labores directivas por un tiempo de cuatro (4) 

años, incluso excedió periodos presupuestales no enmarcándose así en el artículo 82 del Decreto 

Supremo N° 005-90-PCM, que dispone “Que en ningún caso debe exceder  del periodo presupuestal 

(resaltado nuestro), supuesto que no enmarca dentro del caso del actor.  

 

Y, en lo que respecta al poder de decisión que tenía el actor, es preciso señalar que las resoluciones 

con las que se le designó en el cargo fueron emitidas por el Gerencia General del Instituto Peruano de 

Seguridad Social en las cuales se le otorga facultades para poder llevar a cabo las funciones propias 

del cargo.  
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Con lo expuesto, y se llega a la conclusión que las labores desempeñadas por el actor son las de un 

Director de Centro de Salud, por más de cuatro años, reiterando con responsabilidad directiva, tal 

conforme las documentales mencionadas líneas arriba, más no se verifica labores funcionariales como 

pretende hacer valer la parte apelante. Así las cosas, al actor le resulta aplicable lo previsto por el 

artículo 53 del Decreto Legislativo N° 276 y artículo 27 del Decreto Supremo N° 005-90-PCM, 

siendo fundada su demanda.   

 

NOVENO.- No obra en autos, medio de prueba que acredite que el hoy demandante, haya 

desempeñado cargos de confianza, y por el contrario se verifica que el actor ha desempeñado el cargo 

de Director del Policlínico Pacasmayo desde el 23 de noviembre de 1992 hasta el 20 de diciembre de 

1996, como director del Centro Médico La Esperanza desde el 20 de diciembre de 1997 hasta el 14 de 

junio de 1999, esto es por más de seis (6) años ha desempeñado el cargo directivo, lo cual implica el 

ejercicio responsabilidad netamente directiva, por ende corresponde amparar el pago de la 

bonificación prevista en el artículo 53 del Decreto Legislativo N° 276, y artículo 124 de su 

Reglamento. Debe precisarse que el derecho amparado, debe ser reconocido a partir de la fecha que se 

adquirió el derecho esto es desde el 20 de diciembre de 1996 y durante el periodo que ejerció el cargo 

directivo de manera ininterrumpida, cuyo monto será determinado  

En ejecución de sentencia, debiendo la parte demandada, en su oportunidad, presentar al juzgado, la 

liquidación correspondiente de devengados y consecuente pago de intereses legales, conforme lo ha 

dispuesto la juzgadora en la considerativa décima primera de la sentencia recurrida. Con lo expuesto, 

y habiéndose adjuntado más medios de prueba que contradigan los hechos vertidos en autos, la 

sentencia debe ser confirmada por esta Superior Sala.  

POR ESTAS CONSIDERACIONES los Jueces Superiores integrantes de la Cuarta Sala Especializada 

Laboral de la Corte Superior de Justicia de La Libertad, IMPARTIENDO JUSTICIA A NOMBRE 

DEL PUEBLO, RESUELVEN: 

 

CONFIRMAR la resolución número tres, de fecha veinte de enero del año dos mil catorce, obrante a 

folios 218-220, en el extremo que resuelve: declarar Infundada la excepción de prescripción propuesta 

por B y excepción de prescripción extintiva.  

 

CONFIRMAR la sentencia, contenida en la resolución número seis, su fecha 08 de mayo del 2015, 

obrante a folios 238-243; que resuelve declarar fundada en parte la demanda interpuesta por don A, 

contra el B, en consecuencia  se declara la nulidad de la resolución administrativa ficta, que deniega la 

solicitud del actor, ORDENÓ que la demandada emita nueva resolución administrativa, disponiendo 

otorgar al demandante el pago de la bonificación diferencial por haber ejercido cargo de 

responsabilidad directiva, más el pago de los devengados e intereses legales que se determinaran en 

ejecución de sentencia, mandato que deberá cumplir la demandada en el término de QUINCE DIAS y 

sin perjuicio de imponerse los apremios  establecidos en la ley contenciosa administrativa y el código 

procesal constitucional, en aplicación supletoria; y con lo demás que contiene; los devolvieron al 

Primer Juzgado Laboral Permanente de Trujillo.  

 

Actuando como Ponente, el señor Juez Superior Titular Dr. O 

 

S.S. 

P 

Q 

R
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Anexo 2 Definición y operacionalización de la variable e indicadores 
Aplica sentencia de primera instancia 

OBJETO DE 

ESTUDIO 

VARIABLE DIMENSIONES SUBDIMENSION

ES 

INDICADORES 

 

 

 

 

 

 

 

 

S 

E 

N 

T 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CALIDAD DE 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PARTE 

EXPOSITIVA 

 

 

 

 

Introducción 

1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la 

sentencia, indica el número de expediente, el número de 

resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de 

expedición, menciona al juez, jueces, etc.  

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? 

¿Cuál es el problema sobre lo que se decidirá?  

3. Evidencia la individualización de las partes: se 

individualiza al demandante, al demandado, y al del tercero 

legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso).  

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita 

que se tiene a la vista un proceso regular, sin vicios procesales, 

sin nulidades, que se ha agotado los plazos, las etapas, advierte 

constatación, aseguramiento de las formalidades del proceso, 

que ha llegado el momento de sentenciar.  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni 
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E 

N 

C 

I 

A 

LA 

SENTENCIA  

abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas.   

 

 

 

 

Postura de las 

partes 

1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del 

demandante.  

2. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del 

demandado.  

3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos 

facticos expuestos por las partes.  

4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos 

respecto de los cuales se va  resolver.  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni 

abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas.  

 

 

 

 

 

 

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados 

o improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos en forma 

coherente, sin contradicciones, congruentes y concordantes  con 

los alegados por las partes, en función de los hechos relevantes 
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PARTE 

CONSIDERATIVA 

 

Motivación de los 

hechos 

que sustentan la pretensión(es). 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se 

realizó el análisis individual de la fiabilidad y validez de los 

medios probatorios si la prueba practicada se puede considerar 

fuente de conocimiento de los hechos; se verificó los requisitos 

requeridos para su validez). 

3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración 

conjunta. (El contenido evidencia completitud en la valoración, 

y no valoración unilateral de las pruebas, el órgano 

jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, 

interpretó la prueba, para  saber su significado).  

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana 

crítica y las máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez 

forma convicción respecto del valor del medio probatorio para 

dar a conocer de un hecho concreto). 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni 

abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas).  

Motivación del 1.  Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s)  

aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y 



116 

 

derecho pretensiones. (El contenido señala las normas, indica que es 

válida, refiriéndose a su  vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en 

cuanta validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a 

ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es 

coherente).  

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. 

(El contenido se orienta a explicar el procedimiento utilizado 

por el juez para dar significado a la norma, es decir cómo debe 

entenderse la norma, según el juez)  

3. Las razones se orientan a respetar los derechos 

fundamentales.  (La motivación evidencia que su razón de ser 

es la aplicación de una(s) norma(s) razonada, evidencia 

aplicación de la legalidad). 

4. Las razones se orientan a  establecer conexión entre los 

hechos y las normas que justifican la decisión. (El contenido  

evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven de base 

para la decisión y las normas que le dan el correspondiente 

respaldo normativo). 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni 

abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique 
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las expresiones ofrecidas).  

 

 

 

 

 

 

PARTE  

RESOLUTIVA 

 

 

 

 

Aplicación del 

Principio de 

Congruencia 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las 

pretensiones oportunamente ejercitadas. (Es completa)  

2. El contenido evidencia resolución nada más, que de las 

pretensiones ejercitadas (No se extralimita/Salvo que la ley 

autorice pronunciarse más allá de lo solicitado).  

3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al 

debate, en primera instancia.  

4. El contenido del pronunciamiento evidencia 

correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y 

considerativa respectivamente.  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni 

abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas).   

 

 

 

 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que 

se decide u ordena.  

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se 
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Descripción de la 

decisión 

decide u ordena.   

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde 

cumplir con la pretensión planteada/ el derecho reclamado, o 

la exoneración de una obligación.   

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a 

quién le corresponde el pago de los costos y costas del 

proceso, o la exoneración si fuera el caso. 

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni 

abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas.   
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Segunda Instancia 

 

OBJETO DE 

ESTUDIO 

VARIABLE DIMENSIONES SUBDIMENSIONES INDICADORES 

 

S 

E 

N 

T 

E 

N 

C 

I 

A 

 

CALIDAD DE 

LA 

 

SENTENCIA 

EXPOSITIVA Introducción 

1. El encabezamiento evidencia: la individualización de 

la sentencia, indica el  número de expediente, el 

número de resolución que le corresponde a la 

sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, 

jueces, etc.  

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las 

pretensiones? ¿Cuál  es el problema sobre lo que se 

decidirá?, el objeto de la impugnación, o la consulta, los 

extremos a resolver. 

3. Evidencia la individualización de las partes: se 

individualiza al demandante, al demandado, y al  del 

tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera 

en el proceso. 

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido 

explicita que se tiene a la vista un proceso regular, sin 

vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado los 

plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento 
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de las formalidades del proceso, que ha llegado el 

momento de sentenciar.  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no 

excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que 

su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.  

Postura de las partes 

1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta 

(El contenido explicita los extremos impugnados en el 

caso que corresponda).  

2. Explicita y evidencia congruencia con los 

fundamentos fácticos/jurídicos que sustentan la 

impugnación/o la consulta.  

3. Evidencia la pretensión(es) de quién formula la 

impugnación/o de quién ejecuta la consulta.  

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria 

al impugnante/de las partes si los autos se hubieran 

elevado en consulta/o explicita el silencio o inactividad 

procesal.  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no 

excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 
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lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que 

su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.   

CONSIDERATIV

A 

Motivación de los 

hechos 

1. Las razones evidencian la selección de los hechos 

probados o improbadas. (Elemento imprescindible, 

expuestos en forma coherente, sin contradicciones, 

congruentes y concordantes con los alegados por las 

partes, en función de los hechos relevantes que sustentan 

la pretensión(es). 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. 

(Se realizó el análisis individual de la fiabilidad y validez 

de los medios probatorios si la prueba  practicada se 

puede considerar fuente de conocimiento de los hechos, 

se verificó los requisitos  requeridos para su validez). 

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración 

conjunta. (El contenido evidencia completitud en la 

valoración, y no valoración unilateral de las pruebas, el 

órgano jurisdiccional examinó todos los posibles 

resultados probatorios, interpretó la prueba, para  saber 

su significado).  

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la 
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sana crítica y las máximas de la experiencia. (Con lo 

cual el juez forma convicción respecto del valor del 

medio probatorio para dar a conocer de un hecho 

concreto). 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no 

excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que 

su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.  

 

Motivación del 

derecho 

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) 

norma(s) aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a 

los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) 

norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su  

vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en cuanta validez 

formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a ninguna 

otra norma del sistema, más al contrario que es 

coherente).  

2. Las razones se orientan a interpretar las normas 

aplicadas. (El contenido se orienta a explicar el 

procedimiento utilizado por el juez para dar significado 
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a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, 

según el juez)  

3. Las razones se orientan a respetar los derechos 

fundamentales.  (La motivación evidencia que su razón 

de ser es la aplicación de una(s)  norma(s) razonada, 

evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple. 

4. Las razones se orientan a  establecer conexión entre 

los hechos y las normas que justifican la decisión. (El 

contenido evidencia que hay nexos, puntos de unión que 

sirven de base para la decisión y las normas que le dan 

el correspondiente respaldo normativo). 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no 

excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que 

su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas).  

RESOLUTIVA  

Aplicación del 

Principio de 

Congruencia 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas 

las pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio/en la adhesión/ o los fines de la consulta. 

(según corresponda) (Es completa)  

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, 
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que de las pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio/la adhesión o la consulta (según 

corresponda)  (No se extralimita)/Salvo que la ley 

autorice pronunciarse más allá de lo solicitado).   

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos 

reglas precedentes a las cuestiones introducidas y 

sometidas al debate, en segunda instancia.  

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia 

(relación recíproca) con la parte expositiva y 

considerativa respectivamente.  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no 

excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que 

su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas).   

Descripción de la 

decisión 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de 

lo que se decide u ordena.  

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo 

que se decide u ordena.   

3. El pronunciamiento evidencia a quién le 

corresponde cumplir con la pretensión planteada/ el 
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derecho reclamado/ o la exoneración de una obligación/ 

la aprobación o desaprobación de la consulta.  Si 

cumple. 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y 

clara a quién le corresponde el pago de los costos y 

costas del proceso/ o la exoneración si fuera el caso.  

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no 

excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que 

su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.  
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Anexo 3 Instrumento de recolección de datos (lista de cotejo) 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 
1. PARTE EXPOSITIVA 

 

1.1.    Introducción 

 
1. El encabezamiento evidencia: la   individualización  de  la  sentencia, el  número del 

expediente, el número de resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de 

expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple/No cumple 
 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál  es el problema sobre, lo 

que se decidirá? Si cumple/No cumple 
 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al demandado, y 

al tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso). Si cumple/No cumple 

 
4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista un proceso 

regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado  los  plazos,  las etapas,  advierte 

constatación,  aseguramiento  de las formalidades del proceso, que ha llegado el momento de 
sentenciar. Si cumple/No cumple 

 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 
tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 

cumple/No cumple 

 
 

1.2.    Postura de las partes 

 
1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante. Si cumple/No cumple 

 

2. Explicita y evidencia congruencia con    la pretensión del demandado. Si cumple/No cumple 

 
3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos expuestos por las partes. Si 

cumple/No cumple 

 
4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos respecto al(os) cuales se resolverá. 

Si cumple/No cumple 

 
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si 

cumple/No cumple 
 

PARTE CONSIDERATIVA 
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2.1.    Motivación de los Hechos 
1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. (Elemento  

imprescindible,  expuestos  en  forma  coherente,  sin contradicciones, congruentes y 

concordantes  con los alegados por las partes, en función de los hechos relevantes que sustentan 

la pretensión(es).Si cumple/No cumple 
 

2. Las razones evidencian la fiabilidad  de las pruebas. (Se realizó el análisis individual de la 

fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba  practicada se puede considerar fuente 
de conocimiento de los hechos; se verificó los requisitos  requeridos para su validez).Si 

cumple/No cumple 

 

3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido evidencia 
completitud en la valoración, y no valoración unilateral de la pruebas, el órgano jurisdiccional 

examinó todos los posibles resultados probatorios, interpretó la prueba, para saber su 

significado). Si cumple/No cumple 
 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la 

experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del valor del medio probatorio para 
dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple/No cumple 

 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 
o perder de vista que su objetivo es, que el  receptor decodifique  las  expresiones  ofrecidas).  Si  

cumple/No cumple 

 
2.2.    Motivación del derecho 

 

1.  Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s)  aplicada ha sido seleccionada de 
acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) norma(s) indica que es válida, 

refiriéndose a su  vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en cuanto a  validez formal y legitimidad, 

en cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). 

Si cumple/No cumple 
 

2. Las razones se orientan a interpretar   las normas aplicadas. (El contenido se orienta a explicar 

el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la norma, es decir cómo debe 
entenderse la norma, según el juez) Si cumple/No cumple 

 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La  motivación  evidencia  

que  su  razón  de  ser  es  la  aplicación  de  una(s) norma(s) razonada, evidencia aplicación de la 
legalidad).Si cumple/No cumple 

 

4. Las razones se orientan, a  establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican  la 
decisión. (El contenido  evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven de base para la 

decisión y las normas que le dan el correspondiente respaldo normativo).Si cumple/No cumple 

 
5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 
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o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si 

cumple/No cumple 
 

3. Parte resolutiva 

2.3.  Aplicación del principio de congruencia 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones oportunamente ejercitadas. 
(Es completa) Si cumple/No cumple 

 

2. El contenido evidencia resolución nada más, que de las pretensiones ejercitadas (No se 
extralimita/Salvo que la ley autorice pronunciarse más allá de lo solicitado). Si cumple/No 

cumple 

 

3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y 
sometidas al debate, en primera instancia. Si cumple/No cumple 

 

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y 
considerativa respectivamente. No cumple  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 
o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si 

cumple/No cumple 

 

2.4.    Descripción de la decisión 
 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si cumple/No 

cumple 
 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena. Si cumple/No 

cumple 
 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con   la   pretensión   planteada/   

el   derecho   reclamado,   o   la exoneración de una obligación.  Si cumple 

 
4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de los 

costos y costas del proceso, o la exoneración si fuera el caso. Si cumple/No cumple 

 
5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 

cumple/No cumple 
 

 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 
 

1. PARTE EXPOSITIVA 

1.1.   Introducción 
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1. El encabezamiento evidencia: la   individualización  de  la  sentencia, indica el  número del 

expediente, el número de resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de 
expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple/No cumple 

 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál es el problema sobre lo que 

se decidirá?, el objeto de la impugnación, o la consulta; los  extremos a resolver. Si cumple/No 
cumple 

 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al demandado, y 
al  del tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso). Si cumple/No 

cumple 

 

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista un proceso 
regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado  los  plazos,  las etapas,  advierte 

constatación,  aseguramiento  de las formalidades del proceso, que ha llegado el momento de 

sentenciar. Si cumple/No cumple 
 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 
o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 

cumple/No cumple 

1.2.   Postura de las partes 

 
1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El contenido explicita los extremos 

impugnados en el caso que corresponda). Si cumple/No cumple 

 
2. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos que  sustentan  la  

impugnación/o la consulta.  Si cumple/No cumple 

3. Evidencia la pretensión(es) de quien formula la impugnación/o de quién ejecuta la consulta. Si 
cumple/No cumple 

 

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria al impugnante/de las partes si los autos se 

hubieran elevado en consulta/o explicita el silencio o inactividad procesal. Si cumple/No cumple 
 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 
o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 

cumple/No cumple 

 

2.  PARTE CONSIDERATIVA 
 

2.1.   Motivación de los hechos 

 
1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. (Elemento  

imprescindible,  expuestos  en  forma  coherente,  sin contradicciones, congruentes y 

concordantes  con los alegados por las partes, en función de los hechos relevantes que sustentan 
la pretensión(es).Si cumple/No cumple 
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2. Las razones evidencian la fiabilidad  de las pruebas. (Se realizó el análisis individual de la 

fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba  practicada se puede considerar fuente 
de conocimiento de los hechos, se verificó los requisitos  requeridos para su validez).Si 

cumple/No cumple 

 

3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido evidencia 
completitud en la valoración, y no valoración unilateral de la pruebas, el órgano jurisdiccional 

examinó todos los posibles resultados probatorios, interpretó la prueba, para saber su 

significado). Si cumple/No cumple 
 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la 

experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del valor del medio probatorio para 

dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple/No cumple 
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 
cumple/No cumple 

2.2.   Motivación del derecho 

 
1.  Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s)  aplicada ha sido seleccionada de 

acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) norma(s) indica que es válida, 

refiriéndose a su vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en cuanto a validez formal y legitimidad, 

en cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). 
Si cumple/No cumple 

 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se orienta a explicar 
el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la norma, es decir cómo debe 

entenderse la norma, según el juez) Si cumple/No cumple 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La  motivación  evidencia  
que  su  razón  de  ser  es  la  aplicación  de  una(s) norma(s) razonada, evidencia aplicación de la 

legalidad).Si cumple/No cumple 

 

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican la 
decisión. (El contenido  evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven de base para la 

decisión y las normas que le dan el correspondiente respaldo normativo).Si cumple/No cumple 

 
5. Evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si 

cumple/No cumple 
 

3. PARTE RESOLUTIVA 

3.1.   Aplicación del principio de congruencia 
1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio/ en la adhesión / o los fines de la consulta (según corresponda). (Es completa) Si 

cumple/No cumple 
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2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, que de las pretensiones formuladas en el 

recurso impugnatorio/la adhesión o la consulta (según corresponda) (No se extralimita)/Salvo 
que la ley autorice pronunciarse más allá de lo solicitado).  Si cumple/No cumple 

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia. Si cumple /No cumple 

 
4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y 

considerativa respectivamente. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 
tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si 

cumple/No cumple 

 
3.2.     Descripción de la decisión 

 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si cumple/No 
cumple 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena. Si cumple/No 

cumple 
 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada / el 

derecho reclamado/ o la exoneración de una obligación/ la aprobación o desaprobación de la 

consulta.  Si cumple/No cumple 
 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de los 

costos y costas del proceso/ o la exoneración si fuera el caso. Si cumple/No cumple 
 

5. Evidencian claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, 
o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 

cumple/No cumple 
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Anexo 4 Procedimiento de recolección, organización, calificación de datos y 

determinación de la variable 

1. CUESTIONES PREVIAS 

De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), se denomina objeto de 
estudio a las sentencias de primera y segunda instancia.  

La variable de estudio viene a ser la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia 

según los parámetros doctrinarios, normativos y jurisprudenciales pertinentes.  
La variable tiene dimensiones, los cuales son tres por cada sentencia, estos son: la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, respectivamente. 

Cada dimensión de la variable tiene sus respectivas sub dimensiones.  

 
En relación a la sentencia de primera y segunda instancia.  

 

Las sub dimensiones de la dimensión parte expositiva son 2: introducción y la postura de las 
partes. 

Las sub dimensiones de la dimensión parte considerativa son 2: motivación de los hechos y 

motivación del derecho. 
Las sub dimensiones de la dimensión parte resolutiva son 2: aplicación del principio de 

congruencia y descripción de la decisión. 

 

* Aplicable: cuando la fuente se trata de procesos civiles y afines. 
 

Cada sub dimensión presenta 5 parámetros, se presenta en el instrumento para recoger los datos 

que se llama lista de cotejo. 
Para asegurar la objetividad de la medición, en cada sub dimensión se ha previsto 5 parámetros, 

que son criterios o indicadores de calidad, extraídos indistintamente de la normatividad, la 

doctrina y la jurisprudencia los cuales se registran en la lista de cotejo. 
De los niveles de calificación: la calidad de las sub dimensiones, las dimensiones y la variable en 

estudio se califica en 5 niveles que son: muy baja, baja, mediana, alta y muy alta, 

respectivamente. 

Calificación:  
De los parámetros: el hallazgo o inexistencia de un parámetro, en el texto de la sentencia en 

estudio, se califica con las expresiones: si cumple y no cumple 

De las sub dimensiones: se determina en función al número de parámetros cumplidos.  
De las dimensiones: se determina en función a la calidad de las sub dimensiones, que presenta.  

De la variable: se determina en función a la calidad de las dimensiones 

 

Recomendaciones: 
Examinar con exhaustividad: el Cuadro de Operacionalización de la Variable que se identifica 

como Anexo 2. 

Examinar con exhaustividad: el proceso judicial existente en el expediente. 
Identificar las instituciones procesales y sustantivas existentes en el proceso judicial existente en 

el expediente, incorporarlos en el desarrollo de las bases teóricas del trabajo de investigación, 

utilizando fuentes doctrinarias, normativas y jurisprudenciales. 
Empoderarse, sistemáticamente, de los conocimientos y las estrategias previstas facilitará el 

análisis de la sentencia, desde el recojo de los datos, hasta la defensa de la tesis. 
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El presente anexo solo describe el procedimiento de recojo y organización de los datos.  

Los cuadros de presentación de los resultados evidencian su aplicación. 
  

2. PROCEDIMIENTOS PARA RECOGER LOS DATOS DE LOS PARÁMETROS 

DOCTRINARIO, NORMATIVOS Y JURISPRUDENCIALES PREVISTOS EN EL 

PRESENTE ESTUDIO.  

 

Para recoger los datos se contrasta la lista de cotejo con el texto de la sentencia; el propósito es 

identificar cada parámetro en el texto respectivo de la sentencia. 
La calificación se realiza conforme al cuadro siguiente: 

 

 

Cuadro 1 
Calificación aplicable a los parámetros 

 

 Texto respectivo de la 

sentencia  

Lista de 

parámetros 

Calificación 

 
 

 Si cumple (cuando en el texto se 
cumple) 

No cumple (cuando en el texto no se 

cumple) 

 

 
Fundamentos: 

 

El hallazgo de un parámetro se califica con la expresión  :  Si cumple 
La ausencia de un parámetro se califica con la expresión :  No cumple 

 

 

3. PROCEDIMIENTO BÁSICO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE UNA SUB 

DIMENSIÓN 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia) 

 
Cuadro 2 

Calificación aplicable a cada sub dimensión  

 

Cumplimiento de los 

parámetros en una sub 
dimensión 

Valor  (referencial) Calificación de calidad 

Si se cumple 5 de los 5 

parámetros previstos 

 5    Muy alta 

Si se cumple 4 de los 5 
parámetros previstos 

 4   Alta 

Si se cumple 3 de los 5 

parámetros previstos 

 3   Mediana 
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Si se cumple 2 de los 5 
parámetros previstos 

2  Baja 

Si sólo se cumple 1 

parámetro previsto o 
ninguno 

1  Muy baja 

 
 

 

Fundamentos: 
 

Se procede luego de haber aplicado las pautas establecidas en el Cuadro 1, del presente 

documento.  

Consiste en agrupar los parámetros cumplidos. 
 

La calidad de la sub dimensión se determina en función al número de parámetros cumplidos.  

 
 Para todos los casos el hallazgo de uno, o ninguno de los 5 parámetros previstos, se califica con 

el nivel de: muy baja. 

 

4. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LAS DIMENSIONES 

PARTE EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA 

 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia) 
 

Cuadro 3 

 
Calificación aplicable a las dimensiones: parte expositiva y parte resolutiva 

 

 

 

 

Dimens
ión 

  

 

 

Sub 
dimensiones 

 Calificación   

Rangos de 

calificación de 

la dimensión 

 

 Calificación 

de la calidad 

de la 
dimensión 

De las sub 

dimensiones 

De  

la 

dimensión 

M
u

y
 b

aj
a 

B
aj

a 

M
ed

ia
n
a 

A
lt

a 

M
u

y
 a

lt
a 

1 2 3 4 5 

  

 

Nombr

e de la 
dimensi

ón: … 

 

Nombre de 

la sub 

dimensión 

 X     

 

7 

[ 9  -  10 ]  Muy Alta 

[ 7  -  8 ] Alta 

Nombre de 
la sub 

dimensión 

 

    X [ 5  -  6 ] Mediana 

[ 3  -  4 ] Baja 

[  1 -  2 ] Muy baja 
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Ejemplo: 7, está indicando que la calidad de la dimensión,   … es alta, se deriva de la calidad de 

las dos sub dimensiones,….. y……,  que son baja y muy alta, respectivamente. 
 

Fundamentos: 

De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 2), las dimensiones 

identificadas como: parte expositiva y parte resolutiva, cada una, presenta dos sub dimensiones. 
Asimismo, el valor máximo que le corresponde a una sub dimensión es 5 (Cuadro 2). Por esta 

razón, el valor máximo que le corresponde a una dimensión que tiene 2 sub dimensiones es 10.  

Por esta razón el valor máximo que le corresponde a la parte expositiva y parte resolutiva, es 10. 
Asimismo, para los efectos de establecer los 5 niveles de calidad, se divide 10 (valor máximo) 

entre 5 (número de niveles), y el resultado es 2. 

El número 2, indica que cada nivel de calidad presenta 2 niveles de calidad 

Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al organizar los datos, se 
establece rangos; éstos a su vez orientan la determinación de la calidad. Ejemplo: observar el 

contenido y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 3. 

 
La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el siguiente texto: 

 

Valores y nivel de calidad: 
 

 

[9  -  10]  =  Los valores pueden ser  9 o 10  =  Muy alta 

 
[7  -    8]  =  Los valores pueden ser  7 u  8   =  Alta 

 

[5  -    6]  =  Los valores pueden ser  5 o 6    =  Mediana 
 

[3  -    4]  =  Los valores pueden ser  3 o 4    =  Baja 

 
[1  -    2]  =  Los valores pueden ser  1 o 2    =  Muy baja 

 

Nota: Esta información se evidencia en las dos últimas columnas del Cuadro 3.  

 
 

5. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LA DIMENSIÓN 

PARTE CONSIDERATIVA 

 

Se realiza por etapas. 

 

5.1. Primera etapa: determinación de la calidad de las sub dimensiones de la parte considerativa. 
 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia). 

 
Cuadro 4 

 

Calificación aplicable a las sub dimensiones de la parte considerativa 
 

Cumplimiento de criterios de  Valor Calificación de 
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evaluación Ponderación numérico 
(referencial) 

calidad 

Si se cumple 5 de los 5 parámetros 

previstos 

2x 5    10 Muy alta 

Si se cumple 4 de los 5 parámetros 

previstos 

2x 4    8 Alta 

Si se cumple 3 de los 5 parámetros 

previstos 

2x 3    6 Mediana 

Si se cumple 2 de los 5 parámetros 

previstos 

2x2   4 Baja 

Si sólo se cumple 1 parámetro previsto 
o ninguno 

2x 1  2 Muy baja 

Nota: el número 2, está indicando que la ponderación o peso asignado para los parámetros está 
duplicado; porque pertenecen a la parte considerativa, lo cual permite hallar los valores que 

orientan el nivel de calidad. 

  
Fundamentos: 

 

Aplicar el procedimiento previsto en el Cuadro 1. Es decir; luego de haber identificado uno por 

uno, si los parámetros se cumplen o no. 
El procedimiento para determinar la calidad de las dimensiones identificadas como parte 

EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA, difiere del procedimiento empleado para determinar la calidad 

la dimensión identificada como parte CONSIDERATIVA. En éste último la ponderación del 
cumplimiento de los parámetros se duplican. 

La calidad de la parte expositiva y resolutiva emerge de la calidad de sus respectivas sub 

dimensiones, los cuales a su vez se determinan agrupando los parámetros cumplidos conforme al 
Cuadro 2. 

La calidad de la parte considerativa; también, emerge de la calidad de sus respectivas sub 

dimensiones; cuya calidad, a diferencia de las anteriores, se determina luego de multiplicar por 

2, el número de parámetros cumplidos conforme al Cuadro 4. Porque la ponderación no es 
simple; sino doble. 

Por esta razón los valores que orientan la determinación de los cinco niveles de calidad que son: 

muy baja, baja, mediana, alta y muy alta; no son, 1, 2, 3, 4 y 5; sino: 2, 4, 6, 8 y 10; 
respectivamente; cuando se trata de la parte considerativa. 

Fundamentos que sustentan la doble ponderación: 

 

5.2. Segunda etapa: determinación de la calidad de la de dimensión: parte considerativa 
(Aplicable para la sentencia de primera instancia   - tiene 2 sub dimensiones – ver Anexo 2) 

 

 
Cuadro 5 

 

Calificación aplicable a la dimensión: parte considerativa (primera instancia) 
 

    Calificación    
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Dimensión  
Sub 

dimensi

ones 

De las sub dimensiones De  
la 

dimens

ión 
 

 

 

Rangos de 
calificación 

de la 

dimensión 

Calificaci
ón de la 

calidad 

de la 
dimensió

n 

M
u

y
 

b
aj

a 

   
  
  
  

B
aj

a 
M

ed
ia

n

a A
lt

a 

 M
u

y
 

al
ta

 

2x 

1= 

 
2 

2x 2= 

 

4 

2x 

3= 

 
6 

2x 

4= 

 
8 

2x 5= 

 

10 

  

Parte 

 
 

considerati

va 

Nombre 

de la 

sub 
dimensi

ón 

 

   

X 

   

 

 
14 

 

[17  - 20]  

 

Muy alta 

 

Nombre 

de la 
sub 

dimensi

ón  

   X  

 

 
 

[13  -  16] Alta 

[9  -  12] Mediana 

[5  -  8] Baja 

[1 -  4] Muy baja 

Ejemplo: 14, está indicando que la calidad de la dimensión parte considerativa es de calidad alta, 

se deriva de los resultados de la calidad de las dos sub dimensiones que son de calidad mediana 
y alta, respectivamente. 

 

Fundamentos: 

De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 2), la parte considerativa 
presenta 2 sub dimensiones que son motivación de los hechos y motivación del derecho. 

De acuerdo al Cuadro 4, el valor máximo que le corresponde a cada sub dimensión es 10; 

asimismo, de acuerdo a la lista de especificaciones (punto 8.3), la calidad de una dimensión se 
determina en función a la calidad de las sub dimensiones que lo componen. 

Por esta razón si una dimensión tiene 2 sub dimensiones, cuyo valor máximo de cada uno, es 10; 

el valor máximo que le corresponde a la dimensión es 20. 

El número 20, es referente para determinar los niveles de calidad. Consiste en dividir 20 (valor 
máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 4. 

El número 4 indica, que en cada nivel de calidad hay 4 valores. 

Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al organizar los datos, se 
establece rangos; para orientar la determinación de los 5 niveles de calidad. Ejemplo: observar el 

contenido y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 5. 

La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el siguiente texto: 
 

Valores y nivel de calidad:  

 

  [17  -  20]  =  Los valores pueden ser  17, 18, 19 o 20  =   Muy alta 
 

  [13  -  16]  =  Los valores pueden ser  13, 14, 15 o 16  =   Alta 
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  [9    -  12]  =  Los valores pueden ser  9, 10, 11 o 12    =   Mediana 

 
  [5    -   8]   =  Los valores pueden ser  5, 6, 7 u 8         =    Baja 

 

  [1    -   4]   =  Los valores pueden ser 1, 2, 3 o 4        =      Muy baja 

 
 

 

5.2. Tercera etapa: determinación de la calidad de la dimensión: parte considerativa – Sentencia 
de segunda instancia 

 

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la parte considerativa 

de la sentencia de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 5.  
 

Fundamento:  

 
La parte considerativa de la sentencia de segunda instancia, presenta el mismo número de sub 

dimensiones que la parte considerativa de la sentencia de primera instancia, entonces el 

procedimiento a seguir es el mismo. 
La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – Anexo 2. 

 

6. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LA VARIABLE: 

CALIDAD DE LA SENTENCIAS 

 

Se realiza por etapas 

 
6.1. Primera etapa: con respecto a la sentencia de primera instancia 

 

Examinar el cuadro siguiente: 
 

Cuadro 6 

Calificación aplicable a la sentencia de primera y segunda instancia 

 

  
  

  
  

  
  
V
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 D
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n
 

  S
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b
 d
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Calificación de las sub 

dimensiones 

 

 

Calificación 

de las 

dimensiones 

 

Determinación de la variable: calidad 

de la sentencia 
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1 

 

2 

 

3 

 

4 

 

5 

 

[1 

- 

8] 

 

[9 - 

16] 

 

[17 -

24] 

 

[25-

32] 

 

[33 - 

40] 

  
  

  
  

  
  
  

  
  
  

  
  
  

  
  
  

  
  
  

  
  
  

  
  
  

  
  
  

C
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id
ad

 
d

e 
la

 

se
n

te
n

ci
a
…

 
 P

ar
te

 e
x

p
o
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ti

v
a
 

Introduc

ción 

  X    

 

7 

[9  - 

10] 

Muy alta     

 

 

 

 

 

 

 

 

Postura 

de las 

partes 

   X  [7  -  

8] 

Alta 

[5  -  

6] 

Mediana 

[3  -  Baja 
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Ejemplo: 30, está indicando que la calidad de la sentencia en estudio es de rango alta, se deriva 
de los resultados de la calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva que fueron de 

rango: alta, alta y muy alta, respectivamente. 

  
Fundamentos 

De acuerdo a la Lista de Especificaciones la calidad de cada sentencia se determina en función a 

la calidad de sus partes 
Para determinar la calidad de la sentencia de primera instancia, se aplica todos los 

procedimientos especificados, de la forma siguiente: 

 

Recoger los datos de los parámetros. 
Determinar la calidad de las sub dimensiones; y  

Determinar la calidad de las dimensiones. 

Ingresar la información a cuadro similar al que se presenta en el Cuadro 6. Se realiza al concluir 
el trabajo de investigación. 

Determinación de los niveles de calidad.  

Se determina el valor máximo, en función al valor máximo de la parte expositiva, considerativa 
y resolutiva, que son 10, 20 y 10, respectivamente, (Cuadro 3 y 5), el resultado es: 40. 

Para determinar los niveles de calidad se divide 40 (valor máximo) entre 5 (número de niveles) 

el resultado es: 8. 

El número 8, indica que en cada nivel habrá 8 valores. 
Para asegurar que todos los valores que surjan al organizar los datos, se establece rangos, para 

orientar los 5 niveles de calidad. Ejemplo: observar el contenido y la lectura ubicada en la parte 

inferior del Cuadro 6. 
Observar los niveles y valores de cada nivel en el siguiente texto:  

Valores y niveles de calidad 

[33  - 40]  =  Los valores pueden ser  33, 34, 35, 36,37, 38, 39 o 40  =   Muy alta 

  [25  -  32]  =  Los valores pueden ser  25, 26, 27, 28, 29, 30,31 o 32   =   Alta 
 

4]  

 

 

30 

[1 -  2] Muy 

baja 

P
ar

te
 c

o
n

si
d

er
at

iv
a 

 2 4 6 8 10  

 

14 

[17 -

20]  

Muy alta 

Motivació

n de los 

hechos 

   X  [13-

16] 

Alta 

 

Motivació

n del 

derecho 

   

 

X 

  [9- 12] Mediana 

[5 -8] Baja 

[1 -  4] Muy 

baja 
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o
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v
a
 

 

 

 

Aplicació

n del 

principio 

de 

congruen

cia 

1 2 3 4 5  

 

9 

 

[9  -

10]  

 

Muy alta 

   X  [7  -  

8] 

Alta 

[5  -  

6] 

Mediana 

Descripci

ón de la 

decisión 

    X [3  -  

4] 

Baja 

[1  - 2] Muy 

baja 
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  [17  -  24]  =  Los valores pueden ser  17, 18, 19, 20, 21, 22,23, o 24  =   

Mediana 
 

  [9    -  16]   =  Los valores pueden ser  9, 10, 11, 12, 13, 14,15 o 16   =    Baja 

 

  [1   -   8]   =  Los valores pueden ser 1, 2, 3, 4, 5, 6,7 u 8 =     Muy baja 
 

 

6.2. Segunda etapa: con respecto a la sentencia de segunda instancia 
Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la sentencia de primera 

instancia, conforme se observa en el Cuadro 6.  

Fundamento:  

 
La sentencia de primera instancia, presenta el mismo número de sub dimensiones que la 

sentencia de segunda instancia 

La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – Anexo  
 

Cuadro 6.  Calificación aplicable a la sentencia de primera y segunda instancia 
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16] 

 

[17 -
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  X    
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[9  - 

10] 
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30 

 

 

Postura 

de las 

partes 

   X  [7  -  8] Alta 

[5  -  6] Med

iana 

[3  -  4] Baja 

[1 -  2] Muy 

baja 

P
ar
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 c

o
n
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d
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a 

Motivaci

ón de los 

hechos 

2 4 6 8 1

0 

 

 

1

4 

[17 -

20]  

Muy 

alta 

   X  [13-16] Alta 

Motivaci

ón del 

   

X 

  [9- 12] Med

iana 
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Ejemplo: 30, está indicando que la calidad de la sentencia en estudio es de rango alta, se deriva de los resultados de la 
calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva que fueron de rango: alta, alta y muy alta, respectivamente. 

Fundamentos 

 De acuerdo a las Lista de Especificaciones la calidad de cada sentencia se 

determina en función a la calidad de sus partes 

 Para determinar la calidad de la sentencia de primera instancia, se aplica todos 

los procedimientos especificados, de la forma siguiente: 

1) Recoger los datos de los parámetros. 

2) Determinar la calidad de las sub dimensiones; y  

3) Determinar la calidad de las dimensiones. 

4) Ingresar la información a cuadro similar al que se presenta en el Cuadro 6. Se 

realiza al concluir el trabajo de investigación. 

Determinación de los niveles de calidad.  

1) Se determina el valor máximo, en función al valor máximo de la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que son 10, 20 y 10, respectivamente, 

(Cuadro 3 y 5), el resultado es: 40. 

2) Para determinar los niveles de calidad se divide 40 (valor máximo) entre 5 

(número de niveles) el resultado es: 8. 

3) El número 8, indica que en cada nivel habrá 8 valores. 

4) Para asegurar que todos los valores que surjan al organizar los datos, se 

establece rangos, para orientar los 5 niveles de calidad. Ejemplo: observar el 

contenido y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 6. 

5) Observar los niveles y valores de cada nivel en el siguiente texto:  

Valores y niveles de calidad 
  [33  - 40]  =  Los valores pueden ser  33, 34, 35, 36, 37, 38, 39 o 40  =   Muy alta 

 

  [25  -  32]  =  Los valores pueden ser  25, 26, 27, 28, 29, 30, 31 o 32   =   Alta 

 

  [17  -  24]  =  Los valores pueden ser  17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, o 24  =   Mediana 

 

  [9    -  16]   =  Los valores pueden ser  9, 10, 11, 12, 13, 14, 15 o 16   =    Baja 

derecho [5 -8] Baja 

[1 -  4] Muy 

baja 
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ar
te

  
  
 r
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o
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ti
v
a 

Aplicaci
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de 

congrue
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1 2 3 4 5  

 

9 

 

[9  -10]  
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   X  [7  -  8] Alta 

[5  -  6] Med
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Descripc

ión de la 

decisión 

    X [3  -  4] Baja 

[1  - 2] Muy 

baja 
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  [1   -   8]   =  Los valores pueden ser 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 u 8 =     Muy baja 

 

 

6.2. Segunda etapa: con respecto a la sentencia de segunda instancia 

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la 

sentencia de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 6.  

Fundamento:  

 

• La sentencia de primera instancia, presenta el mismo número de sub dimensiones 

que la sentencia de segunda instancia 

• La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – Anexo 
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Anexo 5 Cuadros descriptivos de resultados se sentencia de primera y segunda instancia  

Anexo 5.1: calidad de la parte expositiva con énfasis en la introducción y postura de las partes – sentencia de primera 

instancia sobre impugnación de resolución administrativa. 
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Evidencia Empírica 

 

 

 

Parámetros 

Calidad de la 

introducción, y de la 

postura de las partes 

Calidad de la parte 

expositiva de la sentencia 

de primera instancia 
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1 2 3 4 5 [1 - 

2] 

[3 - 4] [5 - 

6] 

[7- 

8] 

[9-

10] 
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 CORTE SUPERIO DE JUSTICIA DE LA 

LIBERTAD 

PRIMER JUZGADO ESPECIALIZADO DE 

TRABAJO 

SENTENCIA Nº  347  - 2015 

 

EXPEDIENTE N º : 05483-2013-0-1601-JR-

LA-01 

DEMANDANTE : A 

DEMANDADO  : B 

MATERIA  : PROCESO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

JUEZ   : E 

SECRETARIA  : F  

 

RESOLUCIÓN NÚMERO: SEIS 

Trujillo, ocho de mayo del año dos mil quince.- 

 

1. El encabezamiento evidencia: la  

individualización de la sentencia,  indica el  N° 

de expediente, el número de resolución que le 

corresponde a la sentencia, lugar, fecha de 

expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si 

cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las 

pretensiones? ¿Cuál  es el problema sobre lo 

que se decidirá? Si cumple 

3. Evidencia la individualización de las partes: 

se individualiza al demandante, al demandado, 

y al  del tercero legitimado; éste último en los 

casos que hubiera en el proceso). Si cumple 

    

 

 

 

 

 

 

 

 

 

X 
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VISTOS los actuados en estado para sentenciar, la 

señora Jueza del Primer Juzgado Laboral, expide 

la siguiente sentencia: 

 

PARTE EXPOSITIVA.- 

A folios 60 a 73 consta la demanda incoada por  A 

contra  B, quien peticiona: a) Se declare la nulidad 

de la Resolución Administrativa Ficta, que deniega 

su recurso de apelación interpuesto contra la 

Resolución N° 624-OA-G-RALL-ESSALUD-

2011, de fecha 10 de agosto de 2011, que declara 

infundada su solicitud de pago de la bonificación 

diferencial permanente por desempeño de cargo 

directivo estipulado en el artículo 53 del Decreto 

Legislativo 276, concordante con el artículo 124 

del D.S. 005-90-PCM; b) en consecuencia, se 

ordene a la demandada que cumpla con el pago de 

la bonificación diferencial en la suma de 

S/493,349.00, que corresponde al monto dejado de 

percibir desde que adquirió el derecho a la 

bonificación solicitada hasta la actualidad, más 

intereses legales, costas y costas; con lo demás que 

fundamenta y medios probatorios que ofrece.  

Admitida la demanda en vía del procedimiento 

especial con resolución número uno que corre a 

folios 74, se corre traslado a la demandada B con 

conocimiento del C, se ordena a la demandada 

cumpla con remitir al juzgado el expediente 

administrativo o copias certificadas del mismo, 

relacionado a la actuación impugnada.  

Mediante escrito de folios 104 a 107, el 

representante legal de B formula excepción de 

prescripción extintiva, y mediante escrito de folios 

201 a 205, contesta la demanda solicitando sea 

declarada infundada argumentando básicamente 

que la denominación del cargo per se no significa 

que éste sea de responsabilidad directiva, sino más 

bien tiene que diferenciarse por la naturaleza del 

mismo y si cumple las características propias de 

un cargo que implique responsabilidad directiva; 

que si bien afirma haber desempeñado el cargo de 

director de hospital, soslaya indicar la norma legal 

que determine a dicha función como un cargo de 

responsabilidad directiva, sin embargo el 

accionante se desempeñó en calidad de encargado, 

más no en la calidad de designado, por lo que no 

corresponde el beneficio solicitado. Asimismo 

4. Evidencia aspectos del proceso: el contenido 

explicita que se tiene a la vista un proceso 

regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que 

se ha agotado los plazos, las etapas, advierte 

constatación, aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que ha llegado el 

momento de sentenciar. Si cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje 

no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su objetivo es, que 

el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas.  Si cumple 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

9 

 

 

 

 

P
o

st
u

ra
 d

e 
la

s 
p

a
rt

es
 

 

1. Explicita y evidencia congruencia con la 

pretensión del demandante.  Si cumple 

2. Explicita y evidencia congruencia con  la 

pretensión del demandado. Si cumple 

3. Explicita y evidencia congruencia con los 

fundamentos fácticos expuestos por las partes. 

Si cumple 

4. Explicita los puntos controvertidos o 

aspectos específicos respecto de los cuales se va  

resolver. Si cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje 

no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su objetivo es, que 

el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas. Si cumple 
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mediante escrito de folios 212 a 214 se apersona 

C, contestando la demanda y solicita se declare 

infundada, alegando que la pretensión del actor no 

tiene sustento legal; con lo demás fundamentos 

que expone en su defensa.  

Mediante resolución número dos de folios 218  a 

220 se tiene por absuelta la demanda por parte de 

C, asimismo se declara infundada la Excepción de 

Prescripción; se declara saneado el proceso y por 

ende la existencia de una relación jurídico procesal 

válida, fijados los puntos controvertidos, admitidos 

los medios probatorios ofrecidos por las partes, se 

prescinde de la audiencia de pruebas; remitiéndose 

asimismo, los actuados al Ministerio Público, a fin 

de que emita su dictamen correspondiente.  

El Dictamen Fiscal Nº 667-2014 de folios 231 a 

234, emitido por la Primera  Fiscalía Provincial 

Civil de Trujillo, el señor Fiscal es de opinión de 

que se declare fundada la demanda, interpuesta 

por el demandante contra B y siendo el estado del 

proceso el de emitir sentencia, se pasa a expedir la 

que corresponde. 

 

 

Fuente: Expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01 

El anexo 5.1. Evidencia que la calidad de la parte expositiva es de rango muy alta; porque, la introducción y postura de las 

partes, fueron de rango muy alta y alta  calidad, respectivamente. 
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Anexo 5.2: calidad de la parte considerativa con énfasis en la aplicación del principio e motivación de los hechos y del 

derecho– sentencia de primera instancia sobre impugnación de resolución administrativa. 
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Evidencia empírica 

 

 

 

Parámetros 

Calidad de la motivación de los 

hechos y el derecho 

Calidad de la parte 

considerativa de la sentencia 

de primera instancia 
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PRIMERO.- El proceso contencioso 

administrativo tiene como finalidad 

ejercer el control jurídico de las 

actuaciones de la administración pública 

sujetas al derecho administrativo y hacer 

efectiva la tutela de los derechos e 

intereses de los administrados; es decir, 

su objeto no se limita [como antes] a 

declarar la nulidad de la actuación 

administrativa cuestionada por el 

administrado, sino [ahora] principalmente 

a otorgar plena tutela a los justiciables en 

cuanto a la satisfacción de sus derechos e 

intereses, esto de acuerdo a lo previsto en 

el artículo 148 de la Constitución y 

artículo 1º del TUO del Proceso 

Contencioso Administrativo, aprobado 

por el D.S. Nº 013-2008-JUS.  

 

SEGUNDO.- En el caso materia de 

análisis, al amparo del catálogo de 

pretensiones reconocidas en el artículo 5º 

del citado D.S. Nº 013-2008-JUS, la parte 

demandante, en su demanda, pretende se 

declare la nulidad de la Resolución 

Administrativa Ficta, que resuelve 

declarar infundada el recurso de 

apelación formulado contra la Resolución 

N° 624-OA-G-RALL-ESSALUD-2011, 

que declara infundada su solicitud sobre 

1. Las razones evidencian la 

selección de los hechos probados o 

improbadas. (Elemento 

imprescindible, expuestos en forma 

coherente, sin contradicciones, 

congruentes y concordantes  con los 

alegados por las partes, en función 

de los hechos relevantes que 

sustentan la pretensión(es).Si 

cumple 

2. Las razones evidencian la 

fiabilidad  de las pruebas. (Se 

realiza el análisis individual de la 

fiabilidad y validez de los medios 

probatorios si la prueba  practicada 

se puede considerar fuente de 

conocimiento de los hechos, se ha 

verificado los requisitos  requeridos 

para su validez).Si cumple. 

3.  Las razones evidencian 

aplicación de la valoración conjunta. 

(El contenido evidencia completitud 

en la valoración, y no valoración 

unilateral de las pruebas, el órgano 

jurisdiccional examina todos los 

posibles resultados probatorios, 

interpreta la prueba, para  saber su 

significado). Si cumple/ 

4. Las razones evidencia aplicación 

de las reglas de la sana crítica y las 
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pago de la Bonificación Diferencial por 

el  trabajo desempeñado en cargo de 

responsabilidad directiva, de 

conformidad con lo establecido en el 

artículo 53° del Decreto Legislativo 276, 

concordante con el artículo 124° del D. S. 

N° 005-90-PCM al haber ejercido por 

más de cinco años el cargo de Director en 

diversos establecimientos asistenciales de 

la Red Asistencial de La Libertad, y en 

consecuencia solicita  se disponga el 

pago de la suma de S/.493,349.00 nuevos 

soles, el mismo que corresponde al monto 

total dejado de percibir por el concepto 

de bonificación diferencial, más intereses 

legales, costos y costas, tal y conforme se 

ha fijado como puntos controvertidos en 

autos.  

 

Dicha decisión impugnada configura en 

el proceso la actuación administrativa 

objeto de control jurídico, por lo que la 

mención en la presente sentencia a esta 

última [actuación administrativa] debe 

entenderse respecto de la primera 

[decisión impugnada.                                                    

 

TERCERO.- Al respecto tenemos que el 

artículo 53° del Decreto Legislativo 276, 

señala que: “la bonificación diferencial 

tiene por objeto: a) Compensar a un 

servidor de carrera por el desempeño de 

un cargo que implique responsabilidad 

directiva; y, b) Compensar condiciones 

de trabajo excepcionales respecto del 

servicio común (…)”.  

 

CUARTO.- Asimismo, el artículo 124° 

del Decreto Supremo N° 005-90-PCM 

prescribe “El servidor de carrera 

designado para desempeñar cargos de 

responsabilidad directiva, con más de 

cinco años en el ejercicio de dichos 

cargos, percibirá de modo permanente la 

bonificación diferencial a que se refiere 

el inciso a) del Art. 53 de la Ley al 

finalizar la designación. Adquieren 

máximas de la experiencia. (Con lo 

cual el juez forma convicción 

respecto del valor del medio 

probatorio para dar a conocer de un 

hecho concreto).Si cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido 

del lenguaje no excede ni abusa del 

uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas). Si cumple. 
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1.  Las razones se orientan a 

evidenciar que la(s) norma(s)  

aplicada ha sido seleccionada de 

acuerdo a los hechos y pretensiones 

(El contenido señala la(s) norma(s) 

indica que es válida, refiriéndose a 

su  vigencia, y su legitimidad) 

(Vigencia en cuánto validez formal 

y legitimidad, en cuanto no 

contraviene a ninguna otra norma 

del sistema, más al contrario que es 

coherente). Si cumple 

2. Las razones se orientan a 

interpretar  las normas aplicadas. (El 

contenido se orienta a explicar el 

procedimiento utilizado por el juez 

para dar significado a la norma, es 

decir cómo debe entenderse la 

norma, según el juez) Si cumple 

3. Las razones se orientan a respetar 

los derechos fundamentales.  (La 

motivación evidencia que su razón 

de ser es la aplicación de una(s)  

norma(s) razonada, evidencia 

aplicación de la legalidad).Si 

cumple 

4. Las razones se orientan a  

establecer conexión entre los hechos 

y las normas que justifican  la 

decisión. (El contenido  evidencia 

que hay nexos, puntos de unión que 

sirven de base para la decisión y las 

normas que le dan el 
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derecho a la percepción permanente de 

una proporción de la referida 

bonificación diferencial quienes al 

término de la designación cuenten con 

más de tres (3) años en el ejercicio de 

cargos de responsabilidad directiva. La 

norma específica señalará los montos y 

la proporcionalidad de la percepción 

remunerativa a que se refiere el presente 

artículo”  

 

QUINTO.- De las normas mencionadas, 

advertimos que el supuesto fáctico para 

percibir la bonificación diferencial que se 

reclama, son los siguientes: 

a) tener la condición de servidor público;  

b) haber sido designado para desempañar 

cargos de responsabilidad directiva; y  

c) haber ejercido por más de cinco años o 

quienes cuenten con más de tres años 

adquieren una proporción de la referida 

bonificación.  

 

SEXTO.- En el caso concreto de las 

boletas de pago que obran de fojas 03 a 

04, se aprecia que el demandante tiene la 

condición de servidor nombrado activo,  

Profesional I, del Hospital “Luis 

Albrecht” de B-La Libertad desde el 08 

de mayo de 1987; tiempo después, el 

demandante se desempeñó como Director 

de Policlínico de Pacasmayo desde el 23 

de noviembre de 1992 hasta el 20 de 

diciembre de 1996, por Resolución de 

Dirección Ejecutiva N°916-DE-IPSS-93, 

de fecha 24 de setiembre de 1993 que 

obra a fojas 05 y se da por concluida tales 

funciones mediante Resolución de 

Gerencia General N°1825-GG-IPSS-96, 

de fecha 20 de diciembre de 1996 que 

obra a fojas 06, verificándose un total de 

04 años y 27 días de labores en el cargo 

directivo; posteriormente por Resolución 

de Gerencia General N° 512-GG-IPSS-

97, de fecha 02 de mayo de 1997 y 

Resolución de Gerencia General N° 281-

GG-IPSS-98, de fecha 16 de marzo de 

correspondiente respaldo 

normativo).Si cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido 

del lenguaje no excede ni abusa del 

uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas). Si cumple. 



149 

 

1998 obrante de fojas 07 a 

08,respectivamente, se aprecia que el 

demandante se desempeñó como Director 

del Centro Médico La Esperanza de Nivel 

Ejecutivo-4 a partir del 01 de mayo 1997 

y por Resolución de Gerencia General N° 

591-GG-ESSALUD-99, de fecha 11 de 

junio de 1999 que obra a fojas 09, se da 

por concluido a partir del 14 de junio el 

encargo como Director del Centro 

Médico de la Esperanza, computando un 

período de 02 años, 01 mes y 10 días de 

labores 

 

SETIMO.-El demandante tanto en su 

demanda como en sus solicitudes 

administrativas ha hecho conocer que la 

demandada a utilizado como sustento 

principal en sus resoluciones 

administrativas expedidas, la 

denominación de “Encargar” por la de 

“Designar”, con el fin de evadir la 

responsabilidad de reconocer la 

bonificación que se reclama, conforme a 

la normas antes alegadas; en tal sentido 

debe señalarse conforme al considerando 

precedente, que se advierte que el actor 

prestó servicios ininterrumpidos por un 

período de 04 años y 27 días, en un 

primer momento y de 02 años y un mes, 

en un segundo período, lo que significa 

que el actor no prestó servicios en cargo 

directivo, en forma consecutiva; si bien 

no se encuentra expresamente 

determinado que los períodos de 

desempeño de responsabilidades 

directivas, sean en forma continua, esta 

Juzgadora comparte el criterio expuesto 

en los informes emitidos por el área de 

asesoría legal de SERVIR, como son 

Informe Legal 61-2009-ANS/OAJ, del 15 

de junio de 2009 e Informe Legal N° 

080-2009-ANS/OAJ, de fecha 1° de Julio 

de 2009, en donde tras una interpretación 

sistemática de las disposiciones de 

carácter administrativo se concluye, que 

para el otorgamiento de la bonificación 
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diferencial en forma permanente, es que 

se haya ejercido el cargo en forma 

continua, pues lo contrario significaría 

desconocer la necesidad de evaluaciones 

y procesos de selección dentro de un 

régimen de carrera, para el ascenso en 

cada grupo ocupacional, en donde  

prevalece el mérito y la capacidad. 

  

OCTAVO.- En tal sentido corresponde al 

demandante gozar, de la remuneración 

diferencial, en forma proporcional al 

tiempo de servicios ininterrumpidos en 

cargo directivo, que prestó; siendo 

irrelevante la denominación utilizada, 

dado que el demandante desempeñó 

labores directivas por un tiempo 

considerable, es más con características 

propias de una designación; por lo tanto 

es de aplicabilidad en el presente caso el 

Principio de Primacía de la Realidad, ya 

que el cargo fue desempeñado de acuerdo 

con su naturaleza y no a la 

denominación. Asimismo en 

concordancia con el artículo 82 del 

Decreto Supremo N°005-90-PCM, 

prescribe que: “El encargo es temporal, 

excepcional y fundamentado. Sólo 

procede en ausencia del titular para el 

desempeño de funciones de 

responsabilidad directiva compatibles 

con niveles de carrera superiores al del 

servidor. En ningún caso debe exceder el 

período presupuestal”, el referido 

supuesto acoge al demandante ya que 

éste se desempeñó en el cargo de 

responsabilidad, por más de cuatro años 

consecutivos, excediendo varios períodos 

presupuestales conforme a las 

resoluciones administrativas antes 

mencionadas que obran a fojas 03 a 09; 

en tal sentido el demandante solicita el 

pago de la bonificación diferencial 

permanente por la bonificación 

diferencial  del trabajo desempeñado en 

cargo de responsabilidad directiva. 
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NOVENO.-  en ese sentido, si tenemos 

en cuenta que el 100% es por 05 años, 

aplicando una regla de tres simple por los 

04 años de permanencia en cargo de 

responsabilidad directiva que ha 

computado el demandante, el porcentaje 

representa el 80 % de dicha bonificación 

de manera proporcional, tal es así que al  

encontrarnos en el supuesto contemplado 

en la parte in fine del artículo 124° del 

D.S. N° 005-90-PCM que prescribe: 

“(…) Adquieren derecho a la percepción 

permanente de una proporción de la 

referida bonificación diferencial quienes 

al término de la designación cuenten con 

más de tres (3) años en el ejercicio de 

cargos de responsabilidad directiva.”, 

por ende corresponde amparar la 

demanda, excepto en el extremo que 

solicita el pago de S/.493,349.00, la 

misma que será determinada en ejecución 

de sentencia. 

 

DECIMO.- Consecuentemente, se 

concluye que la Resolución 

Administrativa Ficta, que deniega su 

recurso de apelación interpuesto contra la 

Resolución N° 624-OA-G-RALL-

ESSALUD-2011, de fecha 10 de agosto 

de 2011, incurren en la causal de nulidad 

prevista en el artículo 10° inciso 1) de la 

Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General; al haberse 

expedido en sentido contrario a lo 

dispuesto por el artículo 53° inc. a) del 

Decreto Legislativo N° 276 y del artículo 

124° del Decreto Supremo 005-90-PCM; 

siendo menester declarar la nulidad de las 

Resolución Administrativa antes 

mencionada y ordenar que la demandada 

emita resolución administrativa 

otorgando al accionante la bonificación 

diferencial por haber ejercido cargo de 

responsabilidad directiva.  

 

DECIMO PRIMERO.- Respecto al 

pago de los intereses legales, debe tenerse 
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en consideración que el artículo 48 del 

Decreto Supremo número 013-2008-JUS, 

dispone el pago de intereses legales por 

parte de la entidad demandada, y 

habiéndose dispuesto el pago de la 

bonificación diferencial desde que se 

adquirió el derecho esto es el 20 de 

diciembre de 1996, (término de la 

designación), desde el incumplimiento 

con el pago de la bonificación que se 

ordena, corresponde ordenarse el pago de 

los intereses legales teniendo en cuenta lo 

dispuesto en el artículo 1242° y 

siguientes del Código Civil, conforme ha 

quedado sentado en la sentencia del 

Tribunal Constitucional, Expediente 

número 0065-2002-AA/TC, hasta el pago 

total de devengados que se generen, 

teniendo en cuenta además las 

disposiciones del Decreto Ley 25920, al 

tratarse de adeudos de naturaleza laboral. 

 

 

DECIMO SEGUNDO.- En lo 

concerniente a la pretensión de pago de 

costas y costos procesales debe indicarse 

que el artículo 50 del Decreto Supremo 

013-2008-JUS establece que las partes 

del proceso administrativo no pueden ser 

condenadas al reembolso de estos gastos, 

por lo que esta pretensión resulta 

improcedente. 

 

 

Fuente: Expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01 

El anexo 5.2. Evidencia que la calidad de la parte considerativa es de rango muy alta; porque, los resultados de la motivación 

de los hechos y de derecho, fueron de rango muy alta y muy alta calidad, respectivamente 
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Anexo 5.3: calidad de la parte resolutiva con énfasis en la en la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de 

la decisión– sentencia de primera instancia sobre impugnación de resolución administrativa. 
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Evidencia empírica 

 

 

 

Parámetros 

Calidad de la aplicación del 

principio de congruencia, y la 

descripción de la decisión 

Calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de primera instancia 
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Por estas consideraciones y de conformidad con lo 

dispuesto en artículo 138° y 141° de la Constitución 

Política del Estado, artículo 51° de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial, y artículo 41° del Decreto 

Supremo N° 013-2008-JUS, impartiendo justicia a 

nombre de la Nación. 

 

Declarando FUNDADA en parte la demanda 

interpuesta por  A, en consecuencia se declara la 

Nulidad de la Resolución Administrativa Ficta, que 

deniega la solicitud del actor, ORDENO que la 

demandada, emita nueva Resolución Administrativa, 

disponiendo otorgar al demandante el pago de la 

bonificación diferencial por haber ejercido cargo de 

responsabilidad directiva, más el pago de los 

devengados e intereses legales que se determinaran en 

ejecución de sentencia, mandato que deberá cumplir 

la demandada en el término de QUINCE DÍAS y sin 

perjuicio de imponerse los apremios establecidos en la 

Ley Contenciosa Administrativa y el Código Procesal 

Constitucional, en aplicación supletoria. 

IMPROCEDENTE el extremo que solicita el pago de 

S/493,349.00 nuevos soles y el pago de costas y 

costos del proceso. Consentida o ejecutoriada que sea 

la presente  ARCHÍVESE los de la materia en el 

modo y forma de Ley. –Notifíquese  

 

1. El pronunciamiento evidencia 

resolución de todas las pretensiones 

oportunamente ejercitadas. (Es 

completa) Si cumple. 

2. El pronunciamiento evidencia 

resolución nada más que de las 

pretensiones ejercitadas. (No se 

extralimita/Salvo que la ley autorice 

pronunciarse más allá de lo solicitado). 

Si cumple. 

3. El pronunciamiento evidencia 

aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en 

primera instancia. Si cumple. 

4. El pronunciamiento evidencia 

correspondencia (relación recíproca) 

con la parte expositiva y considerativa 

respectivamente. Si cumple. 

5. Evidencia claridad (El contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su 

objetivo es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas).  Si cumple 

    

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

X 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

10 

 1. El pronunciamiento evidencia 

mención expresa de lo que se decide u 

ordena. Si cumple. 

2. El pronunciamiento evidencia 
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mención clara de lo que se decide u 

ordena.  Si cumple. 

3. El pronunciamiento evidencia a 

quién le corresponde cumplir con la 

pretensión planteada/ el derecho 

reclamado, o la exoneración de una 

obligación.  Si cumple. 

4. El pronunciamiento evidencia 

mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y 

costas del proceso, o la exoneración si 

fuera el caso. No cumple. 

5. Evidencia claridad: El contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su 

objetivo es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas.  Si cumple. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

X 

 

Fuente: Expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01 

El anexo 5.3. Evidencia que la calidad de la parte resolutiva es de rango muy alta; porque, la aplicación del principio de 

congruencia y la descripción de la decisión, fueron de rango muy alta y  muy alta calidad, respectivamente. 
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Anexo 5.4: calidad de la parte expositiva con énfasis en la introducción y postura de las partes – sentencia de segunda 

instancia sobre impugnación de resolución administrativa. 
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Evidencia Empírica 

 

 

 

Parámetros 

Calidad de la 

introducción, y de la 

postura de las partes 

Calidad de la parte expositiva 

de la sentencia de segunda 

instancia 
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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA 

LIBERTAD 

CUARTA SALA LABORAL 

ACCIÓN CONTENCIOSO 

ADMINSITRATIVA 

_________________________________________

_________________________ 

EXPEDIENTE       :     05483-2013-0-1601-JR-

LA-01 

DEMANDANTE   :     A 

DEMANDADO     :     B 

MATERIA            :     PROCESO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

RESOLUCIÓN Nº DOCE 

Trujillo,  catorce de abril     

Del año dos mil dieciséis.- 

 

VISTOS.- En Audiencia Pública, los actuados por 

la Cuarta Sala Laboral de la Corte Superior de 

Justicia de La Libertad, y con lo expuesto en el 

Dictamen Superior Fiscal que obra en autos, se  

expide la siguiente SENTENCIA DE VISTA:  

1. El encabezamiento evidencia: la  

individualización de la sentencia,  

indica el  N° de  expediente, el 

número de resolución que le 

corresponde a la sentencia, lugar, 

fecha de expedición, menciona al 

juez, jueces, etc. no  cumple. 

2. Evidencia el asunto: ¿El 

planteamiento de las pretensiones? 

¿Cuál  es el problema sobre lo que 

se decidirá?, el objeto de la 

impugnación, o la consulta; los  

extremos a resolver. Si cumple. 

3. Evidencia la individualización 

de las partes: se individualiza al 

demandante, al demandado, y al  

del tercero legitimado; éste último 

en los casos que hubiera en el 

proceso). Si cumple. 

4. Evidencia aspectos del proceso: 

el contenido explicita que se tiene a 

la vista un proceso regular, sin 

vicios procesales, sin nulidades, 

que se ha agotado los plazos, las 

etapas, advierte constatación, 

aseguramiento de las formalidades 
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RESOLUCIÓN IMPUGNADA: 

Recurso de apelación sin efecto suspensivo y con la 

calidad de diferida,  interpuesto contra el auto 

contenido en la resolución número tres de fecha 

veinte de enero del año dos mil catorce, obrante a 

folios 218-220, expedida por la señora Juez del 

Primer Juzgado Laboral Permanente de Trujillo, en 

el extremo que resuelve declarar Infundada la 

excepción de prescripción propuesta por la 

demandada B 

1.1. Por escrito impugnatorio de fojas 224-226, D, 

representante legal de B, La Libertad, apela el auto 

precitado, argumentando: 

a) La demandada interpuso recurso de apelación, 

en virtud a que la demanda ha sido interpuesta 

después de 10 años de estar expedido su derecho, 

relacionado con las bonificaciones por ejercer 

cargos con responsabilidad laboral. 

b) el A quo declara infundada la excepción 

argumentando, bajo el sustento jurídico esgrimido 

de que su representada ha sido el Artículo 2001 

inciso 3 del Código Civil, norma que no se 

subsume a los hechos que motivan la excepción. 

c) No se ha tenido en cuenta lo expuesto por el 

Artículo VII del Código Civil, respecto a que el 

juez debe aplicar la norma que corresponde, no 

obstante la norma que se haya invocado sea 

incorrecta. 

d) Se interpuso la excepción indicando el Artículo 

2001 inciso 3 del Código Civil, el cual fue 

invocado erróneamente, lo que no exime reconocer 

que el demandante pretende que le reconozcan un 

beneficio de hace más de diez años, por tanto la 

acción ha prescrito en virtud del Artículo 2001 

inciso 1° del Código Civil, solicitando la aplicación 

del Artículo VII del Título Preliminar del Código 

Civil.  

 

Asimismo, viene en apelación la sentencia, 

dispuesta por resolución número seis, de fecha 08 

del proceso, que ha llegado el 

momento de sentenciar.  Si 

cumple. 

5. Evidencia claridad: el contenido 

del lenguaje no excede ni abusa del 

uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.  Si cumple. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

P
o
st

u
ra

 d
e 

la
s 

p
a
rt

es
 

 

1. Evidencia el objeto de la 

impugnación/la consulta (El 

contenido explicita los extremos 

impugnados en el caso que 

corresponda). Si cumple. 

2. Explicita y evidencia 

congruencia con los fundamentos 

fácticos/jurídicos que sustentan la 

impugnación/o la consulta. Si 

cumple. 

3. Evidencia la pretensión(es) de 

quien formula la impugnación/o de 

quien ejecuta la consulta. Si 

cumple. 

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de 

la parte contraria al impugnante/de 

las partes si los autos se hubieran 

elevado en consulta/o explicita el 

silencio o inactividad procesal. Si 

cumple. 

5. Evidencia claridad: el contenido 

del lenguaje no excede ni abusa del 

uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.  Si cumple. 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

X 



157 

 

de mayo del 2015, obrante de folios 238-243 que 

resolvió declarar fundada en parte la demanda. 

   

1.2. Por escrito impugnatorio de folios 247-253, D  

representante legal de B,  apela la sentencia 

precitada, argumentando:  

a) Su representada argumentó como defensa que, el 

demandante desempeño el cargo de director del 

Policlínico de Pacasmayo y del Centro Médico de 

la Esperanza como encargado y no como 

designado, no ejerciendo funciones de 

responsabilidad directiva, por el contrario el ejerció 

el cargo como funcionario, no subsumiéndose los 

hechos a la hipótesis normativa prevista en el 

Artículo 53 del Decreto Legislativo  276 y Artículo 

27 y 124 del Decreto Supremo 005-90 PCM. 

b) El A quo, en su considerando quinto sustenta el 

supuesto fáctico para percibir la bonificación 

diferencial; sin embargo en este extremo, el señor 

Juez, prescinde de indicar que esta bonificación no 

es aplicable para funcionarios públicos como lo 

precisa la última parte del Artículo 53 del Decreto 

Legislativo N° 276; en consecuencia, teniendo el 

demandante la condición de funcionario en calidad 

de Director del Policlínico de Pacasmayo y del 

Centro Médico de la Esperanza, el juzgador ha 

interpretado erróneamente el Artículo 53 del 

Decreto Legislativo 276. 

c) El A-quo, en el considerando sexto, describe las 

resoluciones mediante las cuales se le encargo las 

funciones de director al demandante, aseverando 

que dicho cargo fue de directivo, sin indicar los 

argumentos fácticos ni jurídicos que sustente su 

decisión de calificar el cargo que ejerció el 

demandante en uno de responsabilidad directiva, 

trasgrediendo principios constitucionales así como 

el Artículo 27 del Decreto Supremo 005-90-PCM. 

d) No se ha tenido en cuenta que es la naturaleza 

misma de la función, la que determina que un cargo 

sea considerado de dirección o de confianza así 

debe tenerse en cuenta que el cargo de dirección y 
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cargo de confianza tiene particularidades que lo 

diferencian de los “trabajadores comunes”; y que 

para el caso del demandante nunca tuvo poder de 

decisión ni tenía poder de representación de B, por 

ende su cargo no fue de responsabilidad directiva. 

e) El A-quo en su considerando octavo afirma que 

el demandante ejerció funciones de responsabilidad 

directiva; pero no desarrolla ni sustenta fáctica ni 

jurídicamente su aserto que el cargo de director de 

Centro Médico de La Esperanza y Pacasmayo que 

desempeño el demandante es un cargo de 

responsabilidad directiva, trasgrediendo lo 

dispuesto en el Artículo 139 inciso 3 y 5 de la 

Constitución Artículo, 12 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial y Artículo 122 inciso 3 del Código 

Procesal Civil, pues debe tenerse en cuenta que 

para que el ejercicio de un cargo de responsabilidad 

directivo implica que la persona tenga LA 

REPRESENTACIÓN DE LA ENTIDAD, el cual el 

demandante nunca tuvo. 

f) El A quo, no obstante lo dispuesto por el Artículo 

53 del Decreto Legislativo 276 y Artículo 124 del  

Decreto Supremo 005-90-PCM declara fundada la 

demanda; que no se ha cumplido con el requisito 

de haber ejercido cargo que implique 

responsabilidad directiva.   

 

Fuente: Expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01 

El anexo 5.4. Evidencia que la calidad de la parte expositiva es de rango muy alta; porque, la introducción y postura de las 

partes, fueron de rango alta y muy alta calidad, respectivamente. 
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Anexo 5.5: calidad de la parte considerativa con énfasis en la aplicación del principio e motivación de los hechos y del 

derecho– sentencia de segunda instancia sobre impugnación de resolución administrativa. 
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Evidencia empírica 
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II. FUNDAMENTOS DEL COLEGIADO: 

 

PRIMERO.- El artículo 148 de la Constitución 

Política del Perú establece el derecho de los 

administrados a recurrir al Poder Judicial para 

impugnar las resoluciones administrativas que 

causen estado, mediante la acción contenciosa 

administrativa (actualmente proceso contencioso 

administrativo). Esta tiene por finalidad que se 

revisen las decisiones administrativas que versen 

sobre derechos subjetivos, constituyendo así una 

garantía de constitucionalidad y legalidad de los 

administrados frente a la actuación de la 

Administración Pública, de conformidad con lo 

prescrito en el artículo 1 del Texto Único 

Ordenado de la Ley Nº 27584, aprobado por el 

Decreto Supremo Nº 013-2008-JUS.  

 

En este sentido, el actual proceso contencioso 

administrativo está configurado como un 

proceso de plena jurisdicción o, como lo califica 

la doctrina más moderna del Derecho 

Administrativo, “de carácter subjetivo”, de tal 

manera que el Juzgador no se circunscribe a 

efectuar un simple control objetivo de la 

1. Las razones evidencian la selección de 

los hechos probados o improbadas. 

(Elemento imprescindible, expuestos en 

forma coherente, sin contradicciones, 

congruentes y concordantes  con los 

alegados por las partes, en función de los 

hechos relevantes que sustentan la 

pretensión(es).Si cumple. 

2. Las razones evidencian la fiabilidad  de 

las pruebas. (Se realiza el análisis 

individual de la fiabilidad y validez de los 

medios probatorios si la prueba  

practicada se puede considerar fuente de 

conocimiento de los hechos, se ha 

verificado los requisitos  requeridos para 

su validez).Si cumple. 

3.  Las razones evidencian aplicación de la 

valoración conjunta. (El contenido 

evidencia completitud en la valoración, y 

no valoración unilateral de las pruebas, el 

órgano jurisdiccional examina todos los 

posibles resultados probatorios, interpreta 

la prueba, para  saber su significado). Si 

cumple. 

4. Las razones evidencia aplicación de las 

reglas de la sana crítica y las máximas de la 

experiencia. (Con lo cual el juez forma 

convicción respecto del valor del medio 

probatorio para dar a conocer de un hecho 

concreto).Si cumple. 

5. Evidencia claridad: el contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso de 
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legalidad de los actos administrativos, sino que 

asume un rol protagónico en la tutela y 

consecuente satisfacción de los derechos e 

intereses de los demandantes perjudicados por 

una actuación administrativa. 

 

SEGUNDO.- Debe señalarse que la actividad 

recursiva en nuestro sistema procesal tiene, 

como uno de sus principios fundamentales el de 

limitación del recurso impugnativo, sobre el cual 

reposa el principio de congruencia, lo que 

significa que el órgano revisor al resolver la 

impugnación debe pronunciarse solamente sobre 

aquellas pretensiones o agravios invocados por 

el impugnante en el referido recurso 

extraordinario. En este sentido, corresponde al 

Colegiado conocer y decidir aquellas cuestiones 

que ha limitado la impugnación del recurrente; 

por tanto, no tiene más facultades de revisión 

que aquellas objeto del recurso; no pudiendo 

entrar en el examen de las cuestiones 

consentidas por las partes o que no hayan sido 

cuestionadas porque éstas han quedado 

ejecutoriadas, salvo que el vicio sea de tanta 

trascendencia que vulnere el orden público y las 

buenas costumbres o exista una manifiesta 

vulneración de derechos fundamentales cuyo 

cumplimiento no fue advertido y menos 

cuestionado por el recurrente. 

 

TERCERO.- Mediante escrito obrante de folios 

60  a 73, don A interpone demanda sobre 

Proceso Contencioso Administrativo solicitando 

la nulidad de la Resolución Ficta generada por 

falta de pronunciamiento oportuno, acogiéndose 

así al silencio administrativo negativo, 

considerando agotada la vía administrativa de 

conformidad con lo dispuesto por el literal b) del 

artículo 218.2 de la Ley 27444; así mismo 

solicita la nulidad de la Resolución N° 624-OA-

G-RALL-ESSALUD-2011, mediante la cual se 

tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o 

perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas.  Si cumple 
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1.  Las razones se orientan a evidenciar que 

la(s) norma(s)  aplicada ha sido 

seleccionada de acuerdo a los hechos y 

pretensiones. (El contenido señala la(s) 

norma(s) indica que es válida, refiriéndose 

a su  vigencia, y su legitimidad) (Vigencia 

en cuanto a validez formal y legitimidad, 

en cuanto no contraviene a ninguna otra 

norma del sistema, más al contrario que es 

coherente). Si cumple. 

2. Las razones se orientan a interpretar  las 

normas aplicadas. (El contenido se orienta 

a explicar el procedimiento utilizado por el 

juez para dar significado a la norma, es 

decir cómo debe entenderse la norma, 

según el juez) Si cumple. 

3. Las razones se orientan a respetar los 

derechos fundamentales.  (La motivación 

evidencia que su razón de ser es la 

aplicación de una(s)  norma(s) razonada, 

evidencia aplicación de la legalidad).Si 

cumple. 

4. Las razones se orientan a  establecer 

conexión entre los hechos y las normas que 

justifican  la decisión. (El contenido  

evidencia que hay nexos, puntos de unión 

que sirven de base para la decisión y las 

normas que le dan el correspondiente 

respaldo normativo).Si cumple. 

5. Evidencia claridad (El contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o 

perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas). Si cumple. 
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declara infundada su petición sobre Pago de la 

Bonificación Diferencial Permanente por 

Trabajo Desempeñado en cargo de 

Responsabilidad Directiva. Frente a estas 

nulidades solicita se disponga el pago de la 

suma de S/. 493,349.00 (cuatrocientos noventa y 

tres mil trescientos cuarenta y 00/100 nuevos 

soles), por la no percepción de la bonificación 

diferencial por cargo, más los intereses, costas y 

costos 

 

RESPECTO A LA RESOLUCIÓN QUE 

RESUELVE LA EXCEPCIÓN DE 

PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA: 

CUARTO.- Por resolución número tres obrante 

a folios 218 a 220, se declara infundada la 

excepción de prescripción propuesta por la 

demandada; frente a lo resuelto, la excepción no 

se subsume en el inciso tercero, ni en el inciso 

primero del artículo 2001 del Código Civil, 

primero porque respecto al inciso tercero éste 

está relacionado con el pago de remuneraciones 

por vínculo no laboral y respecto al inciso 

primero dispone que, la acción personal, la 

acción real, la que nace de una ejecutoria y la 

nulidad del acto jurídico, prescriben a los 10 

años. En tal virtud, la base legal aplicable al 

caso sub examine es el artículo único de la Ley 

N° 27321 que señala “Las acciones por 

derechos derivados de la relación laboral 

prescriben a los 4 (cuatro) años, contados desde 

el día siguiente en que se extingue la relación 

laboral”.  

Es decir que, para que prescriba el derecho a 

interponer acciones por derechos que deriven de 

la relación laboral deberán transcurrir 4 años 

desde que se extingue el vínculo laboral, 

situación que en este caso no ocurre, en la 

medida que el demandante aún mantiene vínculo 

laboral con la demanda en condición de 

nombrado. Así las cosas el auto recurrido debe 
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ser confirmado. 

 

RESPECTO DE LA SENTENCIA 

APELADA: 

QUINTO.- Previo a analizar el fondo del asunto 

puesto en consideración, éste Colegiado, 

procede a verificar si es que el demandante ha 

agotado la vía administrativa, de conformidad 

con lo dispuesto por el artículo 20  del Texto 

Único Ordenado de la Ley de Procedimientos 

Administrativos, por ser una exigencia 

normativa. Así de la revisión de autos, a folios 

23 y siguientes, se advierte que el demandante 

solicita a B  el pago de la bonificación 

diferencial por trabajo desempeñado en cargo de 

responsabilidad directiva; petición que fue 

declara infundada por Resolución No. 624-OA-

G-RALL-ESSALUD- 2011, conforme es de 

verse de folios 26. Frente a esta resolución, el 

actor interpone recurso de apelación, por ante la 

Oficina de Administración de ESSALUD Red 

Asistencial La Libertad, conforme es de verse  

de folios 27 y siguientes, quien a su vez deriva 

dicha solicitud mediante Carta N° 3033-G-

RALL-ESSALUD-2011, al Tribunal del 

Servicio Civil, originando el Expediente N° 

16879-2011-SERVIR/TSC; sin embrago, el 

actor, no encontrando respuesta por parte del 

Tribunal de Servicio Civil, se acoge al silencio 

administrativo negativo, por falta de 

pronunciamiento del Tribunal de Servicio Civil, 

dando así por agotada la vía administrativa. 

Siendo que a criterio de este Colegiado y de 

conformidad con el literal a) del Artículo 6 de la 

Directiva que establece el procedimiento que 

desarrolla la Centésima Tercera Disposición 

Complementaria Final de la Ley N° 29951, Ley 

del Presupuesto del Sector Público para el año 

fiscal 2013, que deroga la competencia del 

Tribunal del Servicio Civil en materia de pago 

de retribuciones (aprobada por Resolución N° 
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072-2013-SERVIR-PE), resultaba imposible que 

el Tribunal de Servicio Civil emita 

pronunciamiento sobre la pretensión del actor; 

por lo que, el acogimiento al silencio 

administrativo negativo resulta procedente, 

debiendo tenerse por agotada la vía 

administrativa, conforme lo ha precisado el 

actor. 

    

SEXTO.- Ahora bien, considerando que el 

punto neurálgico del caso es determinar si el 

demandante tiene derecho a percibir la 

bonificación diferencial prevista en el artículo 

53 del Decreto Legislativo N° 276, Ley de 

Bases de la Carrera Administrativa, resulta del 

caso precisar que este dispositivo, señala: “La 

bonificación diferencial tiene por objeto: a) 

Compensar a un servidor de carrera por el 

desempeño de un cargo que implique 

responsabilidad directiva” (resaltado nuestro)  

 

Artículo que en concordancia con el artículo124 

del Decreto Supremo del Decreto Supremo N° 

005-90-PCM, dispuso: “El servidor de carrera 

designado para desempeñar cargos de 

responsabilidad directiva, con más de cinco 

años en el ejercicio  de dichos cargos, percibirá 

de modo permanente la bonificación diferencial 

a que refiere el inciso a) del Art.53 de la Ley al 

finalizar la designación. Adquieren derecho a la 

percepción permanente de una proporción de la 

referida bonificación diferencial quienes al 

término de la designación cuenten con más de 

tres (3) años en el ejercicio de cargos de 

responsabilidad directiva. La norma específica 

señalara los montos y la proporcionalidad  de la 

percepción remunerativa a que se refiere el 

presente artículo” (resaltado nuestro) 

 

SETIMO.- De las normas anteriormente 

descritas, se precisa que para acceder a la 
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bonificación diferencial, se debe cumplir con los 

siguientes requisitos: 

Ser un servidor de carrera  

Que haya sido designado para desempeñar un 

cargo de responsabilidad directiva. 

Permanencia por más de 05 años en el ejercicio 

del cargo, para su percepción total; o por lo 

menos 03 años, para su percepción proporcional. 

 

OCTAVO.- Ahora bien, de la revisión de autos, 

se verifica que, el actor tiene la condición de 

nombrado según consta de sus boletas de pago 

de folios 3 a 14. Y, en lo que respecta a la 

designación, conforme es de verse de la 

Resolución de Dirección Ejecutiva N° 916-DE-

IPSS-93 de fecha 24/09/1993 y Resolución de 

Gerencia General N° 1825-GG-IPSS-96 de 

fecha 20/12/1996 que se le encargó a partir del 

23 de Noviembre de 1993, el cargo de Director 

del Policlínico Pacasmayo de Nivel Ejecutivo-4; 

asimismo con Resoluciones de Gerencia General 

N° 512-GG-IPSS-97 de fecha 02/05/ 1997; N° 

281-GG-IPSS-98 de fecha 16/03/1998 y N° 591-

GG-IPSS-99 de fecha 11/06/199, se le encargó 

el cargo de Director del Centro Médico “La 

Esperanza” de Nivel Ejecutivo-4; si bien es 

cierto que, en estas resoluciones aparece como 

encargado, también es verdad que debe 

aplicarse, al caso, el principio de primacía de la 

realidad ya que independientemente de la 

denominación que se le dio a su designación en 

el cargo, el actor vino desempeñando todas las 

funciones propias a la naturaleza de la 

designación como Director del Centro Médico. 

Asimismo, debe precisarse que el actor, 

desempeño labores directivas por un tiempo de 

cuatro (4) años, incluso excedió periodos 

presupuestales no enmarcándose así en el 

artículo 82 del Decreto Supremo N° 005-90-

PCM, que dispone “Que en ningún caso debe 

exceder  del periodo presupuestal (resaltado 
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nuestro), supuesto que no enmarca dentro del 

caso del actor.  

 

Y, en lo que respecta al poder de decisión que 

tenía el actor, es preciso señalar que las 

resoluciones con las que se le designó en el 

cargo fueron emitidas por el Gerencia General 

del Instituto Peruano de Seguridad Social en las 

cuales se le otorga facultades para poder llevar a 

cabo las funciones propias del cargo.  

 

Con lo expuesto, y se llega a la conclusión que 

las labores desempeñadas por el actor son las de 

un Director de Centro de Salud, por más de 

cuatro años, reiterando con responsabilidad 

directiva, tal conforme las documentales 

mencionadas líneas arriba, más no se verifica 

labores funcionariales como pretende hacer 

valer la parte apelante. Así las cosas, al actor le 

resulta aplicable lo previsto por el artículo 53 

del Decreto Legislativo N° 276 y artículo 27 del 

Decreto Supremo N° 005-90-PCM, siendo 

fundada su demanda.   

 

NOVENO.- No obra en autos, medio de prueba 

que acredite que el hoy demandante, haya 

desempeñado cargos de confianza, y por el 

contrario se verifica que el actor ha 

desempeñado el cargo de Director del 

Policlínico Pacasmayo desde el 23 de noviembre 

de 1992 hasta el 20 de diciembre de 1996, como 

director del Centro Médico La Esperanza desde 

el 20 de diciembre de 1997 hasta el 14 de junio 

de 1999, esto es por más de seis (6) años ha 

desempeñado el cargo directivo, lo cual implica 

el ejercicio responsabilidad netamente directiva, 

por ende corresponde amparar el pago de la 

bonificación prevista en el artículo 53 del 

Decreto Legislativo N° 276, y artículo 124 de su 

Reglamento. Debe precisarse que el derecho 

amparado, debe ser reconocido a partir de la 
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fecha que se adquirió el derecho esto es desde el 

20 de diciembre de 1996 y durante el periodo 

que ejerció el cargo directivo de manera 

ininterrumpida, cuyo monto será determinado  

En ejecución de sentencia, debiendo la parte 

demandada, en su oportunidad, presentar al 

juzgado, la liquidación correspondiente de 

devengados y consecuente pago de intereses 

legales, conforme lo ha dispuesto la juzgadora 

en la considerativa décima primera de la 

sentencia recurrida. Con lo expuesto, y 

habiéndose adjuntado más medios de prueba que 

contradigan los hechos vertidos en autos, la 

sentencia debe ser confirmada por esta Superior 

Sala.  

 

 

Fuente: Expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01 

El anexo 5.5. Evidencia que la calidad de la parte considerativa es de rango muy alta; porque, los resultados de la motivación 

de los hechos y de derecho, fueron de rango muy alta y muy alta calidad, respectivamente. 
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Anexo 5.6: calidad de la parte resolutiva con énfasis en la en la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de 

la decisión– sentencia de segunda instancia sobre impugnación de resolución administrativa. 
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Parámetros 

Calidad de la aplicación del 

principio de congruencia, y la 

descripción de la decisión 

Calidad de la parte resolutiva de la 
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POR ESTAS CONSIDERACIONES los Jueces 

Superiores integrantes de la Cuarta Sala Especializada 

Laboral de la Corte Superior de Justicia de La 

Libertad, IMPARTIENDO JUSTICIA A NOMBRE 

DEL PUEBLO, RESUELVEN: 

 

CONFIRMAR la resolución número tres, de fecha 

veinte de enero del año dos mil catorce, obrante a 

folios 218-220, en el extremo que resuelve: declarar 

Infundada la excepción de prescripción propuesta por 

B y excepción de prescripción extintiva.  

 

CONFIRMAR la sentencia, contenida en la resolución 

número seis, su fecha 08 de mayo del 2015, obrante a 

folios 238-243; que resuelve declarar fundada en parte 

la demanda interpuesta por don A, contra el B, en 

consecuencia  se declara la nulidad de la resolución 

administrativa ficta, que deniega la solicitud del actor, 

ORDENÓ que la demandada emita nueva resolución 

administrativa, disponiendo otorgar al demandante el 

pago de la bonificación diferencial por haber ejercido 

cargo de responsabilidad directiva, más el pago de los 

devengados e intereses legales que se determinaran en 

ejecución de sentencia, mandato que deberá cumplir la 

demandada en el término de QUINCE DIAS y sin 

perjuicio de imponerse los apremios  establecidos en 

 

1. El pronunciamiento evidencia 

resolución de todas las pretensiones 

formuladas en el recurso 

impugnatorio/ o los fines de la 

consulta. (Es completa) Si cumple 

2. El pronunciamiento evidencia 

resolución nada más que de las 

pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio/ o la consulta (No se 

extralimita)/Salvo que la ley autorice 

pronunciarse más allá de lo 

solicitado).  Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia 

aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, 

en segunda instancia. Si cumple 

4. El pronunciamiento evidencia 

correspondencia (relación recíproca) 

con la parte expositiva y 

considerativa respectivamente. Si 

cumple 

5. Evidencian claridad (El contenido 

del lenguaje no excede ni abusa del 

uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones 
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la ley contenciosa administrativa y el código procesal 

constitucional, en aplicación supletoria; y con lo 

demás que contiene; los devolvieron al Primer 

Juzgado Laboral Permanente de Trujillo.  

 

Actuando como Ponente, el señor Juez Superior 

Titular Dr. O 

 

S.S. 

P 

Q 

R 

ofrecidas).  Si cumple.  
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1. El pronunciamiento evidencia 

mención expresa de lo que se decide 

u ordena. Si cumple 

2. El pronunciamiento evidencia 

mención clara de lo que se decide u 

ordena.  Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a 

quién le corresponde cumplir con la 

pretensión planteada/ el derecho 

reclamado/ o la exoneración de una 

obligación/ la aprobación o 

desaprobación de la consulta.  Si 

cumple 

4. El pronunciamiento evidencia 

mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y 

costas del proceso/ o la exoneración 

si fuera el caso. No cumple 

5. Evidencia claridad: El contenido 

del lenguaje no excede ni abusa del 

uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas.  Si cumple 

    

 

 

 

 

 

X 

Fuente: Expediente Nº 05483-2013-0-1601-JR-LA-01 

El anexo 5.3. Evidencia que la calidad de la parte resolutiva es de rango muy alta; porque, la aplicación del principio de 

congruencia y la descripción de la decisión, fueron de rango muy alta y muy alta calidad, respectivamente. 
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Anexo 6 Declaración de compromiso ético y no plagio 

Mediante el presente documento denominado declaración de compromiso ético y no plagio el autora del 

presente trabajo de investigación titulado: CALIDAD DE SENTENCIAS DE PRIMERA Y SEGUNDA 

INSTANCIA SOBRE IMPUGNACIÓN DE RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA, EXPEDIENTE 

N° 05483-2013-0-1601-JR-LA-01, DISTRITO JUDICIAL DE LA LIBERTAD - TRUJILLO. 2019, 

declaro conocer las consecuencias por la infracción de las normas del Reglamento de Investigación de la 

Universidad Católica los Ángeles de Chimbote y el Reglamento del Registro Nacional de Trabajos de 

Investigación para optar grados académicos y títulos profesionales – RENATI; que exigen veracidad y 

originalidad de todo trabajo de investigación, respeto a los derechos de autor y la propiedad intelectual. 

Asimismo, cumplo con precisar que éste trabajo forma parte de una línea de investigación denominado 

“Administración de Justicia en el Perú” dentro del cual se tiene como objeto de estudio las sentencias, se 

aplicó un diseño metodológico común, por lo tanto, es posible que tenga similitud en ese sentido y se 

explica, porque forma parte de dicha línea. También se declara que al examinar las sentencias se tuvo 

acceso a nombres, apellidos, datos que individualizan a los partícipes del proceso judicial, a cada uno se 

les asignó un código para preservar su identidad y proteger los derechos constitucionales, siendo el único 

aspecto inserto en las sentencias examinadas el resto de contenido es conforme a su fuente de origen. El 

análisis aplicado se hizo en ejercicio del derecho establecido en el artículo 139 inciso 20 de la 

Constitución Política del Estado. Finalmente se declara que: el presente trabajo es auténtico, siendo el 

resultado el producto de un trabajo personal acorde con la línea de investigación del cual se deriva, 

trabajado bajo los principios de la buena fe y respeto de los derechos de autor y propiedad intelectual, de 

modo que al utilizar las fuentes para su elaboración no hay copia, ni uso de ideas, apreciaciones, citas 

parafraseadas o citas textuales, etc. Tomadas de cualquier fuente sean en versión física o digital, sin 

mencionar de forma clara y exacta su origen o autor, por el contrario, en todos los casos se ha incorporado 

la cita y referencias respectivas conforme orienta las normas APA, previsto en la Universidad.  En 

conformidad del presente contenido y como su legítima autor se firma el presente documento. 

Trujillo,  noviembre de 2019. 

 

 

 

 

DIAZ CHAVEZ KELLY 

Código de estudiante: 0806132139 

DNI N° 71071192 
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Anexo 7 Cronograma de actividades 

CRONOGRAMA 
DE 

ACTIVIDADES 

 

 

N° 

 

Actividades 

Año 
2019 

Año 
2019 

Semestre I Semestre II Semestre I Semestre II 
Me 
s 

Me 
s 

Me 
s 

Me 
s 

1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 

1 Elaboración del 
Proyecto 

x                

2 Revisión del 
proyecto por el 
jurado de 
investigación 

  

  x 
 

 x 
             

3 Aprobación del 
proyecto por el 
Jurado de 
Investigación 

   x             

4 Exposición del 
proyecto al Jurado 
de Investigación 

     x           

5 Mejora del marco 
teórico y 
metodológico 

      x          

6 Elaboración y 
validación del 
instrumento de 
recolección de 
datos 

       x         

7 Elaboración del 
consentimiento 
informado (*) 

                

8 Recolección de 
datos 

        x        

9 Presentación de 
resultados 

         x       

10 Análisis e 
Interpretación de 
los 
resultados 

          x      

11 Redacción 
del informe 
preliminar 

           x     
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13 Revisión del 
informe final de la 
tesis por el Jurado 
de 
Investigación 

            x    

14 Aprobación del 
informe final de 
la tesis 

por el 
Jurado de 
Investigac
ión 

             x   

15 Presentación de 
ponencia en 
jornadas de 
investigación 

             x   

16 Redacción de 
artículo 
científico 

              x  
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Anexo 8: Presupuesto 

Presupuesto desembolsable – Titular de la investigación  
 

Categoría Base % o Número Total 
(S/.) 

Suministros (*)    

• Impresiones    

• Fotocopias    

• Empastado    

• Papel bond A-4 (500 hojas)    

• Lapiceros    

Servicios    

• Uso de Turnitin 50.00 2 100.00 

Sub total    
Gastos de viaje    

• Pasajes para recolectar información    

Sub total    
Total de presupuesto desembolsable     

Presupuesto no desembolsable 
(Universidad) 

Categoría Base % o 
Número 

Total 
(S/.) 

Servicios    

• Uso de Internet (Laboratorio de 

Aprendizaje Digital - LAD) 

30.0 
0 

4 120.00 

• Búsqueda de información en base de 
datos 

35.0 
0 

2 70.00 

• Soporte informático (Módulo de 
Investigación del ERP University - 
MOIC) 

40.0 
0 

4 160.00 

• Publicación de artículo en 
repositorio institucional 

50.0 
0 

1 50.00 

Sub total   400.00 

Recurso humano    

• Asesoría personalizada (5 horas por 

semana) 

63.0 
0 

4 252.00 

Sub total   252.00 

Total 
 

presupuesto no 
desembolsable 

   652.00 

Total (S/.)    

 


